Santiago, diecinueve de marzo de dos mil diez.                          

VISTOS:

Se instruyó, en el  proceso rol Nº2.182-98, el episodio denominado “Mireya Pérez Vargas, iniciado en virtud de una denuncia formulada por la “Comisión Nacional  de Verdad y Reconciliación” al 11° Juzgado del Crimen de Santiago,
 Por resolución de fojas 2868 se sometió a proceso a Juan Manuel Guillermo Contreras Sepúlveda, Carlos José Leonardo López Tapia, Miguel Krassnoff Martchenko, Basclay Zapata Reyes y José Fuentes Torres, en calidad de autores de los delitos de secuestro y de homicidio calificado en la persona de Mireya Pérez Vargas. 

De fojas 2961 a 2988 se agrega el extracto de filiación y antecedentes de Juan Manuel Guillermo Contreras Sepúlveda; de fojas 2990 a 2991, el de Carlos José Leonardo López Tapia; de fojas 2992 a 2998, el de Miguel Krassnoff; de fojas 3000 a 3004, el de Basclay Zapata y de fojas 2938 de José Enrique Fuentes Torres.

 A  fojas  3122 se declaró cerrado el sumario.
Se sobreseyó parcial y temporalmente a fojas 3123 respecto de los delitos de secuestro y homicidio de Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro Santibáñez, en virtud del numeral 1º del artículo 409 del Código de Procedimiento Penal.
Los demás antecedentes y pruebas acumuladas en el curso de la investigación, serán analizados en la parte considerativa de este fallo y se encuentran debidamente individualizados en la acusación de oficio de fojas  3124 respecto de Juan Manuel Guillermo Contreras Sepúlveda, Carlos José Leonardo López Tapia, Miguel Krassnoff Martchenko, Basclay Humberto Zapata Reyes y José Enrique Fuentes Torres en calidad de autores  de los delitos de secuestro y de homicidio calificado perpetrados en la persona de Mireya de Lourdes Pérez Vargas. 

 Se adhirió a la acusación de oficio, a fojas, la abogada del “Programa Continuación Ley N°19.123” del Ministerio del Interior.

En lo principal de fojas 3175 adhiere a la acusación  don Alberto Espinoza Pino, apoderado de la querellante señora María Otilia Vargas Vargas y deduce  demanda de indemnización de perjuicios en contra del Fisco de Chile, la cual es contestada por el Abogado Procurador Fiscal de Santiago del Consejo de Defensa del Estado en lo principal de fojas  3247.

Las defensas de los acusados que se indican, contestan, respectivamente, la acusación fiscal y las adhesiones particulares:

La de Basclay Humberto Zapata Reyes en el primer otrosí de fojas 3259; la de Miguel Krassnoff Martchenko  en el primer otrosí de  fojas 3281; la de Carlos José Leonardo López Tapia en lo principal de fojas  3312; la de Juan Contreras Sepúlveda en el tercer otrosí de fojas 3234 y la de José Fuentes Torres en el primer otrosí de fojas 3417.  
  
A fojas 3488 se recibe la causa a prueba.


En el término probatorio deponen  los testigos de la demandante civil Erika  Minerva Díaz Muñoz (3502), Deyanira Inés Corvalán Robert (3505) y  Sara Yolanda Carrasco Baeza(3507).
De fojas 3512 a 3567 se enrolan fotocopias del expediente rol N°4397-1997, caratulado “Vargas Vargas, María Otilia  con Fisco de Chile”, sobre indemnización de perjuicios, piezas complementadas de fojas 3665 a 3692.

A fojas 3768 se agrega Resolución N°831 de 13 de julio de 2007  del Ministerio de Hacienda.
Se decretó como medidas para mejor resolver:

1)Certificaciones relativas al acusado Carlos López Tapia en otros procesos rol N°2.182-98, fojas 3604, “Episodio Conferencia”, fojas 3694, “Episodio Darío Francisco Miranda Godoy y otros”, “Episodio Juan Maino de fs. 3697.
 2)Agregar las anotaciones de la Hoja de Vida y de Calificaciones de Carlos López Tapia(fojas 3635 a 3642).

3) Certificaciones al tenor del artículo 350 bis del Código de Procedimiento Penal relativas a todos los procesados, cumplidas de fojas 3577  a fojas 3621.

4) Compulsar informes de facultades mentales de Juan Manuel Contreras Sepúlveda y de Carlos López Tapia, enrolados de fojas  3622 a 3628 y de fojas 3629 a 3634, respectivamente.

5)Agregación del Oficio N°AL-121 del Subdepartamento  de pago de beneficios  del Instituto  de Previsión Social (fojas 3643  a 3649).

7)Fotocopias del proceso civil rol N°C 4397-1997 del 18°Juzgado Civil de Santiago(fojas 3665  a 3692).

Se trajo los autos para fallo.

Delitos de secuestro calificado y de homicidio calificado cometidos en la persona de Mireya de Lourdes Pérez Vargas.

1º)Que, a fin de acreditar la existencia de los delitos materia de la presente investigación, se han reunido en el proceso los siguientes antecedentes:
1)Denuncia formulada por la “Comisión Nacional  de Verdad y Reconciliación” al 11° Juzgado del Crimen de Santiago, adjuntando fotocopia de declaración prestada ante sus representantes por Gabriela Salazar Rodríguez quien entregó antecedentes relativos a la detención de Mireya Pérez Vargas, con lo que se da inicio al proceso Rol N°59.047. 

2) Testimonios de fojas 7, 54 y 464 de Gabriela del Carmen Salazar Rodríguez ratificando la declaración mencionada en cuanto a que fue detenida el 31 de diciembre de 1975 y trasladada hasta “Villa Grimaldi”, donde permaneció  hasta el 26 de febrero de 1976. En ese lugar vio a Mireya Pérez Vargas, la cual “fue traída en peso por el equipo del “Troglo” y “El Muñeca”, la cual  usaba anteojos cuadrados con bordes oscuros”, le dio la impresión de que la “traían herida”, la torturaron, luego de un rato se oyó un disparo en la zona de “La Torre”, escuchando a uno de los guardias decir “¡la Mireya se fue pata laucha¡”.

3)Declaración jurada de Herminia Uberlinda Espíndola González, de fojas 10,quien señala que convivía con Amador del Fierro Santibáñez en calle Juan Ramón Jiménez N° 7476, Paradero 14, Vicuña Mackenna, La Florida. El  24 de febrero de 1976 se encontraban en ese domicilio los hermanos Pérez Vargas, su conviviente y ella; unos sujetos comienzan a disparar hacia el interior de la casa, cayendo muertos Iván Pérez en el patio del inmueble y Amador del Fierro en la casa vecina; en este tiroteo, muere, además, una vecina menor de tres años, Susana Sanhueza. Luego los agentes ingresan a la casa, desde donde sacan a Mireya Pérez, quien gritaba”¡Mi pierna¡”,porque estaba herida, la suben a una camioneta, a la deponente la suben a otro vehículo y se dirigen a “Villa Grimaldi”;allí  escucha una ráfaga de metralleta, relacionando este hecho con Mireya Pérez, porque ese mismo día ve  amontonada en una banca la ropa de ésta.   

4)Querella, de fojas 24, interpuesta por  María Otilia Vargas Vargas por los delitos de secuestro y asociación ilícita cometidos en las personas de sus hijos  Renato Iván y Mireya de Lourdes Pérez Vargas.

5) Copia autorizada del informe de autopsia de Mireya Pérez Vargas(fojas 29)que concluye que la causa de su muerte fueron las heridas de bala encefálica, torácicas y de las extremidades; en ampliación del informe (fojas 488) se agrega que la herida del muslo derecho es de la misma data que las otras cinco pero fue la primera de ellas, por presentar infiltración sanguínea difusa y las cinco anteriores están, en cambio, discretamente, infiltradas de sangre. 6)Certificado de defunción, de fojas 43, de Mireya  Pérez Vargas. 

7)Parte N°33 de la Brigada de Homicidios de la Policía de Investigaciones(44) conteniendo declaraciones de Gabriela Salazar Rodríguez, similares a la antes transcrita.
8)Parte N°2014 de la Comisaría judicial de La Reina, de fojas 57, en cuanto concluye que Mireya Pérez Vargas fue detenida y llevada al recinto de ”Villa Grimaldi” y, posteriormente, apareció muerta en el Instituto Médico Legal el 24 de febrero de 1976.

9)Parte N°119 del Departamento “Asuntos Internos” de Investigaciones ( 88)con dichos de Marcia Alejandra Evelyn Merino Vega, Gabriela Salazar Rodríguez, Catalina Salinas Isla y  Valentina del Fierro Santibáñez, semejantes a los prestados en autos; una descripción de “Villa Grimaldi”; fotocopias de publicaciones de “La Tercera”, “La Segunda” y “Últimas Noticias”. Se adjunta fotografías de Mireya Pérez.

10)Parte N°279 del Departamento “Asuntos Internos” de

Investigaciones, en cuanto contiene dichos de Valentina 
del Fierro Santibáñez, Rosa Santibáñez Puebla, Hernán 
del Fierro Allende, María Vargas Vargas y Catalina Salinas Isla.
11)Informe policial N°17230 (918)de la Brigada Investigadora  de Asuntos Especiales y Derechos Humanos de la Policía de Investigaciones con testimonios de Gilda Flores Arellano, Lucía Santelices Cornejo, Catalina Salinas Isla y Jerónimo Neira  Méndez. 
12)Informe N°69 de  la Brigada Investigadora  de Asuntos Especiales y Derechos Humanos de la Policía de Investigaciones(1120)con declaraciones de Hortensia Patricia Glave del Villar,  María Otilia Vargas Vargas y Víctor Manuel Espíndola González.
13)Informe policial N°1416 de la Brigada Investigadora de Asuntos Especiales y Derechos Humanos de la Policía de Investigaciones(1243) con testimonios de José Abel Aravena Ruiz, Teresa del Carmen Osorio Navarro, Carlos Enrique Miranda Mesa, José Enrique Fuentes Torres, Luís René Torres Méndez y Rodolfo Valentino Concha Rodríguez.
14)Antecedentes remitidos por la “Corporación Nacional de Reparación y  Reconciliación” de fojas 84 y 237 con testimonios de Hortensia Glave del Villar y Gabriela Salazar Rodríguez, respectivamente.

15)Declaración  de Ingrid Felicitas Olderock Bernhard, (147)quien acompaña nómina de mujeres que, como ella, fueron  agentes de la  DINA, enrolada de foja149 a 168; reitera sus dichos a fojas 207 y 344 vta.

16) Aseveraciones de  Osvaldo Romo Mena, de fojas 173, 176 y 180, 199, 354 vta., 2557, 2560, 2565, 2567, 2570, 2575, 2588 y  2592. 

17)Atestación de Catalina  Elizabeth Salinas Islas (321 vta. y 1210)relativa a ser  madre de Susana Sanhueza Salinas, de tres años; el  24 de febrero de 1976, a las 13:00 horas, aproximadamente, escuchó una balacera y  comenzaron a aparecer varios sujetos armados con metralletas, los que eran agentes de la DINA, vio que se llevaban detenida a su vecina Herminia, a una mujer que gritaba desde la casa de sus vecinos y otra, detenida, quien estaba viva cuando se la llevaron. En estos hechos pierde la vida su hija Susana Sanhueza.
18)Dichos de María Otilia Vargas Vargas(343)madre de Mireya Pérez Vargas.

19) Declaraciones de José Avelino  Yévenes Vergara de fojas  355 vta.,574, 1039, 1067, 1505, 1553 y  1561, funcionario de Carabineros, asignado a la DINA,  encasillado en la agrupación de Ciro Torré.                                                                    En  julio o agosto de 1974 lo destinaron a “Villa Grimaldi”, se desempeñó como jefe de una guardia. Luego pasó a cumplir labores operativas con Miguel Krassnoff, quien estaba al mando del grupo “Halcón”. Marcelo Moren Brito eran el segundo Jefe del cuartel, y  después lo fueron Pedro Espinoza y  Marcelo Moren Brito. A Carlos López Tapia, lo vio en “Villa Grimaldi”. Manuel Contreras en algunas ocasiones concurría a “Villa Grimaldi”, a  conversar con su Plana Mayor. Para el año 1976 se encontraba cumpliendo funciones con Miguel Krasssnoff. Los integrantes de “Halcón” eran los siguientes: “Halcón uno”, el jefe era Basclay Zapata, integrado por Osvaldo Romo. Ellos eran de la confianza absoluta de Miguel Krassnoff. “Halcón dos” a cargo de Tulio Pereira, integrado por el deponente y ocasionalmente, por Teresa Osorio, ella se desempeñaba como secretaria de Miguel Krassnoff y en algunas ocasiones salía con ellos Torres Méndez y José Aravena, alias “Muñeca”. En “Halcón Tres” el jefe era Fuentes Torres, alias “Cara de Santo”, integrado por Osvaldo Pulgar, alias “Pulga”, y “Pato” y María Gabriela Órdenes, apodada “Guatona”. Rodolfo Valentino Concha, integraba el grupo “Halcón”, era chofer de Miguel Krassnoff, es decir, donde andaba Miguel Krassnoff estaba Concha. En cuanto a los hechos que se investigan en esta causa y que según se le informa ocurrieron el 24 de febrero de 1976 en el Pasaje Juan Ramón Jiménez Nº 7476 de la comuna de La Florida expresa que se encontraba de vacaciones en Cauquenes y se enteró, por la prensa, de la muerte de Tulio Pereira, en ese enfrentamiento. Ellos se dirigieron a ese lugar a realizar un allanamiento a la casa antes mencionada y al llegar recibieron un ataque con armas de fuego, resultando muerto Tulio Pereira.             

20)Copia de declaración de Nibaldo Jiménez Santibáñez(445),funcionario de la Policía de Investigaciones, destinado a la DINA en junio de 1974, trabajó en distintos cuarteles, entre ellos, “Villa Grimaldi; allí Miguel Krassnoff era jefe de la agrupación “Halcón”. 

  
21)Declaración de Juan Nelson Dabner Villena, de fojas 603, habitante del inmueble ubicado en Pasaje Juan Ramón Jiménez N° 7477, La Florida, quien fue testigo presencial de los hechos ocurridos el 26 de febrero de 1976; relata que aquel día vio ingresar al Pasaje alrededor de doce sujetos, “chascones y armados con metralletas”, ingresaron al Pasaje, disparando a la casa de enfrente donde vivía una pareja con una guagua. Comienza una balacera, al cabo de la cual se percata que en el suelo de la casa de enfrente estaban muertos la hija de una vecina de tres años de nombre Susana Sanhueza y un funcionario de Carabineros. 
22)Dichos de Norma Inés Gallardo Toledo, de fojas  605,vecina del inmueble de calle Juan Ramón Jiménez de la comuna de La Florida, quien expone que en febrero de 1976, a la hora de almuerzo, se escuchó una balacera en la calle, se asomó por la ventana y vio que varios sujetos arrastraban el cuerpo de un hombre que estaba muerto o herido. Luego ingresaron a su casa otros sujetos, vestidos de civil, los que registraron todo. Señala que “no existió fuego cruzado”. Agrega que los sujetos que participan en la balacera eran muchos, todos vestidos de civil y fuertemente armados.

23)Atestaciones de Gilda de la Cruz Flores Arellano (618 y 962)en cuanto a que estaba domiciliada en Juan Ramón Jiménez N° 7460, La Florida y que en  febrero de 1976, mientras preparaba el almuerzo escuchó una balacera de metralletas; explica que éstas eran dirigidas a la casa de su vecina Herminia, quien vivía con su marido y su guagua. 

24)Deposición de Nelly del Carmen Yáñez Arellano (620),relativa a que se desempeñaba como “nana” en el inmueble del Pasaje Juan Ramón Jiménez N° 7476, La Florida y en febrero de 1976,al medio día, se encontraba limpiando un ventanal que da a la calle cuando escuchó un disparo y luego ingresaron al Pasaje varios sujetos vestidos de civil, fuertemente armados, los que disparaban a la casa vecina. No vió personas muertas, pero se entera que la hija de una vecina murió en la balacera. 
25)Afirmación de Mirta Patricia Soza Bruna(622),quien

expone que el 24 de febrero de 1975, a las 12,00, estaba en la esquina de su domicilio ubicado en calle Lía Aguirre, cuando de pronto escuchó disparos. regresó a su casa, varios sujetos ingresaron a ella y se subieron a las panderetas saltando a las casas de los lados. Supo que murieron dos hombres en la balacera. No considera que hubiera “fuego cruzado”.

26)Antecedentes remitidos por la Fundación  Documentación y Archivo de la “Vicaría de la Solidaridad”, relativos a  Mireya Pérez Vargas, enrolados desde  fojas 626 a 663.

27)Extractos de filiación y antecedentes de  Mireya  Pérez Vargas de fojas  703, sin  anotaciones.

28)Antecedentes remitidos por el “Programa  Continuación Ley 19.123” del Ministerio del Interior respecto de Mireya de Lourdes, Iván Renato  Pérez Vargas y Amador del Fierro Santibáñez de fojas 738 a fojas  773  y de fojas 971 a 992, respectivamente.
29)Declaraciones(782 y 788) de Silvio Antonio Concha 

relativas a ser  funcionario de Carabineros destinado a la DINA. Se le encasilló en la agrupación “Águila” cuyo jefe era el Teniente Ricardo Lawrence. En marzo de 1974 ingresó  a “Villa Grimaldi”. El jefe de este cuartel era Marcelo Moren. Sus funciones eran de escribiente. No recuerda la fecha pero, en una oportunidad, hubo un enfrentamiento en que un Sargento de Carabineros de nombre Tulio Pereira murió, él era jefe de grupo de la agrupación que comandaba Miguel Krassnoff, al igual que murieron dos miristas, hombres. En este enfrentamiento participó el grupo “Halcón” y, posteriormente, se presentaron otras agrupaciones para prestar cooperación. Recuerda que en esta ocasión Basclay Zapata llegó a “Villa Grimaldi”, con una mujer que había sido detenida  en el lugar  del enfrentamiento, era una mujer joven, medio gordita, quien presentaba una herida a bala en una de sus piernas, la encerraron en una pieza sola. No sabe qué pasó con ella, supone que la agrupación “Halcón” se hizo cargo. Agrega que Juan Manuel Contreras Sepúlveda visitó el cuartel de “Villa Grimaldi” en varias ocasiones, recorría por todas partes y  se presentaba ante Marcelo Moren.             

30)Asertos de Víctor Manuel Espíndola González de fojas 803. Repite sus dichos a fojas 1199 relativos a ser hermano de Herminia Espíndola; expresa que el 24 de febrero de 1976 fue detenido y trasladado a “Villa Grimaldi”. Se le interrogó por el paradero del marido de su hermana Herminia, Amador del Fierro, quien era militante del MIR. El interrogador era Miguel Krassnoff quien lo obligó  a confeccionar un croquis con la ubicación de la casa, distribución de las diferentes dependencias y el entorno. Lo obligaron a acompañarlos al lugar, lo subieron al vehículo en el que iban cuatro agentes DINA, entre ellos, Miguel Krassnoff. Añade: “Se estacionan en la esquina del pasaje, esto debe haber sido como las 12:00 ó 12:30 de la tarde, Krassnoff da las instrucciones a dos de los agentes de dirigirse a la casa a inspeccionarla y que las metralletas las envolvieran en papel de diario, eso hicieron, luego se devolvieron avisando a Miguel Krassnoff que efectivamente había movimiento en la  casa y que todo estaba tranquilo; Miguel Krassnoff, ahora, les da la orden de regresar a la casa y de proceder a la detención de Amador del Fierro. Desde mi posición tenía visual sobre el frontis de la casa y logro ver a los dos agentes DINA caminar hacia la casa, de pronto siento tres disparos, no sabría decir de dónde provenían, si de los agentes DINA o si de la casa de mi hermana. De inmediato uno de los agentes con la mano hace señas hacia nosotros pidiendo ayuda, Miguel Krassnoff da la orden al conductor de avanzar, ingresaron los tres vehículos al Pasaje, en el que yo me encontraba ingresó primero, Miguel Krassnoff y el conductor descendieron del vehículo parapetándose detrás del móvil, mientras tanto yo, que me encontraba al interior del auto, esposado, intenté guarnecerme como pude de la balacera, pero no podría precisar si los disparos provenían sólo de parte de los agentes DINA o si también  disparaban desde el interior de la casa. En un momento dado levanto la cabeza y por el vidrio veo a una niña de cinco o seis, años que se encontraba con vida, parapetada debajo del nicho del agua, yo con las manos le señalaba que se quedara en aquel lugar donde estaba refugiada, mientras escuchaba los gritos desesperados de una mujer que, al parecer, era su madre, que le decía que fuera hacia ella, desconozco cómo se produjo la muerte de la niña, tal vez ella intentó ir donde estaba su madre y el movimiento de ella provocó que los agentes DINA disparan. Miguel Krassnoff andaba armado, la balacera se prolongó por espacio de diez minutos, tras lo cual Miguel Krassnoff me hace una seña con la mano para que baje del vehículo, lo hago y camino hacia él, me obliga a ingresar a la casa, con la orden de “sacarlos a todos, porque no se querían entregar”, desde el interior de la casa se escuchaba una voz femenina que gritaba garabatos, además, de las palabras “asesinos” y “criminales”. Camino hacia la casa, lo primero que veo es a la niña, que se encontraba detrás del nicho del agua, estaba muerta, con su pecho ensangrentado, me parece que vestía un peto y short, no estoy seguro, esa imagen fue desgarradora, sigo caminando mientras gritaba el nombre de mi hermana y le pedía que salieran, que se entregaran, la puerta de la casa estaba abierta, ingreso al interior, con lo primero que me encuentro, en el living comedor, es con una mujer de unos 25 años, con lentes gruesos, tipo “poto de botella”, de contextura gruesa, vestía pantalón, estaba herida en ambas piernas, a la altura de los muslos, tenía varios impactos de bala, estaba tirada de espaldas en el suelo, con un arma en la mano, lo primero que hago es con el pie retirar el arma de su lado, me agacho, porque algo quería hablarme, sólo me decía “ ¿qué pasó?”, le tomo el rostro y su mano y le pedí que estuviera tranquila. A ella la conocía de antes, siempre andaba con un joven alto muy parecido a ella, pero desconocía su nombre. Miro hacia el corredor y veo a un hombre que corría hacia el patio, presumo que era “Germán”. Posteriormente, yo les aviso que no había nadie en la casa, y que no siguieran disparando, por lo tanto los agentes DINA ingresan a la casa, ya en ese momento estaba lleno de personas, habían llegado refuerzos de la DINA, además, de Carabineros e Investigaciones. Los trasladaron al patio trasero de la casa, con la finalidad de reconocer un cuerpo que se encontraba sin vida, yo lo identifico como “Germán”, Amador del Fierro, quien presentaba varios impactos de bala en el pecho y tórax, no vi armas de fuego cerca de él. Estaba sin vida en el patio de la casa. Luego, a mi hermana  y a mí  nos trasladan hasta “Villa Grimaldi”. A mí me ingresan a una celda muy pequeña, estaba solo, pero desde ese lugar escuchaba la misma voz femenina que gritaba en la casa de mi hermana, gritaba “asesinos”, por la conmoción que todo esto me provocó, no me encuentro en  condiciones de decir por cuánto tiempo sentí gritar a esa mujer, que posteriormente, supe se trataba de Mireya Pérez Vargas, pero en un momento dado se sintieron varias ráfagas de metralleta y dejé de escuchar la voz de Mireya, lo que hace pensar que a ella se le dio muerte en “Villa Grimaldi”. También escuchaba a mi hermana que sollozaba y pedía por su hija, la que fue dejada en manos de vecinos”. A los dos días el  deponente es dejado en libertad.
31)Declaraciones  de Osvaldo Rubén Tapia Álvarez (810 y 1595). Funcionario de Ejército, destinado a la DINA. Expresa que los jefes del cuartel de “Villa Grimaldi” eran César Manríquez, Pedro Espinoza Bravo, Marcelo Moren Brito y Carlos López Tapia. En  abril o mayo de 1974 se le ordenó concurrir a un cuartel de la DINA, denominado “Cuartel Terranova”, le correspondió acondicionarla para que fuera utilizada como cuartel. El primer comandante de “Villa Grimaldi” fue César Manríquez. En mayo  de 1974 comenzaron a llegar los primero detenidos. Se desempeñó como guardia. Sus jefes eran el Oficial que quedaba de guardia, entre ellos, recuerda a Lawrence y  Krassnoff.  Entre 1976 y 1977 el que estaba cargo de “Villa Grimaldi” era el Coronel Carlos López Tapia.

32)Versión de Lucía Cristina Santelices Cornejo( 960) en cuanto a que en febrero de 1976 vivía en el Pasaje Juan Ramón Jiménez N° 7456, La Florida y en el verano de 1976, a la hora de almuerzo, comenzó una balacera en la calle, disparaban al interior de la casa de una vecina, luego los agentes dispararon hacia su patio, ingresando varios sujetos a ver a un sujeto que estaba tirado en el suelo, era de unos 25 años, alto, pelo claro, sin barba, presentaba dos orificios de bala, uno en su pierna y el otro en el cuello, lo tomaron de las piernas y lo arrastraron sacándolo a la calle.

33)Testimonio de Jerónimo del Carmen Neira Méndez (994).Funcionario de Carabineros destinado a la DINA, a “Villa Grimaldi”; los comandantes del recinto eran Krassnoff y Moren. Su labor fue de régimen interno, hacer aseo en el patio del recinto y custodia de detenidos, también realizó labores de chofer. Indica que los detenidos eran encerrados en celdas ubicadas al costado derecho de “Villa Grimaldi”, donde habían habilitado celdas especiales para ellos. Manuel Contreras Sepúlveda acudió en varias ocasiones a “Villa Grimaldi”, era una visita de inspección al lugar. Un día, cuando se encontraba atendiendo un mesón para vender café en “Villa Grimaldi”, recibe la alarma de que todo el personal del recinto, a excepción los guardias, debían acudir hasta la rotonda de Vicuña Mackenna porque  había un enfrentamiento. Expone:

“Cuando llegamos al lugar, el enfrentamiento ya había terminado, me percato que el cuerpo de Tulio Pereira se encontraba sin vida tirado en la calle, además, había otros dos cuerpos que estaban tapados con una manta, posteriormente sacaron desde los sitios de las casas aledañas dos cuerpos de personas que, al parecer, arrancaron y fueron alcanzados por una bala que disparó Basclay Zapata, esto se comentaba  a nivel de agentes  y era que él se había “echado” a todos los miristas. A cargo del enfrentamiento se encontraba Miguel Krassnoff…en horas de la mañana había salido con todo su grupo, incluido Tulio Pereira y momentos más tarde es quien pide la colaboración. Además, cuando yo llego a ese lugar Miguel Krassnoff se encontraba dirigiendo todo el asunto. A Basclay Zapata también lo vi en ese lugar y,  como ya mencioné, fue quien disparó a los miristas. Dos detenidos vivos fueron trasladados desde este lugar (Vicuña Mackenna) hasta “Villa Grimaldi”, Grimaldi, estos dos detenidos, una mujer y un hombre, ambos estaban heridos y gritaban de dolor, no recuerdo que los hayan encerrado, ni cuanto tiempo permanecieron en “Villa Grimaldi”, el asunto es que en un momento dado Miguel Krassnoff llamó a todos los agentes…con el objeto de que nos trasladáramos hasta el fondo del patio, cerca de “La Torre”, cosa que hicimos todos ya que era una orden, en el lugar Miguel Krassnoff dice algo como “esto es lo que se hace con estos infelices” y acto seguido comenzaron a dispararles con metralletas a los detenidos, esta labor la realizaron Miguel Krassnoff y Basclay Zapata. No sé que sucedió con los cuerpos de esos detenidos...”.

34)Versiones de Pedro René Alfaro Fernández(1019 y 1664). Funcionario de Carabineros destinado en comisión de servicios a la DINA. En octubre de 1974 fue trasladado a “Villa Grimaldi”. Realizaba labores de guardia. Las agrupaciones que funcionaban en el recinto eran “Águila”, a cargo de Ricardo Lawrence, “Tucán”, a cargo de Gerardo Godoy, “Halcón” a cargo de Miguel Krassnoff y “Vampiro” a cargo de Ciro Torré. Los detenidos eran mantenidos encerrados en pequeñas casas de madera. La “Torre” estaba ubicada al fondo del cuartel, en ella se encerraba a los detenidos más importantes, que necesitaban estar aislados...No participó en el operativo de La Florida donde muere Tulio Pereira, se encontraba de guardia en “Villa Grimaldi” y por ello  vio que  la agrupación de Miguel Krassnoff trajo  gente detenida.                 

35)Declaraciones policiales de Ricardo Lawrence Mires(1027, 2394, 2408, 2412, 2415, 2418 y 2427). Oficial de Carabineros, destinado a la DINA en noviembre de 1973. Expone que en mayo o junio de 1974 se organizó el trabajo operativo, bajo la dirección del Coronel  Manuel  Contreras, se trasladaron al “Cuartel Terranova”, que funcionaba al interior de “Villa Grimaldi”. Su jefe directo era el Mayor Marcelo Moren. Desempeñaban trabajos operativos  los Tenientes Miguel Krassnoff, Gerardo Godoy, Fernando Lauriani y el declarante, como jefes de un grupo. La DINA estableció un sistema de burocracia interna respecto de los detenidos. Cada jefe operativo debía informar la identidad de los prisioneros a la Plana Mayor del cuartel, la que comunicaba la situación al Cuartel General, o sea, de Operaciones, o sea, Pedro Espinoza y  Manuel Contreras, quien decidía la suerte de los detenidos. Después de su paso por la DINA, a contar de 1977, se enteró  que se empleaban palabras claves para la eliminación de detenidos:“Puerto Montt” o “Moneda”, no recuerda cual correspondía al “mar” o a “entierros”. La DINA estaba a cargo de Manuel Contreras, quien impartía todas las órdenes y decidía la creación de recintos de detención y nombraba a los integrantes de los grupos operativos. La decisión sobre el destino final de los prisioneros era tomada por la dirección de la DINA y por el contacto diario que tenía  el General Contreras con el General Pinochet le parece obvio pensar que se trataba de órdenes superiores dadas por él al jefe del servicio, pues “nadie se mandaba solo”. Lo que hacía Contreras era mandado por el General Pinochet, se puede decir que la DINA  trabajaba para el General. 

36)Dichos de Carlos Ramón Rinaldi Suárez de fojas 1043. Funcionario de Ejército, destinado a la DINA. A fines de 1974 fue enviado a “Villa Grimaldi”, se le encasilló en una agrupación  a cargo del Capitán Barriga. El jefe del cuartel  era Marcelo Moren. 

37)Declaraciones policiales de Marcia Alejandra Merino  Vega(1047 y 1908).Militante del MIR, detenida el 1° de agosto de 1974 por agentes de la DINA, pasando a desempeñarse como colaboradora. Expresa que Miguel Krassnoff era jefe de un grupo operativo integrado, entre otros, por Basclay Zapata y el “Cara de Santo”, de apellido Fuentes. En relación a Mireya Pérez Vargas la recuerda pues  la vio detenida en “Villa Grimaldi”, específicamente, en la oficina de Miguel Krassnoff. 

38)Versión de José Alfonso Ojeda Obando(1074) funcionario de Carabineros, destinado a la DINA y que en diciembre de 1974 fue enviado a “Villa Grimaldi”, bajo las órdenes de Ricardo Lawrence. El jefe del cuartel era Pedro Espinoza y lo seguía Miguel Krassnoff, jefe de la agrupación “Halcón”. A Marcelo Moren lo ve en ese lugar, cree que era el segundo del cuartel, después de Pedro Espinoza. Indica que en ese recinto los detenidos eran  entregados a la guardia y el Departamento de Análisis señalaba el paso siguiente. El detenido era encerrado en la “Torre”, o bien, llevado directamente a la sala de interrogatorios. El resultado del interrogatorio era entregado por los analistas al jefe de la unidad. Krassnoff, Barriga, Moren Brito, Lawrence, Gerardo Godoy y Lauriani  dirigían los interrogatorios de los detenidos. Añade que conoció a Tulio Pereira,  trabajaba en el grupo “Halcón”, a cargo de Miguel Krassnoff y  murió en un enfrentamiento con una célula del MIR en la comuna de La Florida. “Yo llegué al lugar de los hechos cuando Tulio Pereira ya estaba muerto”. Acudió porque  Miguel Krassnoff pidió refuerzos ya que era quien estaba a cargo del  procedimiento. Acudió con Barriga y Lawrence. Agrega que el operativo estaba a cargo de Krassnoff, por lo tanto, con seguridad deben haber participado Basclay Zapata Reyes, Teresa Osorio, “El Muñeca” y Osvaldo Pulgar. Al poco tiempo, a finales del año 1975, hubo una nueva reestructuración de los grupos en “Villa Grimaldi”, y quedó encuadrado en la agrupación “Delfín” a cargo de Barriga y Lawrence, y por orden de Barriga, por sus dotes de saber escribir bien a máquina, se le designó para cumplir funciones específicas en la parte administrativa e interna de esta agrupación, es decir, estaba a cargo de la Plana Mayor de la agrupación, la cual tuvo su sede en “Villa Grimaldi”, asignándoles la parte sur de la casona. 
39)Dichos de Gloria Lepe Szegetti(1227).En 1976 se desempeñaba como asistente social de la Vicaría de la Solidaridad y le correspondió retirar los cuerpos de Mireya e Iván Pérez Vargas desde el  Servicio Médico Legal y enterrarlos en el Cementerio General. Explica  que quien reconoció los cuerpos fue el sacerdote Pablo Fontaine, el cual comentó que “los cuerpos estaban acribillados”. 

40)Deposición de José Antonio Cancino Sánchez (1235). En 1976  se desempeñaba como abogado de la Vicaría de la Solidaridad y le correspondió realizar diligencias tendientes a retirar los cuerpos de los hermanos Pérez Vargas del Servicio Médico Legal y darles sepultura. 

41)Atestaciones de Juan Ángel Urbina Cáceres(1332 y 1339). Funcionario de la Policía de Investigaciones, destinado a la DINA, al centro de detención  de “Villa Grimaldi”. Fue recibido por César Manríquez, el jefe de este cuartel, quien fue sucedido por Marcelo Moren  y luego por un señor de apellido López, el cual estuvo a cargo de “Villa Grimaldi” casi al final de su funcionamiento. Se le encasilló en el grupo de Miguel Krassnoff. Entre los integrantes de éste, se encontraban Osvaldo Romo, Basclay Zapata, alias “Troglo” y Tulio Pereira. Su función consistía en Interrogar a los detenidos que llegaban a “Villa Grimaldi”, llevados por los grupos operativos. Se les interrogaba en base a un cuestionario de preguntas elaborado por los grupos operativos o por el mismo Miguel Krassnoff. Agrega que Tulio Pereira murió en un operativo, al cual había asistido con Basclay Zapata, el “Cara de Santo” y otra gente más. Supo por comentarios que a Tulio Pereira lo mató un mirista y que Basclay Zapata al ver aquella escena se dirigió donde se encontraba el mirista y lo mató. 

42)Declaración de Iván Carlos Bustamante Rivera, de fojas 1353. Funcionario de la Subcomisaría de Carabineros de Vicuña Mackenna en el año 1976, recuerda un operativo llevado a cabo por la DINA en la comuna de La Florida; relata que un día, sin recordar fecha, producto de una balacera, concurrió a un Pasaje distante a dos cuadras de la Subcomisaría, donde vio a gran cantidad de agentes de la DINA, armados, los identificó por sus brazaletes; en la balacera murió una niña, un agente de la DINA y dos “extremistas”. 

43)Aseveración de  Carlos Enrique Miranda Mesa de fojas 135. Funcionario de Ejército, destinado a la DINA; a mediados de 1974 fue enviado al cuartel de “Villa Grimaldi”, cumplió funciones de guardia y vigilancia. Señala que el jefe, en ese periodo, era Marcelo Moren y era visitado constantemente por  César Manríquez Bravo y Pedro Espinoza, posteriormente asume Carlos López Tapia. Señala que desempeñaba funciones de guardia y, en una ocasión, observó que los grupos operativos de las brigadas “Caupolicán”, a cargo de Krassnoff y la “Purén”, a cargo de Urrich, traían personas detenidas, hombres y mujeres, conducían camionetas marca Chevrolet con toldo. De los que manejaban camionetas recuerda al “Troglo”, Basclay Zapata y al “Muñeca”. El grupo “Halcón” lo comandaba Krassnoff y lo conformaban Osvaldo Romo, Basclay Zapata, “Troglo” y “El Muñeca”, entre otros. A mediados de 1975 por orden de Marcelo Moren se le asigna a la Brigada “Caupolicán” y su jefe era Miguel Krassnoff.
44)Informes policiales Nº 333(1365) del  Departamento V de la Policía de Investigaciones, relativo al personal y brigadas de la DINA y Nº 219(1377) que expresan que el grupo “Halcón” al mando del Teniente Krassnoff estaba conformado por Basclay Zapata, Osvaldo Romo, Teresa Osorio, José Fuentes, Luis Torres, Rodolfo Concha, Tulio Pereira, José Aravena y Carlos Miranda.

45)Informe pericial fotográfico de una maqueta de  “Villa Grimaldi” (fojas1386, complementado a fojas 1392).

46)Informe pericial planimétrico relativo a “Villa Grimaldi” de fojas  1423.

47)Versiones de Leonardo Alberto Schneider Jordán (1499 y 1938). Militante del MIR, detenido en 1975, por agentes de la DINA, permanece en “Villa Grimaldi” y  colabora con la DINA. Recuerda el caso de Mireya e Iván Pérez Vargas, ambos eran militantes del MIR, que  fueron detenidos en un operativo a cargo de Miguel Krassnoff, donde murió el agente de la DINA Tulio Pereira; aquellos fueron trasladados hasta “Villa Grimaldi”. 

48)Deposiciones de Luís René Torres Méndez(1320, 1322, 1323 y 1475). Funcionario de Ejército destinado a la DINA. En mayo o junio de 1974 fue enviado al cuartel de “Villa Grimaldi”. Cumple funciones de guardia hasta fines de 1975, fecha en que se le encasilla en la agrupación “Halcón”, a cargo de Miguel Krassnoff. De los comandantes de “Villa Grimaldi” recuerda a Pedro Espinoza Bravo, Marcelo Moren Brito y, por último, a Carlos López Tapia. El  grupo “Halcón”, cuyo jefe era Miguel Krassnoff, estaba compuesto por alrededor de doce o quince personas. La misión específica era detectar, investigar y detener a los integrantes del MIR.  Este grupo estaba dividido en “Halcón uno” y “Halcón dos”; el deponente pertenecía al primero, cuyo jefe era Basclay Zapata, el que, además, se desempeñaba como chofer,y lo integraban Osvaldo Romo, la “Sole”(María Gabriela Órdenes) y Osvaldo Pulgar. “Halcón dos” lo conformaban su jefe Tulio Pereira, el “Cara de Santo”(Fuentes), Aravena, apodado “Muñeca del diablo” y Teresa Osorio. Cuando murió Tulio Pereira lo reemplazó el “Cara de Santo” porque era el más antiguo. En cuanto a los hechos que se investigan en esta causa, señala que llegó al lugar con posterioridad, cuando se pidieron refuerzos. Su labor fue cubrir el perímetro. Indica que tiene entendido que salieron dos vehículos desde Villa Grimaldi. Luego, menciona los integrantes del grupo “Halcón” que vio en la escena de los hechos: Miguel Krassnoff, Basclay Zapata, José Aravena, alias “Muñeca” y Rodolfo Concha Rodríguez, todos ellos estuvieron desde el comienzo del “enfrentamiento”. Cuando llegó al lugar el sector estaba copado con Carabineros de una Comisaría que estaba muy cerca del Pasaje, no lo dejaron ingresar. Trató de averiguar lo que había sucedido y alguien le comentó que Tulio Pereira había muerto y que, al parecer, estaba cerca de la puerta de entrada de una casa y uno de los miristas le tomó una de sus manos y le disparó en el cuello y la bala se alojó en el corazón, muriendo de inmediato. Tiene entendido que Basclay Zapata con Tulio Pereira  se dirigieron por el frontis de la casa y Aravena cubrió la parte trasera de la misma. Supo que en estos hechos murieron una niña de cinco años y dos miristas, Amador del Fierro e Iván Pérez Vargas. Agrega que dos mujeres fueron detenidas, a una se la llevaron a “Cuatro Álamos” o a “Villa Grimaldi” y a la otra a un centro asistencial, porque estaba herida. 

49)Aseveraciones de Rodolfo Valentino Concha Rodríguez (1281,1286,1287,1289 y 1482).Funcionario del Ejército, destinado a la DINA,enviado  a  “Villa Grimaldi”, en agosto de 1974. Estuvo encasillado en la agrupación al mando de Miguel Krassnoff, llamada “Halcón”, cumpliendo funciones de chofer de éste. Aquella estaba dividida en dos grupos;  uno, a  cargo de Tulio Pereira y el otro, a cargo de Basclay Zapata. Con Pereira trabajaban el “Muñeca”, José Yévenes, alias “Quiko”, la “Katty” o “Sole”,  Osvaldo Pulgar y Luís Torres Méndez. Con Basclay Zapata, trabajaba Osvaldo Romo, el “Cara de Santo”, y el “Negro Paz”. En cuanto a los hechos investigados en autos relata: “Recuerdo que el día 24 de febrero de 1976, alrededor de las 10,00 horas, Miguel Krassnoff me señala “vamos saliendo, sigamos el auto de Tulio Pereira”. Iban dos vehículos, uno a cargo de  Miguel Krassnoff y el segundo a cargo de Tulio Pereira. En el auto que yo conducía iba  solamente don Miguel Krasnnoff. Y en el “Peugeot” que era conducido por Tulio iban Basclay Zapata Reyes y Aravena Ruiz. Llegamos a la calle Principal, nos estacionamos, descendemos todos del vehículo e ingresan al Pasaje Tulio Pereira y Basclay Zapata. Nosotros tres esperábamos  en la esquina del Pasaje. A los tres o cuatro minutos comienza una balacera y Miguel Krassnoff nos ordena a Aravena Ruiz y a mí que cubramos  la parte posterior de la casa, eso lo hacemos saltando panderetas de las otras casas, Aravena llega primero que yo. Portaba un arma corta y al asomarme por la pandereta casi me llega un balazo,  mientras Aravena respondía el fuego. En un momento dado salto la pandereta y caigo al patio de la casa vecina. La balacera era tremenda. De pronto hacia el patio donde yo me encontraba cae herido uno de los miristas, pero no me detuve a ver si estaba muerto, no recuerdo si estaba armado, yo me dirigí a pedir refuerzos, una casa vecina me presta teléfono, ya en ese momento el sector estaba lleno de funcionarios de Carabineros, todos vestidos de uniforme. Miguel Krassnoff me dice que a Tulio Pereira lo habían herido y me encarga que cuide los autos. Los autos quedaron estacionados fuera del pasaje. En veinte minutos a media hora llega la primera unidad de la DINA y conforme pasaba el tiempo se llenó de agentes. Cuando  Miguel Krassnoff se retira del lugar de los hechos lo hace junto a Aravena Ruiz y a mi. En el mismo auto trasladamos a una mujer que la dejamos en  “Cuatro Álamos”. 

50)Dichos de Nelson Alberto Paz Bustamante(1517 y 1531).Funcionario de Ejército, destinado a la DINA, encuadrado en la agrupación ”Halcón” de Miguel Krassnoff, entre cuyos integrantes estaban Basclay Zapata, alias “Troglo”, quien era el brazo derecho de Miguel Krassnoff, Osvaldo Romo y  Tulio Pereira. En marzo o abril de 1974 César Manríquez Bravo le ordena a cinco funcionarios del Ejército trasladarse a la localidad de Rocas Santo Domingo. Su función era cuidar el recinto. En este lugar permanece hasta mediados o fines de octubre de 1974. 
51)Versiones de Osvaldo Pulgar Gallardo(591,594, 1063, 1536, 1538, 1540 y 1542). Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA. Se desempeñó como chofer de la Brigada de Relaciones Exteriores, en la cual quedó encasillado.
El comandante de esta brigada era Pedro Espinoza, a quien trasladó en reiteradas ocasiones. El  cuartel funcionaba en calle Belgrado. En cuanto a Miguel Krassnoff lo trasladó a “Villa Grimaldi”, al igual que a Marcelo Moren.
52)Testimonios de Teresa del Carmen Osorio Navarro (596, 1058, 1060 y 1298). Funcionaria de la Armada, destinada a la DINA. En agosto o septiembre de 1974, su jefe directo era Miguel Krassnoff y comenzó a trabajar en “Villa Grimaldi”. Se desempeñaba como secretaria de Krassnoff, ello significaba realizar todo el trabajo administrativo; además, era analista de periódicos y debía dar cuenta de esta labor  a Rolf Wenderoth Pozo, jefe de la Plana Mayor. El grupo de Krassnoff se llamaba “Halcón”. En las funciones operativas trabajaban Basclay Zapata,(su marido), Osvaldo Romo y un sujeto de apellido Concha quien era su conductor, Tulio Pereira, “El Pato” y otra persona, Mario. En “Villa Grimaldi” había detenidos, se imagina que los detenían los grupos operativos, es decir, “Halcón 1” y  “Halcón 2”. En “Villa Grimaldi” aparte de Krassnoff, Marcelo Moren  estaba a cargo de ella. Señala que tomó conocimiento de la muerte de Tulio Pereira, con el cual tenía una amistad muy cercana, lo único que supo es que se había producido un enfrentamiento en un barrio en Santiago y que lo habían baleado. 
53)Declaración de Rufino Eduardo Jaime Astorga de fojas 1609. Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA, encuadrado en la agrupación “Águila”, a cargo del Teniente de Carabineros Ricardo Lawrence. A fines de 1974 o principios de 1975 el cuartel “José Domingo Cañas” dejó de funcionar, trasladándose todos al cuartel ubicado en José Arrieta, “Villa Grimaldi”; se desempeñó como chofer de Ricardo Lawrence. El jefe del “Villa Grimaldi” era Carlos López Tapia.

54)Asertos de Segundo Armando Gangas Godoy (1622, 1625, 1629 y  1633).Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA, se le encasilla en el grupo ”Cóndor” al mando del Capitán de Carabineros, Ciro Torré Sáez. En julio de 1975 es trasladado a  “Villa Grimaldi”.

55)Dichos de Margarita Zulema San Juan Donoso de fojas 1640. Funcionaria de Carabineros, destinada a la DINA, enviada al cuartel de la DINA de “Villa Grimaldi”; la reciben Marcelo Moren, Miguel Krassnoff y Lawrence. Integra la agrupación de este último, “Águila”, que dependía de la brigada “Caupolicán”. 

56)Deposición de María Gabriela Órdenes Montecinos de fojas 1646. Funcionaria de la Armada, destinada a la DINA, enviada a “Villa Grimaldi”, que estaba al mando de Marcelo Moren. En ese recinto, en esa época, funcionaban dos Brigadas, ”Caupolicán” a la cual fue agregada y “Purén”. Su jefe era Miguel Krassnoff y estaba integrada por los grupos “Halcón” y “Águila”; los miembros que formaban estas agrupaciones eran Basclay Zapata, Osvaldo Pulgar, otro de apellido Fuentes, Tulio Pereira, Yévenes, y a uno que le decían “El Muñeca”. También pertenecía a esta Brigada Teresa Osorio, pareja de Basclay Zapata. Eran jefes en “Villa Grimaldi” Miguel Krassnoff, Fernando Lauriani, Ricardo Lawrence y Gerardo Godoy, todos tenían a cargo agrupaciones operativas. El jefe en “Villa Grimaldi” en 1976 era Carlos López Tapia.
57)Declaración de Palmira Isabel Almuna Guzmán de fojas 1675. Funcionaria de Carabineros, destinada a la DINA. Se desempeña en el Cuartel General de Belgrado, cumple funciones logísticas, y dos o tres veces a la semana concurría a Villa “Grimaldi”, cuyo jefe era Marcelo Moren Brito. 
58)Versión de Héctor Erasmo Reyes Alarcón de fojas 1688. Funcionario de Ejército. Destinado a la DINA. En marzo de 1974, todos los funcionarios que trabajaban con Gerardo Urrich fueron trasladados hasta el cuartel de la DINA llamado “Villa Grimaldi”, cuyo comandante era  César Manríquez; a fines de 1974 se hace cargo de “Villa Grimaldi”, Pedro Espinoza. En noviembre de 1974, trabajaba con Rolf Wenderoth en la oficina de control de detenidos. El segundo en mando en “Villa Grimaldi” era Marcelo Moren. La oficina de control de detenidos se ubicaba en una oficina  grande  donde tenían escritorios Rolf Wenderoth quien era el jefe de la Plana Mayor, Higinio Barra, los funcionarios de Investigaciones Eugenio Fieldehouse y Madariaga. Esta oficina estaba a cargo del control de los detenidos, egresos e ingresos, desde “Villa Grimaldi” a “Cuatro Álamos”. Esto se registraba  en un libro de gran tamaño, donde se anotaba el nombre del detenido, fecha de ingreso y, por último, había un sector donde se debía anotar el destino final del detenido, además, se confeccionaban, diariamente, listas, de los ingresos y egresos de detenidos. Las listas eran llevadas al cuartel general por el estafeta. En cuanto a las siglas “Moneda “y “Puerto Montt”, las vio estampadas en el libro de registro de detenidos, sabía que “Puerto Montt” significaba muerte, pero desconoce que significaba “Moneda”. Al lado sur poniente en “Villa Grimaldi” se mantenía a personas detenidas las que eran encerradas en unas piezas de madera. En cuanto a ”La Torre” se ubicaba en el sur oriente del recinto, se usaba  para encerrar detenidos, pero desconoce  de que tipo. 

59)Declaración de Enrique del Tránsito Gutiérrez Rubilar de fojas 1701 y 1708. Funcionario de Carabineros destinado a la DINA. Encasillado en la agrupación a cargo de Ciro Torré Sáez. Señala que no le tocó detener gente, pero si vio al “guatón Romo” y a Basclay Zapata, apodado “Troglo”, llegar con personas detenidas. “Ellos fueron los primeros que tuvieron vehículos”. A  mediados de 1974, se produce una reestructuración de la DINA, y su jefe, ahora, pasa a ser el Teniente Hernández, en el cuartel ubicado en calle Irán con los Plátanos. En un par de ocasiones fue a “Villa Grimaldi”  y Manuel Contreras estaba presente, además vio a Raúl Iturriaga Neumann, Moren Brito, Miguel Krassnoff y al Mayor Urrich, ellos se encontraban en sus oficinas.

60)Versión de Jorge Luis Venegas Silva (1719, 1723, 1725, 1727 y 1734). Funcionario de Ejército, destinado a la DINA, enviado a “Villa Grimaldi” a realizar labores de guardia. De los jefes o comandantes de este cuartel  recuerda a César Manríquez, el que fue reemplazado por Pedro Espinoza, Moren Brito y, por último, Carlos López Tapia, pero en todo caso subrogaban en la jefatura Miguel Krassnoff y Rolf Wenderoth. Los detenidos eran custodiados por los funcionarios operativos. Con el tiempo cerraron ese sector con una pandereta. Los detenidos eran interrogados en el sector de los detenidos y, posteriormente, en una casa de madera ubicada cerca de “La Torre”. A algunos detenidos los encerraban en “La Torre” para aislarlos del resto. Señala que a Manuel Contreras Sepúlveda lo vio en “Villa Grimaldi” en varias ocasiones.


61)Dichos de Gustavo Galvarino Carumán Soto de fojas 1745, 1747 y 1766. Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA, encasillado en la agrupación  “Aguila”. En septiembre de 1974, todos los funcionarios son destinados al cuartel “Villa Grimaldi”, sigue encasillado en la agrupación “Águila”. En “Villa Grimaldi” permaneció hasta  comienzos del año 1975 y  fue destinado a la agrupación “Cobre” o “Bronce” ubicada en Melipilla, dependía del Coronel de Ejército de nombre Carlos López Tapia, quien trabajaba en “Villa Grimaldi” y con quien se reunían, Morales Osorio y el deponente. 

62)Deposiciones de José Jaime Mora Diocares de fojas 1775, 1780 y 1785. Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA, encasillado en la agrupación de Ciro Torré. En junio o julio de 1974 fue trasladado hasta “Villa Grimaldi”. Sigue  encasillado en la agrupación  “Cóndor”, a cargo de Ciro Torré. El comandante de “Villa Grimaldi” era  César Manríquez Bravo  quien era el oficial de Ejército de mayor rango, lo  sucedía Marcelo Moren. Otros comandantes que recuerda son  Pedro Espinoza  y  Carlos López Tapia. Señala que en ese cuartel funcionaba la brigada “Caupolicán” la cual se subdividía en agrupaciones, entre las que recuerda a  “Águila” a cargo de Ricardo Lawrence, “Tucán”, a cargo un oficial de Carabinero de apellido Godoy y “Halcón” a cargo de Miguel Krassnoff. Los detenidos eran mantenidos en casetas de madera  ubicadas en el sector poniente del cuartel.  

63)Declaración de Osvaldo Andrés Pincetti Gac de fojas 1793. Empleado civil de Ejército, su apodo “El Brujo” y “El Doc”, cumplió funciones en la DINA, siempre en “Villa Grimaldi” donde debía “hipnotizar a los funcionarios que laboraban en aquel recinto para medir su nivel intelectual”, los que según él, “obtuvieron pésimos resultados”. Luego pasó a hipnotizar a los detenidos, a petición de  Marcelo Moren. A Miguel Krassnoff lo conoció en “Villa Grimaldi”, quien estaba en forma permanente en ese cuartel, tenía su oficina en ese lugar, además, asegura que estaba a cargo de los otros Capitanes que laboraban en este recinto, éste salía en operativos de los cuales derivaba gente detenida. En ese recinto había un movimiento constante de detenidos.
64)Testimonio de María Alicia Uribe Gómez(1799 y 1810).Militante del MIR, detenida el 12 de noviembre de 1974 y  trasladada a “Villa Grimaldi”, donde permaneció en calidad de detenida alrededor de cinco meses. No precisa la fecha en que comenzó a trabajar para el Ejército “ya que todo esto fue un proceso que se fue dando de a poco”. A fines de 1975 o principios de 1976, comenzó a trabajar con Pedro Espinoza en la Dirección de Operaciones y cumplía la función de ayudante. Señala que cuando llegó detenida a “Villa Grimaldi” el comandante era Pedro Espinoza, quien permaneció en ese cargo hasta marzo de 1975 cuando es enviado a Brasil y  es reemplazado por Marcelo Moren Brito. Señala que Miguel Krassnoff estaba a cargo del grupo operativo llamado “Halcón”, tenía a cargo la represión del MIR, estaba compuesto por Osvaldo Romo, Basclay Zapata, Tulio Pereira, el “Cara de Santo” y el “Negro Paz”.  
 

65)Dichos de Luz Arce Sandoval(1815, 1848, 1851 y 1859).Expone haber sido detenida el 17 de marzo de 1974 por agentes de la DINA y conducida a “Londres 38”, luego a “Tejas Verdes”, de nuevo a “Londres 38”, lugar en que recibe un balazo en su pie derecho; fue llevada al Hospital Militar y quedó en libertad el 10 de julio pero nuevamente fue detenida el día 18 y trasladada a “Villa Grimaldi”, siendo torturada y, para salvar su vida, con su hermano, redactaron una lista de “compañeros socialistas; el 12 de septiembre la condujeron al recinto de calle José Domingo Cañas, denominado “Ollagüe”, cuyo jefe  era Ciro Torré, ”el que manejaba el cuartel como si fuere una Comisaría. El recinto de José Domingo Cañas se cerró como centro de detenidos el 18 de noviembre de 1974,  fecha en que es trasladada a “Villa Grimaldi”…Con relación al trabajo operativo que desarrollaba la DINA, puedo señalar que en Santiago se encontraba a cargo de la Brigada de Inteligencia Metropolitana (BIM)…agrupaba a las unidades “Caupolicán”, “Purén” y hasta 1976 “Tucapel”. La "Caupolicán" correspondía a una unidad operativa, que tenía como misión la detención y represión de las organizaciones políticas de izquierda…En el mes de agosto de 1974 se encontraba conformada por los siguientes grupos:”Halcón” y “Águila”…La agrupación “Caupolicán”  entre agosto de 1974 y marzo de 1975 fue comandada por Marcelo Moren Brito, fecha en que es reemplazado por…Miguel Krassnoff Martchenko, quien entre esas fechas se encontraba a cargo del grupo ”Halcón”…”

66)Versión de Manuel Rivas Díaz(1838).Funcionario de Investigaciones, destinado a la DINA. Su función era interrogar detenidos apenas llegaban al cuartel; en un  principio las declaraciones se tomaban a mano. Las preguntas las hacían ellos al tenor  de un cuestionario confeccionado por las agrupaciones  que detenían a la persona. A fines de diciembre de 1974, fue trasladado a “Villa Grimaldi”, donde siguió tomando declaraciones, pero no dependía de ningún grupo operativo, sólo interrogaban a los detenidos por distintos agentes operativos, tales como Barriga, Godoy y  Krassnoff. 

67)Testimonios de Samuel Enrique Fuenzalida Devia  (1865, 1873, 1894, 1900 y 1904).Funcionario de Ejército, destinado a la DINA mientras realizaba su conscripción; expone haber trabajado bajo las órdenes de Krassnoff en la Brigada “Caupolicán”, de carácter operativo, las labores consistían en salir en vehículos a detener.”Krassnoff salía en grupos a detener personas…Después se reestructuró el BIM, trasladándonos al cuartel “Terranova” o “Villa Grimaldi”, en donde se formaron dos grandes grupos que fueron “Caupolicán” y “Purén”, de los cuales salieron subgrupos…los denominados “Halcón 1” y “Halcón 2” que eran dirigidos por el señor Krassnoff…las torturas que se aplicaban en “Villa Grimaldi”…se efectuaban en el interior de una sala que estaba ubicada en la parte exterior de la casa principal…yo vi muchas veces ingresar a Miguel Krassnoff, permaneciendo en el interior todo el rato que duraba la sesión. El grupo “Halcón” al mando de Krassnoff fue el que aniquiló al MIR…”
68)Declaración policial de Emilio Ernesto Iribarren Ledermann de fojas 1949. 

69)Aserto de  Jorge Claudio Andrade Gómez de fojas 1982. Funcionario de Ejército, a fines del año 1975 o principios del año 1976, ostentando el grado de Teniente, se le envía en comisión de servicios extrainstitucional a la DINA. En el cuartel general de la DINA se entrevistó con Manuel Contreras, quien le informa que estaba destinado al cuartel “Villa Grimaldi”. Fue encasillado en la brigada “Caupolicán”, a cargo de Marcelo Moren  y queda a cargo de un equipo de trabajo  conformado por dos suboficiales de Carabineros, Cantalicio Segundo Torres  y el otro de de apellido Ponce. Señala “Mi jefe era Marcelo Moren Brito y luego López Tapia”. Su función era investigar órdenes relacionadas con reclamos que efectuaba la gente en general, con la finalidad de verificar las informaciones emitidas y trasladar  detenidos desde este cuartel a  “Tres” o “Cuatro Álamos”, para ello se usaba un vehículo antiguo americano grande, llamado “Mosca Azul”. En cuanto a Carlos López Tapia fue comandante, en forma posterior a Moren Brito. En ese recinto había varias agrupaciones que trabajaban distintos temas y en este sentido se encontraban, en calidad de jefes de agrupación, Germán Barriga y Ricardo Lawrence, uno investigaba al Partido Comunista y el otro, al Socialista. Indica que no trabajó con ellos, pero si les prestó colaboración en más de alguna ocasión. Estuvo en “Villa Grimaldi” durante el año 1976 o 1977 y recuerda a los siguientes Oficiales de Ejército: Carlos López Tapia, como  comandante de “Villa Grimaldi”;Miguel Krassnoff, jefe de una agrupación que se dedicaba a investigar al MIR y  Juan Ramón Fernández quien reemplaza a Miguel Krassnoff, por lo tanto una de sus funciones fue investigar el MIR. 

70)Atestación de Enrique Erasmo Sandoval Arancibia de fojas 1987. Oficial de Ejército, ingresa a la DINA en Enero de 1976 y a fines de septiembre de ese año comienza a prestar servicios en la brigada “Caupolicán” en el centro de detención conocido como “Villa Grimaldi”, su jefe era Miguel Krassnoff.

71)Afirmaciones de Pedro Octavio Espinoza Bravo (2081, 2087, 2089, 2102, 2111, 2117 y 2122).
72) Deposiciones de Marcelo Luis Moren Brito de fojas 2142, 2146 y 2155.

73)Dichos de Raúl Eduardo Iturriaga Neumann de fojas 2178. 

74)Versiones de Rolf Gonzalo Wenderoth Pozo( 2213, 2219, 2223, 2227, 2229, 2245, 2231, 2238, 2245, 2253, 2273 y 2280).
75)Asertos de Francisco Ferrer Lima de fojas 2363, 2367 y 2370.

76)Dichos de Orlando José Manzo Durán de fojas 2516, 2529, 2536, 2539 y 2541.

77)Oficio del Departamento de Extranjería de la Policía de Investigaciones(2667)  con anotaciones de viaje fuera del territorio nacional de Carlos José Leonardo López Tapia.

78)Informe de facultades mentales de Carlos José Leonardo López Tapia(3662 a 3667) y de Juan Manuel Contreras Sepúlveda(3655 a 3661).

79)Hojas de vida de Luís René Torres Méndez(2679); Basclay Zapata Reyes(2687); Nelson Paz Bustamante (2699); José Enrique Fuentes Torres(2711); Miguel Krassnoff Martchenko(2725); José Yévenes Vergara (2741); Osvaldo Pulgar Gallardo(2853); José Abel Aravena Yévenes( 2858) y  Carlos López Tapia(fojas 3635 a 3642).
80)Antecedentes contenidos en causa rol Nº 5564 del 11º Juzgado del Crimen de Santiago instruida por el delito de apropiación indebida, relativos a declaración judicial de Herminia Uberlinda Espíndola González de fojas 8; orden de investigar diligenciada por la 8º Comisaría judicial de Santiago de fojas 10; Oficio remitido por el  Subsecretario del Interior Enrique Montero Marx,(12 y 15) informando que el inmueble materia de autos está  a disposición de la DINA; acta de entrega del inmueble a su propietario de fojas 14 y  declaración de Juan Ramón Vásquez Cofré de fojas 16.

81) Declaración judicial de Rinoldo Alismer Rodríguez Hernández, de fojas 2782. Funcionario de Carabineros de Chile, destinado a la DINA, en cuanto formó parte del grupo ”Águila” de Ricardo Lawrence y, posteriormente, integró la agrupación de Miguel Krassnoff, trabajó  con el “Negro Mario”, yerno de Tulio Pereira, “Santito”, su nombre era José Enrique Fuentes Torres, José Yévenes Vergara, Basclay Zapata Reyes, Rodolfo Valentino Concha Rodríguez y Nelson Paz Bustamante. En cuanto a los jefes de“Villa Grimaldi” recuerda a César Manríquez, Pedro Espinoza Bravo y Carlos López Tapia. También relaciona con la comandancia de “Villa Grimaldi” a Miguel Krassnoff; para él, el último jefe de Villa Grimaldi fue Miguel Krassnoff, a fines de 1977 o principios de 1978.  

82) Dichos de Julio José Hoyos Zegarra( 2797, 2800, 2805, 2808, 2809 y 2813).Funcionario de Carabineros, destinado  a la DINA, encasillado en la agrupación al mando de Ciro Torré. En  junio de 1974 fue destinado a”Villa Grimaldi”. Todo estaba más organizado y la agrupación se llamaba Cóndor”. Su labor era de conductor de Ciro Torré o de alguno de los grupos operativos.           

83)Declaraciones de José Abel Aravena Ruiz(589, 686, 1033, 1288 bis, 1456 y  2828). Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA, encasillado en la agrupación de Ricardo Lawrence. En noviembre de 1974 fue enviado a “Villa Grimaldi”, cuyo jefe era Pedro Espinoza, quien lo envía a la agrupación denominada “Halcón 2” cuyo jefe era Miguel Krassnoff  y su jefe directo, Tulio Pereira; estaba integrada por Tulio Pereira, José Yévenes Vergara, Teresa Osorio Navarro, señora de Basclay Zapata. “Halcón 1” estaba integrado por Basclay Zapata, Osvaldo Romo, José Enrique Fuentes Torres apodado “Cara de Santo”, Luís René Torres Méndez, apodado “Negro” y Rodolfo Valentino Concha Rodríguez; se desempeñaba como chofer personal de Miguel Krassnoff. En cuanto a los hechos que se investigan en esta causa, ocurridos el 24 de febrero de 1976,relativos a la muerte de los hermanos Mireya e Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro, expone: “Recuerdo que aquel día, no sé con exactitud la fecha, pero fue en el mes de Febrero de 1976, Miguel Krassnoff le ordenó a Tulio Pereira y a mi que fuéramos a la comuna de La Florida, específicamente, a la calle Juan Ramón Jiménez, lugar donde existía el antecedentes que se realizaban reuniones clandestinas; fue así que nos trasladamos hasta el lugar antes indicado, además, andaba un conscripto que reemplazaba a José Yévenes, ya que éste se encontraba de vacaciones. Estacionamos el vehículo en calle Lía Aguirre, metros antes de llegar al Pasaje Juan Ramón Jiménez, frente a un sitio eriazo… Descendió Tulio Pereira, portando una pistola chica 765, era de cargo, quien decidió ir solo a averiguar con los vecinos la efectividad de los antecedentes, a pesar de insistirle de que lo acompañaba, pero él no aceptó a fin de no levantar sospechas con los vecinos. Se dirige a pié al pasaje. Mientras yo me quedé en el vehículo esperando. Al cabo de un rato, unos cinco minutos,  sentí un disparo. Yo abro el portamaletas del vehículo “Peugeot” 404 y saco un fusil Aka y lo envuelvo en un poncho que andaba trayendo, mientras el conscripto pedía refuerzos. Me dirijo a cubrir la parte trasera de la casa que estábamos pesquisando. Creo que era la tercera casa del pasaje, me encaramo por una pandereta de una industria que daba justo a los pies de la casa, me asomo por la pandereta y en ese momento siento una balacera, varios impactos de bala dieron en la pandereta, se notaba como salía el humo. Dos sujetos salen arrancando de la casa, uno se lanza a la casa del lado, posteriormente, supe que se trataba de Amador del Fierro y el segundo se lanza hacia atrás, donde estaba yo, empuñaba un arma de fuego, una pistola, y soy testigo de cómo una ráfaga de metralleta que provenía del frontis de la casa lo alcanza y en el aire se da vuelta y cae sin vida al suelo del sitio eriazo en la parte posterior de la casa, con la pistola en su mano, yo me cubrí tras la muralla, al terminar la balacera escucho que alguien dice “el Tulio está herido” me asomo por la pandereta, les digo a mis colegas, que habían acudido en apoyo, que no disparen, que iría a ver a Tulio, percatándome que Tulio Pereira se encontraba tendido decúbito abdominal en el frontis de la puerta de la casa pesquisada, es decir en el patio del inmueble y al lado se encontraba el cuerpo de una  niñita de unos seis años, lo doy vuelta, pero estaba muerto, porque no tenía signos de vida. La niña también estaba muerta. En ese preciso momento desde el interior de la casa me disparan, comienza una balacera, todos los vidrios de la casa se quebraron, me tiendo en el piso, respondiendo los disparos el personal de apoyo que ya había llegado al lugar, Basclay Zapata Reyes, Miguel Krassnoff, Rodolfo Concha,  “Cara de Santo”, Teresa Osorio. En ese momento ya habían llegado los refuerzos solicitados por el conscripto, estaba todo el sector rodeado por funcionarios de Carabineros de la Subcomisaría del sector y  personal de la DINA, recuerdo que se encontraba un equipo del Coronel Barriga, ya que andaban en el sector, por ello llegaron rápido, no sé sus nombres. Posteriormente, ingreso al interior de la casa y veo a una joven muy mal herida, y en el baño, en la tina, detrás de la cortina encuentro una sub ametralladora marca “Marcati”, de procedencia argentina y dos armas cortas, un pistola y un revolver, saqué ese armamento. Se notaba que la ametralladora había sido usada, porque aun estaba caliente. En este procedimiento detuvimos a una señora que estaba con una guagua en sus brazos  la que fue sacada de una casa del lado, y fue conducida a Cuatro Álamos. A ella la llevamos con Miguel Krassnoff en su auto Fiat blanco, creo que el auto era conducido por Krassnoff. Respecto a la mujer herida que estaba al interior de la casa, desconozco que pasó con ella. La mujer que estaba herida al interior de la casa, en el living, no sé si portaba armas”. 
84)Testimonios de Luis René Torres Méndez(1475, 1479 y 1510). Funcionario de Ejército, destinado a la DINA. En el mes de mayo o junio de 1974 fue enviado a “Villa Grimaldi”. El lugar se encontraba desocupado por lo que su función era limpiar y hacer guardia. En un principio, no hubo detenidos; luego que quedó habilitado  al cuartel se trasladó el general de la BIM quedando, en calidad de comandante del recinto, César Manríquez. Cumplió funciones de guardia hasta fines de 1975, fecha en que se le encasilla en la agrupación “Halcón”, a cargo de Miguel Krassnoff. Otros comandantes de Villa Grimaldi fueron  Pedro Espinoza Bravo, Marcelo Moren Brito y, por último, Carlos López Tapia. El  grupo “Halcón”, cuyo jefe era Miguel Krassnoff, estaba compuesto por alrededor de doce o quince personas. Su misión específica era detectar, investigar y detener a los integrantes del MIR. Este grupo estaba dividido en “Halcón uno” y “Halcón dos”;  el deponente pertenecía a “Halcón uno”, cuyo jefe era Basclay Zapata; además, se desempeñaba como chofer, Osvaldo Romo, la “Sole”( María Gabriela Órdenes) y Osvaldo Pulgar.  El equipo “Halcón dos” lo integraban el jefe Tulio Pereira, el “Cara de Santo”, Aravena,(“Muñeca del diablo”)y Teresa Osorio Navarro. Cuando murió Tulio Pereira lo reemplazó el “Cara de Santo” porque era el más antiguo. Rodolfo Valentino Concha Rodríguez, era el conductor personal de Miguel Krassnoff. En cuanto a los hechos que se investigan en esta causa y que dicen relación con la muerte de los hermanos Mireya e Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro, expresa:”…no participé desde el comienzo, llegué a la escena con posterioridad cuando se pidieron refuerzos. Mi labor fue cubrir el perímetro.  Yo me encontraba en Villa Grimaldi...Tengo entendido que salieron dos vehículos desde Villa Grimaldi.  Desconozco si iban acompañados de un detenido. Los integrantes del grupo Halcón que vi en la escena de los hechos se encuentran Miguel Krassnoff, Basclay Zapata, José Aravena, alias “Muñeca”, Rodolfo Concha Rodríguez, todos ellos estuvieron desde el comienzo del “enfrentamiento” y “Cara de Santo”.  Cuando llego al lugar el sector estaba lleno de Carabineros de una comisaría que estaba muy cerca del pasaje. No me dejan ingresar al pasaje.  Yo traté de averiguar qué había sucedido y alguien me comenta que Tulio Pereira había muerto y que al parecer estaba cerca de la puerta de entrada y uno de los miristas le tomó una de sus manos y le disparó en el cuello y la bala se alojó en el corazón muriendo de inmediato. Tengo entendido que Basclay Zapata con Tulio Pereira  se dirigieron por el frontis de la casa y Aravena cubrió la parte trasera de la casa. Supe que en estos hechos murieron una niña de cinco años, y dos miristas. Posteriormente supe que el nombre de los miristas que murieron en ese lugar eran Amador del Fierro e Iván Pérez Vargas. A lo que se me consulta digo que en ese lugar había dos mujeres, a una se la llevaron en calidad de detenida a Cuatro Álamos o a “Villa Grimaldi”.
85) Dichos de José Abigail Fuentes Espinoza de fs.2972, funcionario de Carabineros, destinado a la DINA, encasillado en la agrupación de Ciro Torré  y posteriormente pasó a integrar la agrupación “Leopardo”. A fines de 1974 se trasladaron a Villa Grimaldi,  cuyo comandante era Marcelo Moren. Indica que no perteneció a  agrupación Halcón. Miguel Krassnoff era Oficial de Ejército, a cargo de “Halcón”. Esta agrupación estaba integrada por Tulio Pereira, José Yévenes Vergara, Basclay Zapata Reyes, y Osvaldo Romo. 

   
86)Deposición de Patricio Enrique Vega Trujillo de fs. 3014. Funcionario de Ejército, destinado a la DINA, encasillado en la agrupación al mando de Carevic Cubillos. A fines del año 1975 o principios de 1976 fue destinado a “Villa Grimaldi”. El comandante del cuartel  era Miguel Krassnoff porque a él se le rendía cuenta de sus actividades. Su función consistía en desempeñarse como guardia. En “Villa Grimaldi” había una dependencia llamada “La Torre”, usada para mantener detenidos. Al costado izquierdo se encontraba una dependencia donde se mantenía a los detenidos. En este sector estaban encerrados alrededor de treinta detenidos.                    

    
87)Informe de la “Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación”, de fojas 1769,cuya página 515  expresa:“El 24 de febrero de 1976, se produjo un enfrentamiento entre miembros del MIR y efectivos de la DINA, en el Pasaje Juan Ramón Jiménez en Santiago, en los hechos fallecieron Iván Renato Pérez Vargas y Amador  Roberto Del Fierro Santibáñez, militantes del MIR, estudiante e ingeniero respectivamente,  y un agente DINA llamado Tulio Pereira. Conforme a lo expresado en el capítulo II de la primera parte del informe, la Comisión no puede en rigor calificar la muerte de Iván Pérez y Amador del Fierro como violación de derechos humanos. Estima, en cambio, que perecieron víctimas de la violencia política, ya que murieron defendiéndose de un organismo del que cabía fundadamente temer, en caso de ser detenidos, la tortura y la muerte. Oficialmente se indicó que Mireya Pérez Vargas, estudiante y militante del MIR, también falleció en el enfrentamiento relatado. Pese a ello se ha podido determinar que Mireya Pérez sólo resultó herida, siendo capturada viva por los agentes de la DINA, quienes le dieron muerte mientras la tenían detenida en “Villa Grimaldi”, razón por la que la Comisión se formó la convicción de que fue ejecutada por agentes del Estado, en violación de sus derechos humanos”.

2°)Que, con el mérito de las probanzas reseñadas en el considerando anterior, constitutivas de testimonios, pericias, documentos públicos y privados, inspección personal del tribunal y presunciones judiciales, apreciadas, respectivamente, de conformidad con lo dispuesto en los artículo 459, 473, 474, 477, 478 y 488 del Código Penal de Procedimiento Penal, se encuentran legal y fehacientemente acreditados en el proceso, los siguientes hechos:
I)

En el centro de detención y tortura clandestino denominado “ Villa Grimaldi” o “Cuartel Terranova”, operaba un grupo de agentes de la Dirección de Inteligencia Nacional(DINA),quienes con conocimiento del Director del organismo y ostentando diversos grados de jerarquía en el mando, ordenaron algunos y ejecutaron otros capturas de  personas militantes o afines a partidos políticos o movimientos de izquierda, a quienes encerraron ilegalmente en el lugar, doblegándolos bajo tormento físico de  variada índole con el objeto de hacerles entregar información sobre otras personas de la izquierda política para  aprehenderlas. Muchos de tales detenidos desaparecieron y otros fueron muertos en ese recinto. En enero de 1975 “Villa Grimaldi” pasó a convertirse en el centro de operaciones de la Brigada de Inteligencia Metropolitana que ejercía represión en Santiago. 






II)

El día 24 de febrero de 1976, en el inmueble del Pasaje Juan Ramón Jiménez Nº 7476, Paradero 14 de Vicuña Mackenna, comuna de La Florida, se encontraban Amador del Fierro Santibáñez,  Herminia Espíndola González, la hija de ambos, de un año y dos meses, y los hermanos mellizos Mireya de Lourdes Pérez Vargas  e Iván Renato Pérez Vargas, de 21 años de edad; aproximadamente a las 12:30 horas, se percataron de la presencia de un sujeto vestido de civil que pasó frente a la casa, mirando hacia el interior en forma insistente, observaron que portaba en sus manos un paquete de forma alargada envuelto en papel de diario y que en la esquina más próxima había varios vehículos estacionados. Herminia Espíndola salió a la calle y un sujeto la tomó del brazo preguntándole si su marido estaba en la casa, a lo que respondió afirmativamente,  el sujeto hizo un gesto a  los otros que se encontraban en los vehículos y un numeroso contingente armado de agentes de la DINA, perteneciente a la agrupación “Halcón”, al mando de Miguel Krassnoff, de la brigada “Caupolicán”, rodeó el inmueble y descargaron múltiples  disparos sobre la casa. En ese momento Amador del Fierro salió corriendo desde el interior y saltó la cerca de la casa vecina, pero fue herido de muerte. Herminia, por su parte, ingresa a la casa en busca de su hija y en el pasillo se encuentra con Iván Pérez Vargas, el cual también intentaba arrancar y al salir los agentes DINA dispararon sobre él  con metralleta, cayendo sin vida  en el patio de la casa. Luego, los agentes DINA, ingresaron al inmueble, desde el cual  sacaron a Mireya Pérez Vargas, con una herida a bala en  una pierna, quien vestía pantalón verde y blusa floreada de seda y la trasladaron hasta “Villa Grimaldi”, allí  fue vista por varios testigos, fue interrogada, torturada y en horas de la tarde  fue ultimada en este recinto  por dos agentes de la DINA, en presencia  del resto de los funcionarios de la misma entidad. Este grupo de la DINA, había obtenido la información de la ubicación del  inmueble de parte del hermano de Herminia,  Víctor Manuel Espíndola González, quien había sido  detenido ese mismo día en horas de la mañana, trasladado hasta “Villa Grimaldi” y torturado para ello. 

3°) Que, en el análisis jurídico de los antecedentes el sentenciador puede en su fallo establecer la que estima correcta tipificación de los hechos investigados, al tenor del numeral 5° del artículo 500 del Código de Procedimiento Penal, manteniendo la consonancia con la acusación de oficio, para no agravar la responsabilidad de los acusados.

Ahora bien, en el proceso hay certeza absoluta que producida en su propia casa habitación  la privación de libertad (esto es, un  secuestro simple) de Mireya de Lourdes Pérez Vargas  fue  llevada hasta “Villa Grimaldi”, y ahí, a modo de escarmiento por haber muerto  un agente de la DINA, en un enfrentamiento armado, ocurrido en esa jornada, le causaron la muerte. 
Ahora bien, este hecho es constitutivo del delito de secuestro calificado, que contempla y sanciona el artículo 141, incisos 1º y 4º del Código Penal, con presidio mayor en su grado medio a máximo, puesto que la víctima fue  privada de libertad, sin derecho, y llevada para mantenerla  encerrada en el recinto clandestino de detención de “Villa Grimaldi”, resultando, finalmente, con un daño grave en su persona; sabemos que el concepto de “daño grave” referido a la persona del secuestrado comprende también las lesiones graves, las mutilaciones y el homicidio.
En consecuencia, en relación con esta nueva calificación del ilícito, se deberá, para los efectos de la responsabilidad penal de los acusados, distinguir sus respectivas conductas, por cuanto algunos de ellos intervinieron exclusivamente en el secuestro simple antes enunciado y los otros en el secuestro calificado, esto es, además, con la causal de agravación del “daño grave”, en la especie, un homicidio. 

4º)Que, procede considerar el especial rango que revistió este delito de homicidio en el contexto de la normativa nacional e internacional.

En efecto, debe ponderarse el carácter complejo del crimen que se analiza, que comienza con la  privación de libertad  de una persona herida a bala, sin orden administrativa ni judicial que la justificare y su relación con la situación descrita en los hechos referidos en la motivación 2°precedente y por haber fallecido en el operativo un agente de la DINA, se le da un tratamiento diferente a los hasta entonces empleados con miembros del MIR(tortura y encierro) y se le da muerte en “Villa Grimaldi” en presencia de todos los agentes de la DINA, de lo que resulta que dicho delito es de naturaleza especial, que lo diferencia de un delito común, de modo que, en la terminología del Derecho Penal Internacional,  debe considerarse como “un ataque sistemático o generalizado en contra de bienes jurídicos fundamentales”, como es la vida,  a una parte de la población civil, con determinada opción ideológica, con la participación del Poder político, por la intervención de agentes del Estado, destinados, "en comisión de servicios", a la Dirección de Inteligencia Nacional y concluirse, por ende, que estamos en presencia de “un delito de lesa humanidad”.  

Sabido es que el desarrollo del concepto de “Crimen de lesa humanidad” se produjo en los inicios del siglo XX. Se cita el preámbulo del “Convenio de la Haya” (18 de octubre de 1907)sobre las leyes y costumbres de la guerra terrestre (Convenio N°IV), por el cual las potencias contratantes establecieron que ”las poblaciones y los beligerantes permanecen bajo la garantía y el régimen de los principios del Derecho de Gentes preconizados por los usos establecidos entre las naciones  civilizadas, por las leyes de la humanidad y las exigencias de la conciencia pública”. 
Fue al término de la Segunda Guerra Mundial que los gobiernos de Estados Unidos, del Reino Unido,  de la República Francesa y  de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas dieron origen a una serie de tribunales militares para enjuiciar a los miembros del Eje por los crímenes cometidos durante esa guerra y acordaron los Principios de tales tribunales  al firmar el denominado “Acuerdo de Londres” (8 de agosto de 1945).El Estatuto del Tribunal Militar Internacional (“Estatuto de Nüremberg”)se añadió como Anexo al “Acuerdo de Londres”, mediante el cual se establecieron los tribunales y se dispuso que los crímenes contra la paz, los crímenes de guerra y los crímenes contra la humanidad constituían delitos sometidos a la jurisdicción del tribunal. Así fue como el asesinato como “crimen de lesa humanidad” se codificó, por primera vez, y fue definido en su artículo 6 c, como “el asesinato, la exterminación, esclavización, deportación y otros actos inhumanos cometidos contra cualquier población civil, antes de la guerra o durante la misma; la persecución por motivos políticos, raciales o religiosos en ejecución de aquellos crímenes que sean competencia del Tribunal o en relación con los mismos, constituyan o no una vulneración de la legislación interna del país donde se perpetraron”. Además, se agregaba: “Los líderes, organizadores, instigadores y cómplices que hubieren participado en la formulación o ejecución de un plan común o conspiración para cometer cualesquiera de los crímenes precedentes, son responsables de todos los actos llevados a cabo por cualesquiera personas en ejecución de tal plan”.

 De igual forma fue codificado en el artículo 5.c del Estatuto del Tribunal Militar Internacional (”Estatuto de Tokio”) del 19 de enero de 1946.

Y, por su parte, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Resolución 95(11 de diciembre de 1946) que “confirma los principios de Derecho Internacional reconocidos por el Estatuto del tribunal de Nüremberg y las sentencias de dicho tribunal”.

 Posteriormente, el Estatuto del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoeslavia, adoptado por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (1993) ratificó la universalidad de la prohibición de los crímenes contra la humanidad bajo el derecho internacional. 

En consecuencia, estas normas han pasado a constituir tanto derecho consuetudinario como principios  generales de derecho, sin perjuicio de su consagración convencional en los diversos Tratados codificadores de esas normas.
      De la prohibición en términos absolutos de estas conductas derivan varias consecuencias: se trata de  normas imperativas o jus cogens, y obligaciones erga omnes. Sabemos que la noción de jus cogens (del latín “derecho coercitivo)” se refiere a “aquellas normas imperativas o perentorias del derecho internacional general, que son de naturaleza obligatoria y vinculantes. Tradicionalmente relacionado con la noción de orden público internacional, el concepto de jus cogens significa que existen normas tan fundamentales para la comunidad Internacional que los Estados no pueden derogarlas. La consagración positiva del concepto de jus cogens fue cristalizada en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, cuyo artículo 53 dispone: “una norma imperativa de derecho internacional general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter”.

Finalmente, conviene recordar  el  alcance de  los Convenios de Ginebra de 1949, aplicables a situaciones de conflictos armados. El artículo 3°  establece: “En caso de conflicto armado sin carácter internacional...cada una de las Partes Contratantes tendrá la obligación de aplicar por lo menos las disposiciones siguientes:
I. Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluso los miembros de las fuerzas armadas que hayan quedado fuera de combate por enfermedad, heridas, cautiverio o por cualquiera otra causa, deben en toda circunstancia, ser  tratadas con humanidad”,
Además, como se ha escrito,” el Estado de Chile se impuso, al suscribir y ratificar los citados Convenios, la obligación de garantizar la seguridad de las personas que pudieren tener participación en conflictos armados dentro de su territorio, especialmente si fueren detenidas, quedando vedadas las medidas tendientes a amparar los agravios cometidos contra personas determinadas o lograr la impunidad de sus autores, teniendo especialmente presente que los acuerdos internacionales deben cumplirse de buena fe…”(Considerando 35º de sentencia de 17 de noviembre de 2004, recurso de casación en el delito de secuestro de Miguel Sandoval Rodríguez, el rol Nº 517-2004, de la Excma. Corte Suprema).

En consecuencia, debe entenderse  por “Crimen de lesa humanidad” cualquiera de los actos mencionados, como el asesinato, cuando se cometan como parte de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil y con conocimiento de dicho ataque, como lo señala el artículo 7° del Estatuto de la Corte Penal Internacional. 

Así, por otra parte, lo ha precisado  la doctrina: ”La comisión de los distintos ataques contra bienes jurídicos personalísimos fundamentales en el marco de un ataque generalizado o sistemático realizado con la participación  o tolerancia del poder político de iure o de facto distingue dichas conductas de los delitos comunes al suponer el contexto en el que se realizan un aumento del injusto consistente en un mayor disvalor de la acción, por aumentar notablemente su peligrosidad, ya que por una parte el autor cuenta con medios de los que no dispone el autor de un delito común y por otra, se garantiza en cierta manera su impunidad y el éxito de su conducta criminal”(Alicia Gil Gil.”Los crímenes contra la Humanidad y el Genocidio en el Estatuto de la Corte Penal Internacional”.”Revista de Derecho. ”Universidad Central. Año X, N°6, páginas  129 y siguientes).


Asimismo, es lo que ha expuesto  la jurisprudencia reiterada de nuestros Tribunales Superiores en los últimos años:

I)

”Por otra parte, bajo el amparo del tratado marco de la carta de las Naciones Unidas…nuestro país se ha obligado por tratados internacionales, los cuales ha suscrito en la modalidad de declaraciones o resoluciones que reprueban, rechazan y acuerdan reprimir los crímenes contra la paz, crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad, definidos por el estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nüremberg de 8 de agosto de 1945; declaración confirmada por las resoluciones de la Asamblea General de Naciones Unidas el 13 de febrero de 1946 y 11 de diciembre del mismo año, tomando por base las infracciones graves enumeradas en los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 para la protección de los crímenes de guerra. Nuestro país concurre, el 21 de noviembre de 1947,a la conformación de la Comisión de Derecho Internacional, órgano subsidiario de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, que le correspondería la formulación de principios y la proposición de normas en materia de delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad, la cual en 1950 señaló que constituyen principios de Derecho Internacional, reconocidos en el Estatuto del Tribunal de Nüremberg, la persecución y castigo de los crímenes contra la paz, crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad, señalando específicamente en el numeral sexto de los principios, que son punibles como crímenes ante el derecho Internacional…c)Crímenes contra la humanidad” (Considerando  9° de la sentencia de  tres de octubre de dos mil seis de la Excma. Corte Suprema, que confirma el  fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago sobre el desafuero de Augusto Pinochet Ugarte, Rol N°2707-2006)). 

II) 

     
“11°.-Que, por otra parte, tanto la Declaración Universal de los Derechos Humanos – artículos 4° y 5° - como El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas – artículos 7° al 10° - ratificado por Chile e incorporados a su derecho interno, prohíben en la práctica, “los crímenes contra la Humanidad". Además, ya en 1968, fue suscrita en el marco de las Naciones Unidas, la Convención que establece la Imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes contra la humanidad”.

“12°.-Que, en 1989, se agregó el siguiente inciso segundo al artículo 5° de la Constitución Política de la República:”El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que  emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes”.

 “El artículo 5° le otorga así rango constitucional a los tratados que garantizan el respeto a los derechos humanos, concediéndoles una jerarquía mayor que a los demás  tratados internacionales, en cuanto regulan los derechos esenciales que  emanan de la naturaleza humana”.(Rol N°1122-2006 de la Corte de Apelaciones de Santiago. Voto del Abogado Integrante señor Hugo Llanos Mansilla).

Asimismo, en recientes fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como en el  caso “Almonacid Arellano contra el Estado de Chile”, se ha expresado: 

“94. El desarrollo de la noción de crimen de lesa humanidad se produjo en los inicios del siglo pasado. En el preámbulo del Convenio de la Haya sobre las leyes y costumbres de la guerra terrestre de 1907(Convenio Núm.4) las potencias contratantes establecieron que “las poblaciones y beligerantes permanecen bajo la garantía y el régimen de los Principios del Derecho de Gentes preconizados por los usos establecidos entre las naciones civilizadas, por las leyes de la humanidad y por las exigencias de la conciencia pública”. 

95. El  asesinato como crimen de lesa humanidad, fue codificado por primera vez en el artículo 6º.c del Estatuto del Tribunal Militar  Internacional de Nüremberg en cuanto se encargó de definir, para los efectos de fijar la jurisdicción del Tribunal, los crímenes contra la paz, los crímenes de guerra y los crímenes contra la humanidad, entre  los cuales se incluye  “todo acto inhumano cometido contra las poblaciones civiles”.

Por lo tanto, procede concluir que constituyó un crimen de lesa humanidad el homicidio perpetrado, a raíz del secuestro cometido  en la persona de Mireya de Lourdes Pérez Vargas, por agentes  del Estado de la Dirección de Inteligencia Nacional, el 24 de febrero de 1976.

        
Declaraciones indagatorias.

5°) Que al declarar indagatoriamente Juan Manuel Guillermo Contreras Sepúlveda, a  fojas 1993(23 de marzo de 2002),expone  que el 11 de septiembre de 1973 era Director de la Escuela de Ingenieros del Ejército; en diciembre del mismo año lo nombraron Director de la Academia de Guerra y luego desempeñó comisiones de servicio. La DINA fue ordenada por  decisión de la Junta de Gobierno y creada por Decreto Ley N°521 de 14 de junio de 1974.Según el Decreto Ley sus misiones estaban determinadas en el artículo 1°, buscar información de todos los campos de acción de la actividad nacional, para “producir inteligencia” Según el artículo 10 estaba autorizada para allanar lugares y  detener personas, de acuerdo  a las facultades del Estado de Sitio. De hecho fue designado por el Ejército como Director Ejecutivo y pasó a tener a su cargo personal de las distintas ramas de las Fuerzas Armadas, de Carabineros e Investigaciones. Funcionaba en calle Belgrado N°11 con un Comando; para asesorarlo había un  Cuartel General y luego las unidades para cumplir con las facultades del Estado de Sitio, tenían nombres araucanos, las Brigadas “Lautaro”, “Tucapel,” ”Caupolicán” y “Purén”. Dentro de ellas los comandantes formaban pequeñas unidades para trabajar. Los detenidos eran llevados a los cuarteles de la DINA y se autorizaba mantener a las personas detenidas durante 48 horas, plazo extendido a cinco días por el Decreto Ley N°1009; se debía ponerlas en libertad o  a disposición del Tribunal correspondiente. ”A las 48 horas de la detención se buscaba a los familiares y se les entregaba un documento que atestiguaba que determinada persona estaba detenida, señalando el lugar de detención”.(SIC). A fojas 2001(20 de abril de 1998) reitera que fue nombrado Director Ejecutivo de la Dirección de Inteligencia Nacional, en comisión de servicios. El superior  directo era el Presidente de la Junta de Gobierno y, después, Presidente de la República y él le informaba diariamente de la misión  de la DINA. Es falso que se sometiera a torturas a los detenidos; sin previo aviso concurrió a Villa Grimaldi el Presidente de la Excma.Corte Suprema don José María Eyzaguirre. Como la DINA debía evitar el extremismo, se vio avocada a una guerra subversiva clandestina, debido a que más de quince mil hombres habían sido entrenados en Chile como ejército subversivo por instructores cubanos. Tuvieron numerosos enfrentamientos. Detuvieron extremistas del Partido Comunista, Socialista, del MIR y otras fracciones menores. Estaba ordenado que todos los detenidos de la DINA debían serlo mediante Decreto Exento del Ministerio del Interior, tras lo cual eran mantenidos en el campamento de “Cuatro Álamos”, que se encontraba dentro de “Tres Álamos”, que pertenecía al Ministerio del Interior, era el único centro de detención; ”Villa Grimaldi” era un cuartel al que se llevaban los detenidos para ser interrogados  con Decreto Exento del Ministerio del Interior. Se utilizaban métodos policiales. Obtuvieron mucha información de las extremistas Luz Arce y Alejandra Merino. La primera cayó herida en un enfrentamiento y trasladada al Hospital Militar;”en agradecimiento a esto colaboró activamente con la DINA…” .Las personas indicadas en el "Informe Rettig", asegura, jamás fueron detenidas por personal de la DINA.”Hacen perder el tiempo a los Tribunales de la República con acusaciones que no pueden probar…La DINA no hizo  desaparecer a ningún detenido…”
A fojas 2012(20 de abril de 2002) repite sus dichos y añade que al cuartel de “Villa Grimaldi” acudió en dos ocasiones, con el Ministro de Justicia y con el Presidente de la Corte Suprema. No recuerda quién era el jefe del Cuartel. La desaparición de personas tiene dos explicaciones; la primera es que estos extremistas fueron sacados al extranjero y la segunda, eran las disposiciones de Fidel Castro que señalaban que los muertos o heridos de la guerrilla debían ser retirados para evitar represiones a sus familiares. A fojas 2020(15 de septiembre de 2004) reitera sus dichos precedentes y preguntado por los detenidos que se le nombran “Mireya e Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro Santibáñez, militantes del MIR. El 24 de febrero de 1976 en pasaje Juan Ramón Jiménez 7476…personal de la DINA irrumpió en el domicilio de aquellos, comenzaron a disparar, resultando muertos Amador del Fierro e Iván Pérez y fue detenida Mireya Pérez, siendo trasladada hasta “Villa Grimaldi”, donde resultó muerta, expresa:”Recuerdo el caso porque en esa ocasión murió asesinado un agente de la DINA, que era Sargento de Carabineros de nombre Tulio Pereira…y recuerdo que murieron los tres extremistas, incluso la mujer que aparece como detenida, cuyos cuerpos fueron entregados al Instituto Médico Legal y resultó herida una menor vecina del sector.”

Por otra parte, de fojas 2750 a 2780, se agrega al proceso el documento emanado de Contreras que titula “Introducción a la entrega de documentación que demuestran las verdaderas responsabilidades de las instituciones de la defensa nacional en la lucha contra el terrorismo en Chile”, en una de cuyas páginas(27698),se lee:”Pérez Vargas, Mireya.(Detenido por) Unidad Dina(Otros antecedentes) Dep.Explos. y Munic.GPM 23.R.Jiménez 7456 (Fecha)24.II.76 (Destino inicial)Muerto en combate(Destino final)   Inst. Médico Legal. Entregado a la familia y sepultado”. 

6°)Que, no obstante la negativa del acusado Juan Manuel Guillermo Contreras Sepúlveda, en reconocer su participación, en calidad de autor, en el delitos de secuestro calificado en la persona de Mireya Pérez Vargas, existen en su contra los siguientes elementos de cargo:

1)Para calificar adecuada y jurídicamente la participación de Juan Contreras en el ilícito que se le atribuye, atendidas las particulares características del mismo, resulta  conveniente  considerar el contexto histórico en que acaecieron los hechos, junto a las características, sin precedentes, del  organismo de seguridad denominado Dirección de Inteligencia Nacional, del cual era su Director Ejecutivo.

Queda enunciado dicho  referente, en el informe preparado por el "Programa de Continuación de la Ley N°19.123 del Ministerio del Interior" (Of. Reservado N°243/99) depositario de los archivos de  la ex “Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación” y  de la ex “Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación”, en cuanto expresa que parte de la información de que dispone se ha obtenido del examen de numerosos expedientes judiciales, fuentes de público conocimiento, declaraciones de testigos, de detenidos y de  agentes, los cuales, coinciden y, precisamente,  se corroboran  con las probanzas reunidas en el presente proceso:

“Llamamos grupo DINA al de mayores y coroneles de Ejército que empezó a actuar en la Escuela Militar desde el mismo 11 de septiembre de 1973...y que luego se prolongó en la “Comisión DINA” y ésta en la DINA propiamente tal...Este grupo demostró una gran cohesión y audacia, desde un primer momento... mostró  la habilidad...de  limitar y, al mismo tiempo, extremar su acción. La delimitó, en cuanto se puso por tarea fundamental liquidar...carecía de… doctrina política, salvo un anticomunismo de excepcional virulencia”.

2)Sus propios dichos en cuanto haberse desempeñado como Director Ejecutivo de la DINA desde noviembre de 1973 y al recordar el episodio en que participaron agentes de la DINA el 24 de febrero de 1976 en calle Juan Ramón Jiménez 7456 al allanar la vivienda, expresa que “Mireya Pérez fue ultimada en el enfrentamiento”, lo que aparece contradicho y desmentido por los testimonios  de  los testigos (detenidos y agentes de la DINA) que la vieron, herida, detenida y, posteriormente, recluída en  “Villa Grimaldi”.

3)Atestación de Catalina  Elizabeth Salinas Islas (321 vta. y 1210)en cuanto a que  el  24 de febrero de 1976 a las 13:00 horas, aproximadamente, escuchó una balacera frente a su casa y  comenzaron a aparecer varios sujetos armado con metralletas, los que eran agentes de la DINA, vió que se llevaron detenida a una mujer que gritaba desde la casa de sus vecinos y otra, detenida, quien estaba viva cuando se la llevaron.
4) Declaraciones(782 y 788) de Silvio Antonio Concha,  relativas a ser  funcionario de Carabineros destinado a la DINA. Señala que, no recuerda la fecha pero, en una oportunidad, hubo un enfrentamiento en que un Sargento de Carabineros de nombre Tulio Pereira murió; era jefe de la agrupación que comandaba Miguel Krassnoff, al igual que murieron dos miristas, hombres. En este enfrentamiento participó el grupo “Halcón” y, posteriormente, se presentaron otras agrupaciones para prestar cooperación. Recuerda que en esta ocasión Basclay Zapata llegó a “Villa Grimaldi”, con “una mujer que había sido detenida  en el lugar  del enfrentamiento, era una mujer joven, medio gordita, quien presentaba una herida a bala en una de sus piernas, la encerraron en una pieza sola”. No sabe qué pasó con ella, supone que la agrupación “Halcón” se hizo cargo.
5)Testimonio de Víctor Manuel Espíndola González (803) en cuanto que el 24 de febrero de 1976 fue detenido y llevado a “Villa Grimaldi”. Se le interrogó sobre el paradero de Amador del Fierro, marido de su hermana Herminia. Krassnoff le obligó a hacer un croquis con la ubicación de la casa y lo condujeron con los agentes de la DINA  al lugar. Describe los disparos efectuados y el regreso al recinto de detención.” Luego, a mi hermana  y a mí  nos trasladan hasta “Villa Grimaldi”. A mí me ingresan a una celda muy pequeña, estaba solo, pero desde ese lugar escuchaba la misma voz femenina que gritaba en la casa de mi hermana, gritaba “asesinos”… que posteriormente, supe se trataba de Mireya Pérez Vargas, pero en un momento dado se sintieron varias ráfagas de metralleta y dejé de escuchar la voz de Mireya, lo que hace pensar que a ella se le dio muerte en “Villa Grimaldi”.
6)Atestación Jerónimo del Carmen Neira Méndez (994). Funcionario de Carabineros destinado a la DINA, a “Villa Grimaldi”. Recuerda que un día  recibió la alarma de que todo el personal del recinto, a excepción los guardias, debían acudir hasta la rotonda de Vicuña Mackenna porque  había un enfrentamiento. Expone:“Cuando llegamos al lugar, el enfrentamiento ya había terminado, me percato que el cuerpo de Tulio Pereira se encontraba sin vida tirado en la calle, además, había otros dos cuerpos que estaban tapados con una manta, posteriormente sacaron desde los sitios de las casas aledañas dos cuerpos de personas que, al parecer, arrancaron y fueron alcanzados por una bala que disparó Basclay Zapata, esto se comentaba  a nivel de agentes  y era que él se había “echado” a todos los miristas...Miguel Krassnoff se encontraba dirigiendo todo el asunto. A Basclay Zapata también lo vi en ese lugar y  como ya mencioné fue quien disparó a los miristas. Dos detenidos vivos fueron trasladados desde este lugar (Vicuña Mackenna) hasta “Villa Grimaldi”, Grimaldi, estos dos detenidos, una mujer y un hombre, ambos estaban heridos y gritaban de dolor, no recuerdo que los hayan encerrado, ni cuanto tiempo permanecieron en “Villa Grimaldi”, el asunto es que en un momento dado Miguel Krassnoff llamó a todos los agentes…con el objeto de que nos trasladáramos hasta el fondo del patio, cerca de “La Torre”, cosa que hicimos todos ya que era una orden, en el lugar Miguel Krassnoff dice algo como “esto es lo que se hace con estos infelices” y acto seguido comenzaron a dispararles con metralletas a los detenidos, esta labor la realizaron Miguel Krassnoff y Basclay Zapata. No sé que sucedió con los cuerpos de esos detenidos…”. 
7) Declaraciones policiales de Marcia Alejandra Merino  Vega (1047 y 1908). Militante del MIR, detenida el 1° de agosto de 1974 por agentes de la DINA, pasando a desempeñarse como colaboradora. Expresa que Miguel Krassnoff era jefe de un grupo operativo integrado, entre otros, por Basclay Zapata y el “Cara de Santo” Fuentes. En relación a Mireya Pérez Vargas la recuerda, la vio detenida en “Villa Grimaldi”, específicamente, en la oficina de Miguel Krassnoff. 

8) Versiones de Leonardo Alberto Schneider Jordán (1499 y 1938). Militante del MIR, detenido en 1975, por agentes de la DINA, permanece en “Villa Grimaldi” y  colabora con la DINA. Recuerda el caso de Mireya e Iván Pérez Vargas, ambos eran militantes del MIR, que  fueron detenidos en un operativo a cargo de Miguel Krassnoff, donde muere el agente de la DINA Tulio Pereira; aquellos fueron trasladados hasta “Villa Grimaldi”. 

9)Aseveraciones de Rodolfo Valentino Concha Rodríguez (1281,1286,1287,1289 y 1482).Funcionario del Ejército, destinado a la DINA,encasillado en la agrupación al mando de Miguel Krassnoff Martchenko, llamada “Halcón”, cumpliendo funciones de chofer de éste. En cuanto a los hechos investigados en autos señala “Recuerdo que el día 24 de febrero de 1976, alrededor de las 10,00 horas, Miguel Krassnoff me señala “vamos saliendo, sigamos el auto de Tulio Pereira”. Iban dos vehículos, uno a cargo de  Miguel Krassnoff y el segundo a cargo de Tulio Pereira...A los tres o cuatro minutos comienza una balacera… Miguel Krassnoff me dice que a Tulio Pereira lo habían herido y me encarga que cuide los autos…Cuando  Miguel Krassnoff se retira del lugar de los hechos lo hace junto a Aravena Ruiz y a mi. En el mismo auto trasladamos a una mujer que la dejamos en “Cuatro Álamos”. 
9) Declaraciones de José Abel Aravena Ruiz(589, 686, 1033, 1288 bis, 1456 y  2828).Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA, encasillado en la agrupación de Ricardo Lawrence. En cuanto a los hechos que se investigan en esta causa, ocurridos el 24 de febrero de 1976,relativos a la muerte de los hermanos Mireya e Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro, expone: “Recuerdo que aquel día, no sé con exactitud la fecha, pero fue en el mes de Febrero de 1976, Miguel Krassnoff le ordenó a Tulio Pereira y a mi que fuéramos a la comuna de La Florida, específicamente, a la calle Juan Ramón Jiménez, lugar donde existían  antecedentes que se realizaban reuniones clandestinas; fue así que nos trasladamos hasta el lugar antes indicado…me encaramo por una pandereta de una industria que daba justo a los pies de la casa, me asomo por la pandereta y en ese momento siento una balacera…En ese preciso momento desde el interior de la casa me disparan, comienza una balacera…Respecto a la mujer herida que estaba al interior de la casa, desconozco que pasó con ella. La mujer que estaba herida al interior de la casa, en el living, no sé si portaba armas”. 
10) Testimonios de Luis René Torres Méndez(1475, 1479 y 1510). Funcionario de Ejército, destinado a la DINA. En el mes de mayo o junio de 1974 fue enviado a “Villa Grimaldi”. Cumplió funciones de guardia hasta fines de 1975, fecha en que se le encasilla en la agrupación “Halcón”, a cargo de Miguel Krassnoff. En cuanto a los hechos que dicen relación con la muerte de los hermanos Mireya e Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro, expresa:”…no participé desde el comienzo, llegué a la escena con posterioridad cuando se pidieron refuerzos. Mi labor fue cubrir el perímetro …Posteriormente supe que el nombre de los miristas que murieron en ese lugar eran Amador del Fierro e Iván Pérez Vargas. A lo que se me consulta digo que en ese lugar había dos mujeres, a una se la llevaron en calidad de detenida a Cuatro Álamos o a Villa Grimaldi y a la otra a un centro asistencial porque estaba herida…”.
11) Testimonio de Carlos López Tapia, en cuanto a fojas 2663, en careo con Manuel Contreras, repite que” en la parte operativa, las brigadas eran dirigidas directamente desde el Cuartel General de la DINA por el entonces Coronel Manuel Contreras…”y el otro expresa que “nunca al disponerse tales misiones se dio orden de detener a nadie, ya que la DINA no era una unidad de policía sino de Inteligencia…”  

12)Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación”, de fojas 1769,cuya página 515  expresa: “El 24 de febrero de 1976, se produjo un enfrentamiento entre miembros del MIR y efectivos de la DINA, en el Pasaje Juan Ramón Jiménez en Santiago, en los hechos fallecieron Iván Renato Pérez Vargas y Amador  Roberto Del Fierro Santibáñez, militantes del MIR, estudiante e ingeniero respectivamente,  y un agente DINA llamado Tulio Pereira….Oficialmente se indicó que Mireya Pérez Vargas, estudiante y militante del MIR, también falleció en el enfrentamiento relatado. Pese a ello se ha podido determinar que Mireya Pérez sólo resultó herida, siendo capturada viva por los agentes de la DINA, quienes le dieron muerte mientras la tenían detenida en “Villa Grimaldi”, razón por la que la Comisión se formó la convicción de que fue ejecutada por agentes del Estado, en violación de sus derechos humanos”.

7°)Que, las declaraciones de los testigos mencionados y que cumplen todas las exigencias del artículo 459 del Código de Procedimiento  Penal y las presunciones  recién enunciadas, que reúnen los requisitos del artículo 488 del citado Estatuto permiten tener  legal y fehacientemente acreditada en el proceso la participación del acusado Juan Manuel Guillermo Contreras Sepúlveda, en calidad de autor, en los términos del artículo 15 N°1 del Código Penal, en los delitos de secuestro y de homicidio calificado, perpetrados en la persona de Mireya de Lourdes Pérez Vargas.

8°)Que al declarar indagatoriamente Carlos José Leonardo López Tapia, a fojas 2048(3 de abril de 2003),expresa que, con el grado de Mayor se desempeñó en el Cuartel General de Comando de Tropas en Peñalolén hasta 1975 en que fue destinado como 2°Comandante del Regimiento Coraceros de Viña del Mar. En marzo de 1976 fue asignado a la DINA, como Comandante de la División de Inteligencia  Metropolitana, con sede en “Villa Grimaldi”. Estuvo allí hasta marzo de 1977, se le conocía con el nombre de “Ricardo” y las Brigadas que pasaron a depender de él eran la “Mulchén”, a cargo de Germán Barriga y la “Caupolicán”, al mando de Miguel Krassnoff. Antes de su llegada el jefe del cuartel era Moren Brito y luego pasó a serlo el declarante. Llegaban detenidos, a cargo de la “Caupolicán”, que tenía que ver con el MIR y la “Mulchén”, encargada del Partido Comunista. Añade ”Cuando llegaban detenidos…el jefe de la  Brigada me informaba mí directamente y en forma verbal y yo a mi vez informaba a Pedro Espinoza en su calidad de Director de Operaciones…”  A fojas 2051(2 de junio de 2003) repite que las Brigadas dependían de él y los jefes Barriga y Krassnoff le daban cuenta regularmente de sus actividades, búsqueda de información y de los allanamientos y operativos que realizaban. A fojas 2053(18 de marzo de 2004) sin embargo expone “yo no tenía ninguna tuición sobre estas agrupaciones, en lo operativo, por lo tanto, yo no tenía injerencia alguna en los movimientos de detenidos…Cada acto que cometiera alguna de las agrupaciones, en cuanto a la muerte o desaparición de algún detenido, se mantenía en absoluto secreto, a fin de crear la duda en los grupos subversivos, no sabiendo éstos si la persona había sido detenida o se había “sumergido”…” A fojas 2056(19 de agosto de 2004)preguntado por los casos de Mireya Pérez, Iván Pérez y Amador del Fierro, en que la primera fue detenida y trasladada a ”Villa Grimaldi”, donde resultó muerta, expresa”No recuerdo de casos de detenidos en “Villa Grimaldi”. A fojas 2661, en careo con Pedro Espinoza, expone que como comandante de la División de Inteligencia Metropolitana con sede en “Villa Grimaldi” pasaron a depender de él diversas brigadas que allí funcionaban, pero sólo en la parte administrativa.”En la parte operativa dependían del Director de Operaciones que, en 1976,era Pedro Espinoza…En cuanto a los detenidos…yo,a mi vez, informaba a Espinoza aquí presente…”  asertos que  este último niega y señala que es probable que dependieran de Manuel Contreras y que nunca tuvo conocimiento de detenidos en 1976. A fojas 2663, en careo con Manuel Contreras, repite que “en la parte operativa, las brigadas eran dirigidas directamente desde el Cuartel General de la DINA por el entonces Coronel Manuel Contreras…” A fojas 2665  (6 de octubre de 2003),en careo con Ricardo Lawrence Mires, reitera que le daban cuenta de las operaciones de las brigadas y aquel reconoce que “las veces que realicé operativos en que llevé detenidos en el año 1976 debía dar cuenta al Jefe, el Oficial López aquí presente…”
9°)Que, no obstante la negativa del acusado Carlos José Leonardo López Tapia, en reconocer su participación, en calidad de autor, en los delitos de  secuestro calificado, existen en su contra los siguientes elementos de cargo:
1)Sus propios dichos en cuanto asevera que en 1976 fue destinado a la DINA, como Comandante de la División de Inteligencia  Metropolitana, con sede en “Villa Grimaldi”. Estuvo allí hasta marzo de 1977,se le conocía con el nombre de “Ricardo” y las Brigadas pasaron a depender de él.

2) Las anotaciones de su Hoja de Vida y Calificaciones del período comprendido entre 1975 y 1976 (fojas a….en cuanto expresan : “15/III/976. Conducta. Manda, conduce y dirige su Unidad con rectitud y honorabilidad; ejerce sus derechos y atribuciones en beneficio institucional. Sus convicciones profesionales lo hacen actuar con mucha lealtad, lo cual es una garantía para la seguridad nacional” 20/IV/976. Condiciones de mando e iniciativa. Los resultados obtenidos en los trabajos encomendados lo hacen aparecer dirigiendo su Unidad en forma consciente y razonada. Motiva a sus subalternos y obtiene de ellos el máximo de rendimiento…” 10/V/976.Condiciones de Administrador. Como Cdante.de la Unidad de Inteligencia Metropolitana ha demostrado especiales condiciones para organizar, dirigir e impulsar las funciones administrativas a su cargo.” Apreciación de conjunto de calificador directo (TCL Pedro Espinoza Bravo)”Es un Oficial leal, digno de confianza, coopera con iniciativa al mando…dirige con acierto…”

Opinión del Calificador Superior (CRL Manuel Contreras Sepúlveda)”Jefe sobresaliente en todo sentido. Gran lealtad, espíritu de superación e iniciativa. Apto para cualquier tipo de misión por sus excelentes cualidades profesionales”
3)Declaraciones de José Avelino  Yévenes Vergara (355 vta.,574, 1039, 1067, 1505, 1553 y  1561) funcionario de Carabineros, asignado a la DINA. En  julio o agosto de 1974 lo destinaron a “Villa Grimaldi”, se desempeñó como jefe de una guardia. Luego pasó a cumplir labores operativas con Miguel Krassnoff, quien estaba al mando del grupo “Halcón”. A Carlos López Tapia lo veía en “Villa Grimaldi”.

4)Declaraciones  de Osvaldo Rubén Tapia Álvarez (810 y 1595). Funcionario de Ejército, destinado a la DINA. Menciona a los jefes del cuartel de “Villa Grimaldi” y explica que,  entre 1976 y 1977,  el que estaba cargo de “Villa Grimaldi” era el Coronel Carlos López Tapia.

5) Atestaciones de Juan Ángel Urbina Cáceres(1332 y 1339). Funcionario de la Policía de Investigaciones, destinado a la DINA, al centro de detención  de “Villa Grimaldi”. Fue recibido por César Manríquez, el jefe de este cuartel, quien fue sucedido por Marcelo Moren  y luego por un señor de apellido López, el cual estuvo a cargo de “Villa Grimaldi” casi al final de su funcionamiento.

6) Aseveración de  Carlos Enrique Miranda Mesa de fojas 135. Funcionario de Ejército, destinado a la DINA; a mediados de 1974 fue enviado al cuartel de “Villa Grimaldi”. Señala que el jefe, en ese periodo, era Marcelo Moren y, posteriormente, asumió Carlos López Tapia. Señala que desempeñaba funciones de guardia y, en una ocasión, observa que los grupos operativos de las brigadas “Caupolicán”, traían personas detenidas, hombres y mujeres, conducían camionetas marca Chevrolet con toldo.

7) Deposiciones de Luís René Torres Méndez(1320, 1322, 1323 y 1475). Funcionario de Ejército destinado a la DINA. En mayo o junio de 1974 fue enviado al cuartel de “Villa Grimaldi”. Cumplió funciones de guardia. De los comandantes de “Villa Grimaldi” recuerda a Pedro Espinoza Bravo, Marcelo Moren Brito y, por último, a Carlos López Tapia. El  grupo “Halcón”, cuyo jefe era Miguel Krassnoff, estaba compuesto por alrededor de doce o quince personas. La misión específica era detectar e investigar y detener a los integrantes del MIR.
8) Declaración de Rufino Eduardo Jaime Astorga de fojas 1609. Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA.A fines de 1974 o principios de 1975 el cuartel “José Domingo Cañas” dejó de funcionar, trasladándose todos al cuartel ubicado en “Villa Grimaldi”, cuyo  jefe  era Carlos López Tapia.
9)Deposición de María Gabriela Órdenes Montecinos de fojas 1646. Funcionaria de la Armada, destinada a la DINA y  enviada a “Villa Grimaldi”. En ese recinto, en esa época, funcionaban dos Brigadas, ”Caupolicán” a la cual fue agregada y “Purén”. Su jefe era Miguel Krassnoff y estaba integrada por los grupos “Halcón” y “Águila”. El jefe en “Villa Grimaldi” en 1976 era  Carlos López Tapia.

10) Versión de Jorge Luis Venegas Silva (1719, 1723, 1725, 1727 y 1734). Funcionario de Ejército, destinado a la DINA, enviado a “Villa Grimaldi” a realizar labores de guardia. De los jefes o comandantes de este cuartel  recuerda a César Manríquez, el que fue reemplazado por Pedro Espinoza, Moren Brito y, por último, por Carlos López Tapia,
11)Dichos de Gustavo Galvarino Carumán Soto(1745, 1747 y 1766). Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA.En “Villa Grimaldi” permaneció hasta  comienzos del año 1975 siendo destinado a la agrupación “Cobre” o “Bronce” ubicada en Melipilla, dependía del Coronel de Ejército Carlos López Tapia, quien trabajaba en “Villa Grimaldi” y con quien se reunían, Morales Osorio y el deponente. 

12)Deposición de José Jaime Mora Diocares(1775, 1780 y 1785). Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA. En junio o julio de 1974 fue trasladado hasta “Villa Grimaldi”. El comandante de “Villa Grimaldi” era  César Manríquez   y lo  sucedieron Marcelo Moren,  Pedro Espinoza y  Carlos López Tapia. Señala que en ese cuartel funcionaba la brigada “Caupolicán”. Los detenidos eran mantenidos en casetas de madera  ubicadas en el sector poniente.
13) Asertos de  Jorge Claudio Andrade Gómez de fojas 1982. Funcionario de Ejército, a fines del año 1975 o principios del año 1976, ostentando el grado de Teniente se le envía en comisión de servicios extrainstitucional a la DINA. Fue encasillado en la brigada “Caupolicán”. Expone “Mi jefe era Marcelo Moren Brito y luego López Tapia”. Carlos López Tapia fue comandante, en forma posterior a Moren Brito. Precisa que estuvo en “Villa Grimaldi” durante el año 1976 o 1977 y recuerda a los siguientes oficiales de Ejército:   Carlos López Tapia, como  comandante de “Villa Grimaldi” y a Miguel Krassnoff, jefe de una agrupación que se dedicaba a investigar al MIR.
 14)Declaración de Rinoldo Alismer Rodríguez Hernández(2782).Funcionario de Carabineros de Chile, destinado a la DINA, formó parte del grupo “Águila” En cuanto a los jefes de “Villa Grimaldi” recuerda a César Manríquez, a Pedro Espinoza  y a Carlos López Tapia.

10°)Que, las declaraciones de los testigos mencionados y que cumplen todas las exigencias del artículo 459 del Código de Procedimiento  Penal y las presunciones  recién enunciadas, que reúnen los requisitos del artículo 488 del citado Estatuto permiten tener  legal y fehacientemente acreditada en el proceso la participación del acusado Carlos José Leonardo López Tapia, en calidad de autor, en los términos del artículo 15 N°1 del Código Penal, en los delitos de secuestro y de homicidio calificado, perpetrados en la persona de Mireya de Lourdes Pérez Vargas.

11°)Que, al declarar indagatoriamente MIGUEL KRASSNOFF MARTCHENKO, a fojas 2456, (29 de octubre de 1979) expone  que, a mediados de 1974 entró a formar parte de la DINA, era Teniente y permaneció hasta fines de 1977; dependía directamente del General Manuel Contreras. Añade “Dentro de mis funciones me correspondió actuar en la detención de personas. Nosotros recibíamos la orden correspondiente y procedíamos a la detención, sin conocer mayores datos de la persona a quien se aprehendía. Dentro de mis funciones me correspondió también actuar  en “Villa Grimaldi”…lugar de tránsito de detenidos…Con respecto a Osvaldo Enrique Romo Mena…yo jamás he visto a este hombre…Debo manifestar por último que cuando se detenía una persona, al menos en lo que a mí respecta, se hacía con una
 orden escrita firmada por el   Jefe de la ex DINA…”A fojas 872(9 de septiembre de 1995) reitera que “Villa Grimaldi” era lugar de tránsito de detenidos. A fojas 5248(17 de octubre de 2000) repite haber pertenecido a la DINA desde mayo o junio de 1974, pero se rectifica y agrega que nunca participó en la detención de personas, no interrogó, ni dio órdenes para torturar. Se desempeñaba como analista. En cuanto a Osvaldo Romo”…fue un excelente informante y trabajó conmigo. Él tenía bastantes antecedentes y cooperó fundamentalmente para obtener la estructura organizacional de grupos extremistas…”.A fojas 5255(20 de julio de 2001)ratifica los dichos recién trascritos y preguntado si ordenó la detención de las personas que a continuación se señalarán, si participó en la detención, si dispuso que fueran conducidas a algún recinto de detención, si intervino en su interrogatorio, si determinó que fueran puestas en libertad, apremiadas físicamente o muertas, si tuvo conocimiento del destino que tuvieron o si las vio en algún lugar de detención de la DINA o en “Tres” o “Cuatro Álamos”, expresa:"mi intervención como analista y de estudios de inteligencia se circunscribieron específicamente en lo relacionado con el funcionamiento y organización del movimiento terrorista clandestino denominado MIR..”.A fojas 2459 y 2470(13 de diciembre de 2001) expresa haber prestado declaraciones durante 23 años; la primera fue ante el Ministro don Servando Jordán en 1978 ó 1979 y le manifestó que agentes de la DINA habían efectuado detenciones y que  ello se hacía previa existencia de la orden de detención correspondiente. En cuanto a la frase de la declaración que se le exhibe, en el sentido que reconoció “Me correspondió actuar en la detención de personas. Nosotros recibíamos la orden correspondiente y procedíamos a la detención sin conocer mayores datos de la persona a quien se aprehendía”, explica que lo expresó “en sentido genérico”. Tampoco es “correcta” la frase de una declaración prestada en el 4ºJuzgado del Crimen en que se lee:”Jamás concurrí ni trabajé en Villa Grimaldi. No la conocí” Preguntado sobre Mireya e Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro Santibáñez, militantes del MIR, expone “Recuerdo un caso que puede corresponder a éste, en que yo llegué después, enviado por el Coronel Contreras; se trató de un enfrentamiento en horas de la mañana en que fue asesinada una menor de edad por miembros del MIR que estaban atrincherados en una casa, allí fue asesinado Tulio Pereira de Carabineros por disparos hechos a través del cuerpo de esa niñita. No recuerdo que hubiera habido detenidos”... A fojas 2475(13 de septiembre de 2004) reitera sus dichos y repite en cuanto a la declaración se le muestra, de 29 de octubre de 1979, prestada ante el Ministro señor Jordán, quien le preguntó si la DINA detenía personas contestó en forma genérica que si lo hacía y por ello quedó  expresado ”me correspondió actuar en la detención de personas…” A fojas 2463(17 de octubre de 2000) repite haber sido destinado a la DINA en mayo o junio de 1974,con el grado de Teniente; desarrollaba labores de estudio y análisis de inteligencia, especialmente estudiaba a los grupos terroristas de esa época, particularmente al MIR. Nunca participó en detención de personas, no interrogó, no dio órdenes para torturar, no torturó a nadie, ocasionalmente entrevistó detenidos, dependía del Director de la DINA. No estuvo a cargo de brigadas o grupos operativos. Entiende que tanto “Londres 38”, como “José Domingo Cañas” y “Villa Grimaldi” eran lugares de tránsito de detenidos, en espera de su traslado a otros lugares como “Cuatro Álamos”. Estuvo en “Villa Grimaldi” y entrevistó personas detenidas con respecto a la documentación que se les había encontrado. A fojas  2371(7 de abril de 1998) reitera sus dichos, agrega que le llama la atención que Osvaldo Romo, un excelente informante, haya dicho que el declarante estaba a cargo de detenidos. Ignora quienes estaban al mando  del centro de detención. A fojas 6291(4 de junio de 2009) expone haber sido destinado a la DINA en julio de 1974 hasta comienzos de 1977.

Desarrollaba análisis de inteligencia, sólo era analista y no tuvo a su cargo brigadas ni grupos operativos.
12°)Que, no obstante la negativa del acusado Miguel Krassnoff Martchenko, en reconocer su participación, en calidad de autor, en los términos del artículo 15 N°1 del Código Penal, en el delito de secuestro  calificado, perpetrado en la persona de Mireya de Lourdes Pérez Vargas, existen en su contra los siguientes elementos de cargo:
1) Sus propios dichos en cuanto expone ”yo llegué después, enviado por el Coronel Contreras; se trató de un enfrentamiento en horas de la mañana en que fue asesinada una menor de edad por miembros del MIR que estaban atrincherados en una casa, allí fue asesinado Tulio Pereira…”, si  bien tergiversa los hechos, como se puede constatar al revisar lo establecido en los elementos probatorios descritos en el considerando primero del fallo, que ahora serán recordados, al menos reconoce su presencia en el lugar.

2)Declaraciones de José Avelino  Yévenes Vergara (355 vta.,574, 1039, 1067, 1505, 1553 y  1561), funcionario de Carabineros, asignado a la DINA.  En  julio o agosto de 1974 lo destinaron a “Villa Grimaldi”, se desempeñó como jefe de una guardia. Luego pasó a cumplir labores operativas con Miguel Krassnoff, quien estaba al mando del grupo “Halcón”. Para el año 1976 se encontraba cumpliendo funciones con Miguel Krassnoff. Los integrantes de “Halcón” eran los siguientes: “Halcón uno”, el jefe era Basclay Zapata, integrado por Osvaldo Romo. Ellos eran de la confianza absoluta de Miguel Krassnoff.
3) Atestaciones (782 y 788) de Silvio Antonio Concha relativas a ser  funcionario de Carabineros destinado a la DINA. En marzo de 1974 se integra a “Villa Grimaldi”. No recuerda la fecha pero, en una oportunidad, hubo un enfrentamiento en que un Sargento de Carabineros de nombre Tulio Pereira murió, él era jefe en la agrupación que comandaba Miguel Krassnoff, al igual que murieron dos miristas. En este enfrentamiento participó el grupo “Halcón” y, posteriormente, llegaron otros grupos a prestar cooperación. Recuerda que en esta ocasión Basclay Zapata llegó a “Villa Grimaldi”, con una mujer que había sido detenida  en el lugar  del enfrentamiento. No sabe qué pasó con ella, supone que la agrupación “Halcón” se hizo cargo.

4) Aserto de Víctor Manuel Espíndola González de fojas 1199 relativos a ser hermano de Herminia Espíndola; expresa que el 24 de febrero de 1976 fue detenido y trasladado a “Villa Grimaldi”. Se le interrogó por el paradero del marido de su hermana Herminia, Amador del Fierro, quien era militante del MIR. El interrogador era Miguel Krassnoff, quien lo obligó  a confeccionar un croquis con la ubicación de la casa, distribución de las diferentes dependencias y el entorno. Lo obligaron a acompañarlos al lugar, lo subieron al vehículo en el que iban cuatro agentes DINA, entre ellos, Miguel Krassnoff. Añade:”Se estacionan en la esquina del pasaje, esto debe haber sido como las 12:00 ó 12:30 de la tarde, Krassnoff da las instrucciones a dos de los agentes de dirigirse a la casa a inspeccionarla y que las metralletas las envolvieran en papel de diario, eso hicieron, luego se devolvieron avisando a Miguel Krassnoff que efectivamente había movimiento en la  casa y que todo estaba tranquilo; Miguel Krassnoff, ahora, les da la orden de regresar a la casa y de proceder a la detención de Amador del Fierro. Desde mi posición tenía visual sobre el frontis de la casa y logro ver a los dos agentes DINA caminar hacia la casa, de pronto siento tres disparos, no sabría decir de dónde provenían, si de los agentes DINA o si de la casa de mi hermana. De inmediato uno de los agentes con la mano hace señas hacia nosotros pidiendo ayuda, Miguel Krassnoff da la orden al conductor de avanzar, ingresaron los tres vehículos al Pasaje, en el que yo me encontraba, ingresó primero; Miguel Krassnoff y el conductor descendieron del vehículo parapetándose detrás del móvil, mientras tanto yo, que me encontraba al interior del auto, esposado, intenté guarnecerme como pude de la balacera, pero no podría precisar si los disparos provenían sólo de parte de los agentes DINA o si también  disparaban desde el interior de la casa. En un momento dado levanto la cabeza y por el vidrio veo a una niña de cinco o seis años que se encontraba con vida, parapetada debajo del nicho del agua, yo con las manos le señalaba que se quedara en aquel lugar donde estaba refugiada, mientras escuchaba los gritos desesperado de una mujer que, al parecer, era su madre, que le decía que fuera hacia ella, desconozco cómo se produjo la muerte de la niña, tal vez ella intentó ir donde estaba su madre y el movimiento de ella provocó que los agentes DINA disparan. Miguel Krassnoff andaba armado, la balacera se prolongó por espacio de diez minutos, tras lo cual Miguel Krassnoff me hace una seña con la mano para que baje del vehículo, lo hago y camino hacia él, me obliga a ingresar a la casa, con la orden de “sacarlos a todos, porque no se querían entregar”, desde el interior de la casa se escuchaba una voz femenina que gritaba garabatos, además, de las palabras “asesinos” y “criminales”. Camino hacia la casa, lo primero que veo es a la niña, que se encontraba detrás del nicho del agua, estaba muerta, con su pecho ensangrentado, me parece que vestía un peto y short, no estoy seguro, esa imagen fue desgarradora, sigo caminando mientras gritaba el nombre de mi hermana y le pedía que salieran, que se entregaran, la puerta de la casa estaba abierta, ingreso al interior, con lo primero que me encuentro, en el living comedor, es con una mujer de unos 25 años, con lentes gruesos, tipo “poto de botella”, de contextura gruesa, vestía pantalón, estaba herida en ambas piernas, a la altura de los muslos, tenía varios impactos de bala, estaba tirada de espaldas en el suelo, con un arma en la mano, lo primero que hago es con el pie retirar el arma de su lado, me agacho, porque algo quería hablarme, sólo me decía “ ¿qué pasó?”, le tomo el rostro y su mano y le pedía que estuviera tranquila… Posteriormente, yo les aviso que no había nadie en la casa, y que no siguieran disparando, por lo tanto los agentes DINA ingresan a la casa, ya en ese momento estaba lleno de personas… Luego, a mi hermana  y a mí  nos trasladan hasta “Villa Grimaldi”. A mí me ingresan a una celda muy pequeña, estaba solo, pero desde ese lugar escuchaba la misma voz femenina que gritaba en la casa de mi hermana, gritaba “asesinos”, por la conmoción que todo esto me provocó, no me encuentro en  condiciones de decir por cuánto tiempo sentí gritar a esa mujer que, posteriormente, supe se trataba de Mireya Pérez Vargas, pero en un momento dado se sintieron varias ráfagas de metralleta y dejé de escuchar la voz de Mireya, lo que hace pensar que a ella se le dio muerte en “Villa Grimaldi”.

5) Testimonio de Jerónimo del Carmen Neira Méndez (994). Funcionario de Carabineros destinado a la DINA, a “Villa Grimaldi”; expresa que  los comandantes del recinto eran Krassnoff y Moren. Un día, en “Villa Grimaldi”, se recibe la alarma de que todo el personal del recinto, a excepción los guardias, debían acudir hasta la rotonda de Vicuña Mackenna porque  había un enfrentamiento. Expone:“Cuando llegamos al lugar, el enfrentamiento ya había terminado, me percato que el cuerpo de Tulio Pereira se encontraba sin vida tirado en la calle, además, había otros dos cuerpos que estaban tapados con una manta...A cargo del enfrentamiento se encontraba Miguel Krassnoff…en horas de la mañana había salido con todo su grupo, incluido Tulio Pereira y momentos más tarde es quien pide la colaboración. Además, cuando yo llego a ese lugar Miguel Krassnoff se encontraba dirigiendo todo el asunto…Dos detenidos vivos fueron trasladados desde este lugar (Vicuña Mackenna) hasta “Villa Grimaldi”, Grimaldi, estos dos detenidos, una mujer y un hombre, ambos estaban heridos y gritaban de dolor, no recuerdo que los hayan encerrado, ni cuánto tiempo permanecieron en “Villa Grimaldi”, el asunto es que en un momento dado Miguel Krassnoff llamó a todos los agentes…con el objeto de que nos trasladáramos hasta el fondo del patio, cerca de “La Torre”, cosa que hicimos todos ya que era una orden, en el lugar Miguel Krassnoff dice algo como “¡esto es lo que se hace con estos infelices¡” y acto seguido comenzaron a dispararles con metralletas a los detenidos, esta labor la realizaron Miguel Krassnoff y Basclay Zapata. No sé que sucedió con los cuerpos de esos detenidos”.
6) Declaraciones policiales de Marcia Alejandra Merino  Vega (1047 y 1908). Militante del MIR, detenida el 1° de agosto de 1974 por agentes de la DINA, pasando a desempeñarse como colaboradora. Expresa que Miguel Krassnoff era jefe de un grupo operativo integrado, entre otros, por Basclay Zapata. En relación a Mireya Pérez Vargas la recuerda, la vio detenida en “Villa Grimaldi”, específicamente, en la oficina de Miguel Krassnoff.

7)Versión de José Alfonso Ojeda Obando(1074) funcionario de Carabineros, destinado a la DINA y que en diciembre de 1974 fue enviado a “Villa Grimaldi”. El jefe del cuartel era Pedro Espinoza y lo seguía Miguel Krassnoff, jefe de la agrupación “Halcón”. Añade que conoció a Tulio Pereira, trabajaba en el grupo “Halcón”, a cargo de Miguel Krassnoff y  murió en un enfrentamiento con una célula del MIR en la comuna de La Florida. “Yo llegué al lugar de los hechos cuando Tulio Pereira ya estaba muerto”. Acudió porque  Miguel Krassnoff pidió refuerzos ya que era quien estaba a cargo del  procedimiento. 

8) Atestaciones de Juan Ángel Urbina Cáceres(1332 y 1339). Funcionario de la Policía de Investigaciones, destinado a la DINA, al centro de detención  de “Villa Grimaldi”. Se le encasilló en el grupo de Miguel Krassnoff. Entre los integrantes de éste, se encontraban Osvaldo Romo, Basclay Zapata y Tulio Pereira. La función del deponente consistía en Interrogar a los detenidos que llegaban a “Villa Grimaldi”, llevados por los grupos operativos. Se les interrogaba en base a un cuestionario de preguntas elaborado por esos grupos o por el mismo Miguel Krassnoff.

9)Deposiciones de Luís René Torres Méndez(1320, 1322, 1323 y 1475). Funcionario de Ejército destinado a la DINA. En mayo o junio de 1974 fue enviado al cuartel de “Villa Grimaldi”. Cumplió funciones de guardia hasta fines de 1975, fecha en que se le encasilla en la agrupación “Halcón”, al mando de Miguel Krassnoff. Su misión específica era detectar, investigar y detener a los integrantes del MIR. En cuanto a los hechos que se investigan en esta causa, señala que llegó al lugar con posterioridad, cuando se pidieron refuerzos. Menciona los integrantes del grupo “Halcón” que vio en la escena de los hechos: Miguel Krassnoff, Basclay Zapata, José Aravena y Rodolfo Concha Rodríguez. Cuando llegó al lugar el sector estaba copado con Carabineros. Supo que en estos hechos murieron una niña de cinco años y dos miristas, Amador del Fierro e Iván Pérez Vargas. Agrega que dos mujeres fueron detenidas, a una se la llevaron a “Cuatro Álamos” o a “Villa Grimaldi”. 

10)Aseveraciones de Rodolfo Valentino Concha Rodríguez (1281,1286,1287,1289 y 1482).Funcionario del Ejército, destinado a la DINA, enviado  a  “Villa Grimaldi”, en agosto de 1974. Estuvo encasillado en la agrupación al mando de Miguel Krassnoff, llamada “Halcón”.En cuanto a los hechos investigados en autos expone:“Recuerdo que el día 24 de febrero de 1976, alrededor de las 10,00 horas, Miguel Krassnoff me señala “vamos saliendo, sigamos el auto de Tulio Pereira”…Llegamos a la calle Principal, nos estacionamos, descendemos todos del vehículo e ingresan al Pasaje Tulio Pereira y Basclay Zapata…A los tres o cuatro minutos comienza una balacera y Miguel Krassnoff nos ordena a Aravena Ruiz y a mí que cubramos  la parte posterior de la casa…Miguel Krassnoff me dice que a Tulio Pereira lo habían herido…Cuando  Miguel Krassnoff se retira del lugar de los hechos lo hace junto a Aravena Ruiz y a mí. En el mismo auto trasladamos a una mujer que la dejamos en  “Cuatro Álamos”. 

11) Declaración de Osvaldo Andrés Pincetti Gac de fojas 1793. Empleado civil de Ejército, apodado “El Brujo” y “El Doc”, cumplió funciones en la DINA, en “Villa Grimaldi” ,donde su labor consistía en “hipnotizar a los funcionarios que laboraban en aquel recinto para medir su nivel intelectual”, los que según él, “obtuvieron pésimos resultados”. Luego pasó a hipnotizar a los detenidos. A Miguel Krassnoff lo conoció en “Villa Grimaldi”, quien estaba en forma permanente en ese cuartel, tenía su oficina en ese lugar, además, asegura que estaba a cargo de los otros Capitanes que laboraban en este recinto, éste salía en operativos de los cuales derivaba gente detenida.
12)Testimonio de María Alicia Uribe Gómez(1799 y 1810).Militante del MIR, detenida el 12 de noviembre de 1974 y  trasladada a “Villa Grimaldi”, donde estuvo en calidad de detenida alrededor de cinco meses.  Expresa que Miguel Krassnoff estaba a cargo del grupo operativo llamado “Halcón” y tenía a su cargo la represión del MIR, compuesto por Osvaldo Romo, Basclay Zapata, Tulio Pereira, el “Cara de Santo” y el “Negro Paz”. Miguel Krassnoff estaba en forma permanente en “Villa Grimaldi”.
13)Testimonios de Samuel Enrique Fuenzalida Devia  (1865, 1873, 1894, 1900 y 1904).Funcionario de Ejército, destinado a la DINA mientras realizaba su conscripción; expone haber trabajado bajo las órdenes de Krassnoff en la Brigada “Caupolicán”, de carácter operativo, las labores consistían en salir en vehículos a detener;”Krassnoff salía en grupos a detener personas …Después se reestructuró el BIM, trasladándonos al cuartel “Terranova” o “Villa Grimaldi”, en donde se formaron dos grandes grupos que fueron “Caupolicán” y “Purén”, de los cuales salieron subgrupos…los denominados “Halcón 1” y “Halcón 2” que eran dirigidos por el señor Krassnoff…las torturas que se aplicaban en “Villa Grimaldi”…se efectuaban en el interior de una sala que estaba ubicada en la parte exterior de la casa principal…yo vi muchas veces ingresar a Miguel Krassnoff, permaneciendo en el interior todo el rato que duraba la sesión. El grupo “Halcón” al mando de Krassnoff fue el que aniquiló al MIR…”.
14)Declaraciones de José Abel Aravena Ruiz(589, 686, 1033, 1288 bis, 1456 y  2828). Funcionario de Carabineros, asignado a la DINA. En noviembre de 1974 fue destinado a “Villa Grimaldi”, lo envían a la agrupación “Halcón 2” cuyo jefe era Miguel Krassnoff  y su jefe directo, Tulio Pereira. En cuanto a los hechos ocurridos el 24 de febrero de 1976, relativos a la muerte de los hermanos Mireya e Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro, expone: “Recuerdo que aquel día,…en el mes de Febrero de 1976, Miguel Krassnoff le ordenó a Tulio Pereira y a mí que fuéramos a la comuna de La Florida, específicamente, a la calle Juan Ramón Jiménez, lugar donde existían antecedentes que se realizaban reuniones clandestinas; fue así que nos trasladamos hasta el lugar antes indicado,…Descendió Tulio Pereira, portando una pistola chica 765…Al cabo de un rato, unos cinco minutos,  sentí un disparo. Yo abro el portamaletas del vehículo “Peugeot” 404 color gris y saco un fusil Aka y lo envuelvo en un poncho que andaba trayendo, mientras el conscripto pedía refuerzos…siento una balacera, varios impactos de bala dieron en la pandereta, se notaba cómo salía el humo. Dos sujetos salen arrancando de la casa, uno se lanza a la casa del lado, posteriormente supe que se trataba de Amador del Fierro y el segundo se lanza hacia atrás, donde estaba yo, empuñaba un arma de fuego, una pistola, y soy testigo de cómo una ráfaga de metralleta que provenía del frontis de la casa lo alcanza…escucho que alguien dice “el Tulio esta herido” En ese preciso momento desde el interior de la casa me disparan, comienza una balacera...Posteriormente, ingreso al interior de la casa y veo a una joven muy mal herida…Respecto a la mujer herida que estaba al interior de la casa, desconozco que pasó con ella. La mujer que estaba herida al interior de la casa, en el living, no sé si portaba armas”. 
15)Testimonios de Luis René Torres Méndez(1475, 1479 y 1510). Funcionario de Ejército, destinado a la DINA. En el mes de mayo o junio de 1974 fue enviado a “Villa Grimaldi”. Se le encasilla en la agrupación “Halcón”, al mando de Miguel Krassnoff, estaba compuesto por alrededor de doce o quince personas, cuya misión específica era detectar, investigar y detener a los integrantes del MIR. En cuanto a los hechos que dicen relación con la muerte de los hermanos Mireya e Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro, expresa:”…no participé desde el comienzo, llegué a la escena con posterioridad cuando se pidieron refuerzos. Mi labor fue cubrir el perímetro...Los integrantes del grupo “Halcón” que vi en la escena de los hechos se encuentran Miguel Krassnoff, Basclay Zapata, José Aravena, alias “Muñeca”, Rodolfo Concha Rodríguez, todos ellos estuvieron…alguien me comenta que Tulio Pereira había muerto…Supe que en estos hechos murieron una niña de cinco años y dos miristas….A lo que se me consulta digo que en ese lugar había dos mujeres, a una se la llevaron en calidad de detenida a Cuatro Alamos o a Villa Grimaldi y a la otra a un centro asistencial porque estaba herida”.
13°)Que, las declaraciones de los testigos mencionados y que cumplen todas las exigencias del artículo 459 del Código de Procedimiento  Penal y las presunciones  recién enunciadas, que reúnen los requisitos del artículo 488 del citado Estatuto permiten tener  legal y fehacientemente acreditada en el proceso la participación del acusado Miguel Krassnoff Martchenko, en calidad de autor, en los términos del artículo 15 N°1 del Código Penal, en el delito de secuestro calificado, perpetrado en la persona de Mireya de Lourdes Pérez Vargas.

14°) Que al declarar indagatoriamente a fojas Basclay Humberto Zapata Reyes, a fojas 2635(19 de octubre de 2000) expresa haber ingresado a la DINA el 1°de noviembre de 1973 y se le asignó la función de conductor de vehículos militares. Es posible que haya actuado en forma indirecta en operativos, prestando apoyo como conductor. Estuvo en la brigada “Caupolicán” que funcionaba en “Villa Grimaldi”. A fojas 2625(14 de abril de 2004)expone que desea ampliar sus declaraciones y agrega lo que recuerda respecto de las víctimas que se le señalan. Explica:”El cambio en mi criterio se motivó, entre otras cosas, por una detención en el 8°Juzgado del Crimen de Santiago, en que llegamos ante la juez Collin  varios detenidos, entre nueve y diez y como el resto eran Oficiales, en un momento el Comandante Lauriani, aludiéndome, dijo:¿qué hace un  Cabo 2°entre tantos Oficiales?, ante lo cual reaccioné, tratándolos de “maricones”, porque no me habían ayudado. Es por ello que, en una ocasión, me encontré con Miguel Krassnoff…le hice presente mi estado de salud…le planteé que no había sido leal conmigo, me deja en libertad de acción, que haga lo que debo hacer pero debía estar seguro…A mí nunca se me dijo el nombre de las personas a quienes se iba a detener puesto que yo me limitaba a conducir el vehículo con los otros agentes de la DINA…”. A fojas 2648(28 de abril de 2004) expresa haber llegado con detenidos a “Villa Grimaldi”, “los que se capturaban en operativos  en los que participaba con Osvaldo Romo o Tulio Pereira, siempre por órdenes de Krassnoff…Los detenidos…eran ingresados hasta el patio, en donde le eran exhibidos a Krassnoff”. Dice no haber participado en ningún operativo en que se hubiese producido un enfrentamiento en que resultara alguien herido o muerto; él no le disparó a nadie. A fojas 2653(5 de mayo de 2004) preguntado sobre los nombres de Mireya e Iván Pérez Vargas, detenidos el 24 de febrero de 1976, manifiesta que “no los conoce”. 
15°)Que, no obstante la negativa del acusado Basclay Humberto Zapata Reyes en reconocer su participación, en calidad de autor, en los términos del artículo 15 N°1 del Código Penal, en el delito de secuestro calificado, perpetrado en la persona de Mireya de Lourdes Pérez Vargas, existen en su contra los siguientes elementos de cargo:
1)Sus propios dichos en cuanto reconoce haber participado en la detención de personas, en la brigada “Halcón”, que dependía de Miguel Krassnoff.

2)Declaraciones de José Avelino  Yévenes Vergara (355 vta.,574, 1039, 1067, 1505, 1553 y  1561),funcionario de Carabineros, asignado a la DINA. En  julio o agosto de 1974 lo destinaron a “Villa Grimaldi”, se desempeñó como jefe de una guardia. Luego pasó a cumplir labores operativas con Miguel Krassnoff, quien estaba al mando del grupo “Halcón”. Para el año 1976 se encontraba cumpliendo funciones con Miguel Krasssnoff. Los integrantes de “Halcón” eran los siguientes: “Halcón uno”, el jefe era Basclay Zapata y lo  integraba  Osvaldo Romo. Ellos eran de la confianza absoluta de Miguel Krassnoff.
3)Testimonios(7,54 y 464) de Gabriela del Carmen Salazar Rodríguez relativos a que fue detenida el 31 de diciembre de 1975 y trasladada hasta “Villa Grimaldi”, donde permaneció  hasta el 26 de febrero de 1976. En ese lugar vio a Mireya Pérez Vargas, la cual fue traída en peso por el equipo del “Troglo”(apodo de Zapata)  y “El Muñeca”, la cual  usaba anteojos cuadrados con bordes oscuros, le dio la impresión de que la “traían herida”, la torturaron, luego de un rato se oyó un disparo en la zona de “La Torre”, escuchando a uno de los guardias decir “¡la Mireya se fue pata laucha¡”.
4) Declaraciones(782 y 788) de Silvio Antonio Concha 

relativas a ser  funcionario de Carabineros destinado 
a la DINA. Se le encasilló en la agrupación “Águila”. En marzo de 1974 se integra a “Villa Grimaldi”.  Expone que, en una oportunidad, hubo un enfrentamiento en que un Sargento de Carabineros, Tulio Pereira, murió, él era jefe de grupo de la agrupación que comandaba Miguel Krassnoff. En este enfrentamiento participó el grupo “Halcón” y recuerda que, en esta ocasión, Basclay Zapata llegó a “Villa Grimaldi”, con una mujer que había sido detenida  en el lugar  del enfrentamiento, era joven, medio gordita y  presentaba una herida a bala en una de sus piernas, la encerraron en una pieza sola. No sabe qué pasó con ella, supone “que la agrupación “Halcón” se hizo cargo”.
5) Testimonio de Jerónimo del Carmen Neira Méndez (994).Funcionario de Carabineros destinado a la DINA, a “Villa Grimaldi”. Un día, cuando se encontraba atendiendo un mesón para vender café en “Villa Grimaldi”, recibe la alarma de que todo el personal del recinto debía acudir hasta la rotonda de Vicuña Mackenna porque  había un enfrentamiento. Expone:

“Cuando llegamos al lugar, el enfrentamiento ya había terminado, me percato que el cuerpo de Tulio Pereira se encontraba sin vida tirado en la calle, además, había otros dos cuerpos que estaban tapados con una manta, posteriormente sacaron desde los sitios de las casas aledañas dos cuerpos de personas que, al parecer, arrancaron y fueron alcanzados por una bala que disparó Basclay Zapata, esto se comentaba  a nivel de agentes  y era que él se había “echado” a todos los miristas. A cargo del enfrentamiento se encontraba Miguel Krassnoff…en horas de la mañana había salido con todo su grupo…Dos detenidos vivos fueron trasladados desde este lugar (Vicuña Mackenna) hasta “Villa Grimaldi”, estos dos detenidos, una mujer y un hombre, ambos estaban heridos y gritaban de dolor…el asunto es que en un momento dado Miguel Krassnoff llamó a todos los agentes…con el objeto de que nos trasladáramos hasta el fondo del patio, cerca de “La Torre”, cosa que hicimos todos ya que era una orden, en el lugar Miguel Krassnoff dice algo como “¡esto es lo que se hace con estos infelices¡” y acto seguido comenzaron a dispararles con metralletas a los detenidos, esta labor la realizaron Miguel Krassnoff y Basclay Zapata…”

6)Versión de José Alfonso Ojeda Obando(1074) funcionario de Carabineros, destinado a la DINA y que en diciembre de 1974 fue enviado a “Villa Grimaldi”. Añade que conoció a Tulio Pereira, quien trabajaba en el grupo “Halcón”, a cargo de Miguel Krassnoff y  murió en un enfrentamiento con una célula del MIR en la comuna de La Florida.“Yo llegué al lugar de los hechos cuando Tulio Pereira ya estaba muerto”. Acudió porque  Miguel Krassnoff pidió refuerzos. Agrega que el operativo estaba a cargo de Krassnoff, por lo tanto, con seguridad deben haber participado Basclay Zapata Reyes, Teresa Osorio, “El Muñeca” y Osvaldo Pulgar.
16°)Que, las declaraciones de los testigos mencionados y que cumplen todas las exigencias del artículo 459 del Código de Procedimiento  Penal y las presunciones  recién enunciadas, que reúnen los requisitos del artículo 488 del citado Estatuto permiten tener  legal y fehacientemente acreditada en el proceso la participación del acusado Basclay Humberto Zapata Reyes en calidad de autor, en los términos del artículo 15 N°1 del Código Penal, en el delito de secuestro calificado, perpetrado en la persona de Mireya de Lourdes Pérez Vargas.

17°)Que, al declarar indagatoriamente, a fojas 1270(4 de julio de 2003), José Enrique Fuentes Torres expresa que estando en el Regimiento “Cazadores” de Valdivia, en marzo de 1976,como miembro de la banda militar, fue enviado al Regimiento de Tejas Verdes a un curso sobre Inteligencia. Ingresó a la DINA y fue asignado al cuartel de Londres 38; participó en la detención de personas, saliendo a la calle con Osvaldo Romo y Basclay Zapata. Luego fue enviado al recinto de José Domingo Cañas y, más tarde, a “Villa Grimaldi”; participó en unas quince detenciones; le apodaron el “Cara de Santo”. Allí Krassnoff era jefe operativo de la  brigada “Halcón”. A fojas 1466(14 de noviembre de 2006) añade, respecto de lo ocurrido en 1976 cuando murieron Mireya e Iván Pérez Vargas, Amador del Fierro y Tulio Pereira, que no participó en ese operativo. Ni siquiera llegó al lugar de los hechos, ”seguramente andaba en el Gabinete de Identificación”.
18°)Que, no obstante la negativa del acusado José Enrique Fuentes Torres en reconocer su participación, en calidad de autor, en los términos del artículo 15 N°1 del Código Penal, en el delito de secuestro, perpetrado en la persona de Mireya de Lourdes Pérez Vargas, existen en su contra los siguientes elementos de cargo:

1)Testimonio de Osvaldo Enrique Romo Mena(2570)quien refiere que fue integrado, en la DINA, al grupo “Halcón 1”, formado por el Suboficial de Ejército Basclay Zapata, quien cumplía funciones de conductor y ”el Suboficial de Ejército de apellido Fuentes, conocido como “Cara de Santo”, quien participaba directamente en las detenciones…”.

2)Declaraciones de José Avelino  Yévenes Vergara (355 vta.,574, 1039, 1067, 1505, 1553 y  1561),funcionario de Carabineros, asignado a la DINA. En  julio o agosto de 1974 lo destinaron a “Villa Grimaldi”, se desempeñó como jefe de una guardia. Luego pasó a cumplir labores operativas con Miguel Krassnoff, quien estaba al mando del grupo “Halcón”. Los integrantes eran los siguientes: en “Halcón uno”, el jefe era Basclay Zapata, y participaba  Osvaldo Romo. Ellos eran de la confianza absoluta de Miguel Kraasnoff. “Halcón dos”, a cargo de Tulio Pereira. En “Halcón Tres” el jefe era Fuentes Torres, alias “Cara de Santo”, integrado por Osvaldo Pulgar Gallardo, alias “Pulga” y “Pato” y María Gabriela Órdenes. En cuanto a los hechos  que ocurrieron el 24 de febrero de 1976, en el Pasaje Juan Ramón Jiménez Nº 7476 de la comuna de La Florida, expresa que se enteró de la muerte de Tulio Pereira, en un enfrentamiento. Los agentes de las DINA se dirigieron a ese lugar a realizar un allanamiento a la casa antes mencionada y al llegar recibieron un ataque con armas de fuego, resultando muerto Tulio Pereira.   
3) Declaraciones policiales de Marcia Alejandra Merino  Vega (1047 y 1908). Militante del MIR, detenida el 1° de agosto de 1974 por agentes de la DINA, pasando a desempeñarse como colaboradora. Expresa que Miguel Krassnoff era jefe de un grupo operativo integrado, entre otros, por Basclay Zapata y el “Cara de Santo”, de apellido Fuentes.
4) Atestaciones de Juan Ángel Urbina Cáceres(1332 y 1339).Funcionario de la Policía de Investigaciones, destinado a la DINA, al centro de detención  de “Villa Grimaldi”. Se le encasilló en el grupo de Miguel Krassnoff. Expone que Tulio Pereira murió en un operativo, al cual había asistido con Basclay Zapata, con  el “Cara de Santo”(Fuentes) y otra gente más. 
5) Informes policiales Nº 333(1365) del  Departamento V de la Policía de Investigaciones, relativo al personal y brigadas de la DINA y Nº 219(1377) que expresan que el grupo “Halcón” al mando del Teniente Krassnoff estaba conformado por Basclay Zapata, Osvaldo Romo, Teresa Osorio, José Fuentes, Luis Torres, Rodolfo Concha, Tulio Pereira, José Aravena y Carlos Miranda.

6) Deposiciones de Luís René Torres Méndez(1320, 1322, 1323 y 1475). Funcionario de Ejército destinado a la DINA. En mayo o junio de 1974 fue enviado al cuartel de “Villa Grimaldi”. Cumplió funciones de guardia hasta fines de 1975, fecha en que se le encasilla en la agrupación “Halcón”, a cargo de Miguel Krassnoff.  Este grupo estaba dividido en “Halcón uno “  y  “Halcón dos”; el deponente pertenecía al primero, cuyo jefe era Basclay Zapata y lo integraban Osvaldo Romo, la “Sole” (María Gabriela Órdenes) y Osvaldo Pulgar.  “Halcón dos” lo conformaban su jefe Tulio Pereira,el “Cara de Santo”(Fuentes), Aravena, apodado “Muñeca del diablo” y Teresa Osorio Navarro. Cuando murió Tulio Pereira lo reemplazó el “Cara de Santo” porque era el más antiguo.
7)Aseveraciones de Rodolfo Valentino Concha Rodríguez (1281,1286,1287,1289 y 1482).Funcionario del Ejército, destinado a la DINA,enviado a “Villa Grimaldi”, en agosto de 1974. Estuvo encasillado en la agrupación al mando de Miguel Krassnoff, llamada “Halcón”, cumpliendo funciones de chofer de éste. Aquella estaba dividida en dos grupos; uno, a  cargo de Tulio Pereira y el otro, a cargo de Basclay Zapata. Con Pereira trabajaba el “Muñeca”, José Yévenes, alias “Quiko”, la “Katty” o “Sole”, Osvaldo Pulgar y Luís Torres Méndez. Con Basclay Zapata, trabajaban Osvaldo Romo, el “Cara de Santo” y el “Negro Paz”.
8)Deposición de María Gabriela Órdenes Montecinos de fojas 1646. Funcionaria de la Armada, destinada a la DINA, enviada a “Villa Grimaldi”. En ese recinto, en esa época, funcionaban dos Brigadas, ”Caupolicán” a la cual fue agregada y “Purén”. Su jefe era Miguel Krassnoff y estaba integrada por los grupos “Halcón” y “Águila”; los miembros que formaban estas agrupaciones eran Basclay Zapata, Osvaldo Pulgar, otro de apellido Fuentes, Tulio Pereira, Yévenes, y a uno que le decían “El Muñeca”.
9)Testimonio de María Alicia Uribe Gómez(1799 y 1810).Militante del MIR, detenida el 12 de noviembre de 1974 y  trasladada a “Villa Grimaldi”. No precisa la fecha en que comienza a trabajar para el Ejército. Relata que Miguel Krassnoff estaba a cargo del grupo operativo llamado “Halcón” y tenía a cargo la represión del MIR, compuesto por Osvaldo Romo, Basclay Zapata, Tulio Pereira, el “Cara de Santo” y el “Negro Paz”.

10)Hoja de vida de José Enrique Fuentes Torres(2711 a 2724)en  que se deja constancia de su ingreso a la DINA en diciembre de 1973.En octubre de 1976 se lee la siguiente nota:”Felicitación. Vocación profesional. En conformidad a la O/BID N°42 de esta fecha, es felicitado por su excelente desempeño profesional en misiones que se le han encomendado, demostrando con ello espíritu de sacrificio, iniciativa, cooperación, siendo éste un ejemplo para los demás integrantes de esta Brigada”.
11) Declaración judicial de Rinoldo Alismer Rodríguez Hernández, de fojas 2782. Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA, en cuanto integró la agrupación de Miguel Krassnoff, en ella  trabajó  con el “Negro Mario”, José Enrique Fuentes Torres, José Yévenes Vergara, Basclay Zapata Reyes, Rodolfo Valentino Concha Rodríguez y Nelson Paz Bustamante. 
12) Atestaciones  de José Abel Aravena Ruiz(589, 686, 1033, 1288 bis, 1456 y  2828). Funcionario de Carabineros, destinado a la DINA, a la agrupación denominada “Halcón 2” cuyo jefe era Miguel Krassnoff  y su jefe directo, Tulio Pereira; estaba integrada por Tulio Pereira, José Yévenes Vergara, Teresa Osorio Navarro, señora de Basclay Zapata. “Halcón 1” estaba integrado por Basclay Zapata, Osvaldo Romo, José Enrique Fuentes Torres apodado “Cara de Santo”, Luís René Torres Méndez, apodado “Negro”, Rodolfo Valentino Concha Rodríguez. En cuanto a los hechos  ocurridos el 24 de febrero de 1976,relativos a la muerte de los hermanos Mireya e Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro, expone: “Recuerdo que aquel día…en el mes de Febrero de 1976, Miguel Krassnoff le ordenó a Tulio Pereira y a mí que fuéramos a la comuna de La Florida, específicamente, a la calle Juan Ramón Jiménez, lugar donde existía el antecedentes que se realizaban reuniones clandestinas; fue así que nos trasladamos hasta el lugar antes indicado… Mientras yo me quedé en el vehículo esperando. Al cabo de un rato, unos cinco minutos…siento una balacera…al terminar la balacera escucho que alguien dice “el Tulio está herido” me asomo por la pandereta, les digo a mis colegas, que habían acudido en apoyo, que no disparen, que iría a ver a Tulio…En ese preciso momento desde el interior de la casa me disparan, comienza una balacera, todos los vidrios de la casa se quebraron, me tiendo en el piso, respondiendo los disparos el personal de apoyo que ya había llegado al lugar, Basclay Zapata Reyes, Miguel Krassnoff, Rodolfo Concha,  “Cara de Santo”, Teresa Osorio…”.
13)Testimonios de Luis René Torres Méndez(1475, 1479 y 1510). Funcionario de Ejército, destinado a la DINA. En el mes de mayo o junio de 1974 fue enviado a ”Villa Grimaldi, se le encasilla en la agrupación “Halcón”, a cargo de Miguel Krassnoff, estaba compuesto por alrededor de doce o quince personas. Su misión específica era detectar, investigar y detener a los integrantes del MIR. Este grupo estaba dividido en “Halcón uno” y “Halcón dos”;el deponente pertenecía a “Halcón uno”, cuyo jefe era Basclay Zapata; además, se desempeñaba como chofer, Osvaldo Romo, la “Sole”( María Gabriela Órdenes) y Osvaldo Pulgar.  El equipo “Halcón dos” lo integraban el jefe Tulio Pereira, el“Cara de Santo”, Aravena y Teresa Osorio Navarro. Cuando murió Tulio Pereira lo reemplazó el “Cara de Santo” porque era el más antiguo. En cuanto a los hechos que dicen relación con la muerte de los hermanos Mireya e Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro, expresa:”…no participé desde el comienzo, llegué a la escena con posterioridad cuando se pidieron refuerzos. Mi labor fue cubrir el perímetro. Yo me encontraba en Villa Grimaldi...Tengo entendido que salieron dos vehículos desde Villa Grimaldi... (Entre)los integrantes del grupo “Halcón” que vi en la escena de los hechos se encuentran Miguel Krassnoff, Basclay Zapata, José Aravena…,Rodolfo Concha Rodríguez…y “Cara de Santo”…” . 
19°)Que, las declaraciones de los testigos mencionados y que cumplen todas las exigencias del artículo 459 del Código de Procedimiento  Penal y las presunciones  recién enunciadas, que reúnen los requisitos del artículo 488 del citado Estatuto permiten tener  legal y fehacientemente acreditada en el proceso la participación del acusado José Enrique Fuentes Torres en calidad de autor, en los términos del artículo 15 N°1 del Código Penal, en el delito de secuestro perpetrado en la persona de Mireya de Lourdes Pérez Vargas.


Contestaciones a la acusación y a las adhesiones a ella.
20°) Que, al contestar la acusación de oficio y las adhesiones a ella, la defensa de BASCLAY HUMBERTO ZAPATA REYES, en el primer otrosí de fojas 3532, solicita la absolución de su mandante por cuanto la acción penal en su contra se encuentra cubierta por la amnistía y la prescripción, reproduciendo y renovando las excepciones opuestas como de  previo y especial pronunciamiento y que fueran desechadas a fojas 3461. 
 Al invocar la causal de extinción de  responsabilidad penal, fundamentada en la  amnistía, recuerda que  el artículo 1° del  DL 2191 de 1978 concede “amnistía a todas las personas que en calidad de autores, cómplices o encubridores, hayan incurrido en hechos delictuosos durante el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1978”, siempre que no se encontraren sometidos a proceso o condenados a la fecha de publicación de dicho cuerpo legal. Se agregan, en el artículo 3°, determinadas conductas que no se encuentran comprendidas en sus beneficios, entre las cuales no aparece el secuestro calificado, delito por el cual se  acusa a su representado. Se añade que esta institución nació para resolver serias dificultades en casos de profundos cambios políticos y sociales en que se hace necesario que el Estado renuncie temporalmente a su facultad de juzgar y castigar determinadas conductas delictuales en aras del orden y la pacificación social y nacional. Así lo han entendido, se  añade, unánimemente, la doctrina y la  jurisprudencia en el sentido de que dictada una ley de amnistía ha de tenerse por anulado el carácter delictuoso del hecho y por eliminada toda consecuencia penal. La amnistía en nuestra legislación es causal de extinción de responsabilidad penal en el artículo 93 N°3 del Código Penal. 
Se agrega que ”no aparece acreditada  la opinión de que porque este delito reviste la característica de permanente esté exceptuado de los efectos de la amnistía…Dicha tesis es insostenible…en el proceso no existe el menor indicio que permita sospechar al menos que tal ilícito continua cometiéndose después del 10 de marzo de 1978…tal situación debería acreditarse en el proceso…” 

Se continúa que se ha sostenido que los delitos investigados serían no amnistiables por así disponerlo la normativa internacional; sin embargo, estima que los Acuerdos que se mencionarán  resultan inaplicables. Así los “Convenios de Ginebra” no pudieron haber tenido aplicación pues es requisito dispensable la existencia de un conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes, lo que supone la existencia de bandos contendientes y hostilidades de orden militar. Se añade que el Decreto Ley N°5, de 1973, no hace declaración alguna de guerra interna; tampoco lo hace el Decreto Ley N° 640, de 1974. Los Tratados Internacionales anteriores a la entrada en vigencia del Decreto Ley N°2191 no han podido afectar la eficacia de dicha Ley. En cuanto a los Tratados Internacionales  que hayan entrado en vigencia con posterioridad al citado Decreto Ley  tampoco afectan su eficacia. La “Convención para la prevención y sanción del delito de genocidio" no es aplicable  porque no se ha establecido en la legislación nacional la pena que habría debido corresponder para castigar esas conductas. El “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos” de las Naciones Unidas sólo se incorporó a la legislación nacional el 29 de abril de 1989. El “Pacto de San José de Costa Rica” se incorporó a la legislación interna sólo en 1990. Por último, el  Código de Derecho Internacional Privado fue suscrito y ratificado por Chile con la reserva contenida  en su artículo 3°, cual es que en caso de conflictos entre la legislación chilena y alguna extranjera, los preceptos de la legislación de Chile prevalecerán sobre dicho Código. Se concluye que corresponde absolver a su representado, por encontrarse extinguida su responsabilidad penal.


En cuanto a la prescripción se señala que es una institución jurídica penal de amplia y de común aplicación en  nuestro país y su fundamento es que opera por el simple transcurso del tiempo. El artículo 94 del Código Penal  establece que la acción penal prescribe en diez años, en el caso de crímenes a que la ley impone penas de presidio mayor en cualquiera de sus grados, término que, de conformidad con el artículo 95, se empieza a contar desde el día en que se hubiese cometido el delito; en el caso sub-lite la prescripción empieza a correr desde la fecha de su comisión, esto es, desde el 24 de febrero de 1976, fecha del secuestro y posterior fallecimiento de la víctima. De acuerdo con el artículo 96 la prescripción se suspende desde el momento  que se dirige el procedimiento en contra del posible responsable. Le parece claro que el plazo de diez años que dispone el artículo 94 del Código Penal ha transcurrido con creces, por lo que debe dictarse sobreseimiento  total y definitivo respecto de su representado. 
Por otra parte, estima que en la especie estamos en presencia de una situación que hace necesario aplicar el principio de la absorción “ya que estamos frente a un acto que constituye el medio para cometer o realizar el otro que es el principal, esto es, lo que la doctrina denomina actos anteriores o posteriores impunes”. Pide “recalificar los hechos solo como homicidio calificado, ya que al sacar a la víctima de su domicilio fue con la intención única de darle muerte en un lugar alejado de su domicilio  con la finalidad de lograr su impunidad, no existiendo jamás el ánimo de  privarla ilegítimamente de su libertad, teniendo en todo  caso claro y categóricamente aceptado que mi representado desconocía el verdadero sentido y alcance de la orden que le correspondió cumplir en su calidad de Cabo”. 

Se agrega que  si se analiza la causa se podrá concluir que las declaraciones vertidas en el proceso no permiten presumir que Zapata Reyes tuvo relación con la detención de la víctima y su posterior muerte, por lo que debe ser absuelto, ya que no tuvo participación en el delito por el cual se le acusa, de conformidad con el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal.

En subsidio, solicita la absolución por favorecerle una causal de justificación de cumplimiento del deber del artículo 10 N°10 del Código Penal y, subsidiariamente por favorecerle la falta de culpabilidad por no exigencia de otra conducta en atención a que debió actuar bajo una obediencia debida, establecida en los artículos 334, 336 y 336 del Código de Justicia Militar. Destaca que el cumplimiento del deber es distinto de la obediencia debida, mientras la primera es una causal de justificación, que implica la falta de antijuridicidad de la conducta, la otra es una eximente por la no exigibilidad de otra conducta.


En cuanto al cumplimiento de un deber, expone
que su mandante tenía la obligación de obedecer las órdenes impartidas por sus superiores, el Jefe del Cuartel Mayor Marcelo Moren y el Capitán Krassnoff, ya que como lo ha reconocido “jamás conoció en su real alcance y significado la mencionada orden, nunca se le indicó en qué consistía y menos que se debía detener a una persona para después hacerla desaparecer o darle muerte…”.Añade que no se debe confundir el cumplimiento del deber con la obediencia debida, este es el  punto central a analizar y no si es que dicha orden es ilegal o ella fue representada o no. Para poder determinar si existe cumplimiento del deber basta con que se cumplan los dos requisitos elementales, si la orden fue expedida y recibida de un superior y si el subordinado debía cumplirla. En autos estima que se dan ambos requisitos, por lo que debe absolverse.


Para el evento que se estime que no se dan los requisitos mencionados, alega la causal de absolución de la obediencia debida o  cumplimiento de órdenes antijurídicas, por no exigibilidad de otra conducta. Se pregunta si  era exigible que su representado hubiera tenido una conducta distinta que no fuera cumplir la orden perentoria expresada por su superior, ello era imposible, más aún cuando nunca supo el real y verdadero alcance de ella.


Se agrega que, por otra parte, esta causal de absolución encuentra su fundamento en lo dispuesto en el artículo 214 del Código de Justicia Militar que establece que cuando se haya cometido un delito por la ejecución de una orden del servicio, el superior que la  hubiere impartido, será el único responsable, salvo el caso de concierto previo.

En seguida, invoca como atenuantes de responsabilidad criminal la “media prescripción”, establecida en el artículo 103 del Código Penal y habiendo, en consecuencia, a lo menos tres circunstancias atenuantes muy calificadas y ninguna agravante, debe aplicarse la norma del artículo 68 del Código Penal. 
Además, invoca las minorantes del artículo 11 N°6 del Código citado, su irreprochable conducta anterior y la del numeral 9 del mismo precepto, por haber colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos, ya que su representado aportó, en un momento dado, antecedentes desconocidos que significaron una sustancial colaboración al esclarecimiento de la verdad.

Finalmente, invoca el cumplimiento de órdenes, al tenor del artículo 211 del Código de Justicia Militar, la que debe ser consideraba como atenuante muy calificada. 

21°) Que, al contestar la acusación de oficio y las adhesiones a ella, la defensa de  Miguel Krassnoff Martchenko, abogado Carlos Portales A., en el primer otrosí de  fojas 3281,solicita la absolución de su mandante renovando, como defensas de fondo, las excepciones de previo y especial pronunciamiento de amnistía y de prescripción, que fueron desechadas por resolución de fojas 3461. En cuanto a la amnistía  estima que los hechos investigados están cubiertos por el Decreto Ley N°2191, de 1978, que se encuentra vigente. Su artículo 1° concede amnistía a todas las personas que en calidad de autores, cómplices o encubridores, hayan incurrido en hechos delictuosos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de  1978;el artículo 3° agrega determinadas conductas que no se encuentran comprendidas en el beneficio, entre las cuales no aparecen el secuestro y homicidio calificado. Esta institución, añade, nació para resolver dificultades  en situaciones en que es conveniente que el Estado renuncie temporalmente a su facultad de juzgar y castigar determinadas conductas delictuales, en aras del orden y la pacificación social y nacional. Así lo ha entendido la doctrina y la jurisprudencia. En nuestra legislación tiene su expresión jurídica como causal de justificación de responsabilidad penal en el artículo 93 N°3 del Código Penal, indicando  que con ella se extingue por completo la pena y todos sus efectos, lo que tiene concreción procesal en el artículo 408 N°5 del Código de Procedimiento Penal. Al haber ocurrido los hechos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1978  procede que se acoja esta excepción y se dicte el correspondiente sobreseimiento definitivo.  Agrega que las acciones referidas a los sucesos investigados se encuentran absolutamente prescritas porque al momento de ejercerse la acción penal había pasado con creces el plazo de quince  años que exige la ley para ejercerla, respecto del delito de homicidio calificado. La prescripción, explica, es una institución jurídica penal de amplia y común aplicación en nuestro país y entre los fundamentos básicos de su existencia está el hecho de que opera por el simple transcurso del tiempo. El artículo 94 del Código Penal establece que la acción penal prescribe en el caso de los crímenes a que la ley impone pena de presidio reclusión o relegación perpetuos en 15 años y respecto de los demás crímenes en diez años, término que, de acuerdo al artículo 95, se empieza a contar desde el día en que se hubiera cometido el delito; en el caso  sub-lite la prescripción comenzó a correr desde el 24 de febrero  de 1976. Continúa que carece de todo fundamento el que los Tratados Internacionales vigentes en Chile prohíban la aplicación de una ley de amnistía o las normas sobre prescripción. Debe tratarse de convenios ratificados y vigentes en Chile. En seguida,  invoca los principios de legalidad y reserva, por ello estima que una  grave violación a la Constitución cometen los magistrados que aplican a los procesos de que conocen convenios no vigentes en Chile o simples resoluciones de la ONU “con el único propósito de omitir las leyes vigentes”(SIC). Se continúa analizando la trascendencia de la ley 20.357, publicada en el Diario Oficial el 18 de julio de 2009.Su artículo 40 señala que la acción penal y la pena de los previstos en ella  no prescriben; a su vez, el artículo 44 indica que los hechos de que  trata la ley  cometidos con anterioridad a su promulgación, continuarán rigiéndose por la normativa vigente a ese momento. En consecuencia, las disposiciones de la ley serán aplicables a hechos cuyo principio de ejecución sea posterior a su entrada en vigencia. Se pregunta si existían en nuestra legislación los ilícitos que menciona la ley 20.357 con anterioridad a su publicación. Se cita el artículo 19 incisos 7° y 8° de la Constitución para  concluir que en nuestro país  la tipificación y penalización de los delitos sólo puede hacerse por medio de una ley; ello tiene importancia si consideramos que un tratado o convenio internacional no es una ley. Su aprobación se somete a los trámites de una ley pero no es una ley, aunque tenga carácter obligatorio y su rango sea igual. En consecuencia, sus disposiciones no pueden tipificar lícitos ni establecer penas; de lo anterior, se concluye que en Chile no se encontraban tipificados los delitos contenidos en la ley 20.357, por lo que las materias tratadas en convenios vigentes, como los de Ginebra, sólo pueden ser castigados como crímenes de guerra o lesa humanidad a partir de su entrada en vigencia y para hechos futuros. Se explica que “hasta hoy en la tramitación y fallo de los juicios se han aplicado en forma combinada las disposiciones de nuestro derecho interno con normas de tratados internacionales, resultando las primeras distorsionadas en su esencia y espíritu. En efecto para tipificar la conducta ilícita…VSI. a hecho uso de las disposiciones de nuestro derecho interno…pero al considerar la aplicación  de los preceptos relativos a la extinción de la responsabilidad penal no lo hace, amparado en que de acuerdo a lo  indicado en diversos tratados de derecho humanitario algunos ni siquiera vigentes en Chile, tales ilícitos en  nuestro Código Penal por las circunstancias en que se cometieron, no consideradas en nuestro derecho interno como impedimento para aplicarlas, como es el de un estado de persecución generalizada contra civiles, son imprescriptibles…Para concluir lo anterior USI. ha anexado al tipo delictual escogido características, elementos y circunstancias no contempladas en la ley interna vigente con anterioridad a la ley N°20.357…Por ende, con anterioridad a la fecha de su promulgación, en Chile no existían delitos imprescriptibles…”.
La defensa agrega que “renueva las excepciones de amnistía, prescripción y cosa juzgada como defensa de fondo”. No obstante no proporciona antecedente alguno sobre la cosa juzgada que ha invocado, posiblemente, en casos similares.
A continuación, se agrega que “de considerarse que los arrestos verificados por personal  de la DINA infringen alguna disposición legal ésta no puede ser otra que el artículo 148 del CP…que se refiere a los agravios inferidos por funcionarios públicos a los derechos garantidos por la Constitución…”
Por otra parte, se estima que de existir  una conducta ilícita, esta no sería otra que el delito tipificado en el artículo 391 N°1 del CP., en atención a que el secuestro o detención ilegal se subsume en el homicidio ya que evidentemente el verbo rector del ilícito sería el de matar.
Se añade que de la investigación se desprende que su representado no tuvo participación alguna en el homicidio de Mireya Pérez Vargas; además, estima que se  encuentra probado que el Teniente Krassnoff no se encontraba a cargo del recinto de “Villa Grimaldi”.
Se agrega que concurre la atenuante señalada en el artículo 103 del Código Penal, llamada "media prescripción", 
que es aplicable en situaciones en que se hace necesario aminorar la pena considerando la cantidad de años transcurridos desde la perpetración  del ilícito, por lo cual la alega a favor de su representado.

En seguida invoca la minorante  del artículo 211 del Código de Justicia Militar, como "muy calificada", en atención a que el actuar del acusado para proceder a las supuestas detenciones provenía de una orden emanada de un superior jerárquico, habida consideración que Krassnoff a la época del hecho era "un modesto Teniente".
A su vez invoca la atenuante establecida en el inciso 2°del artículo 214 del Código de Justicia Militar porque  en este ilícito, materia de la acusación, se da justamente lo señalado en el precepto.

En este mismo orden de ideas alega la eximente incompleta  del artículo 11 N°1 del Código Penal en relación con el articulo 10 N°10 del mismo cuerpo legal.

Invoca, por otra parte, la atenuante del articulo 11 N°6 del Código Penal.

Finalmente  solicita en la imposición de la pena que, considerando que existen atenuantes sin agravantes,  se rebaje la pena hasta tres grados, debiendo ser favorecido con la institución de la remisión condicional  la pena.
22°)Que, al contestar la acusación de oficio y las adhesiones a ella, la defensa  de Carlos José Leonardo López Tapia, en lo principal de fojas  3312,solicita se le absuelva de la acusación de autoría del delito de secuestro, porque los funcionarios militares que habrían detenido a Mireya Pérez Vargas se encontraban en una situación propia del Estado de Sitio, facultados para arrestar, es decir, privar de libertad a las personas y mantenerlas en lugares que no fueran normalmente destinados a la detención o prisión de reos comunes. Ello implica, agrega, que no concurre el elemento del tipo del artículo 141 “sin derecho” o del artículo 148 “ilegal y arbitrariamente”, por lo que no es posible sancionar estas privaciones de libertad ni a título de secuestro ni a título de detención ilegal; en subsidio, se le absuelva de la acusación de autoría de los delitos de secuestro y homicidio calificado de Mireya Pérez Vargas, por no encontrarse acreditada su intervención a ningún título, ya que las conductas materiales las realizaron subordinados, por lo que no es posible estimar una autoría, por la vía del artículo 15 N°1 del Código Penal; en todo caso, se le absuelva por cuanto no es suficiente la calidad de estar a cargo de "Villa Grimaldi" para hacerle personalmente responsable de los hechos cometidos por sus subalternos; se requiere de otros elementos, como no haber ejercido un control apropiado sobre las fuerzas y haber tenido conocimiento del acto que se estaba por cometer o se había cometido; en subsidio, se le absuelva por encontrarse extinguida la acción penal que nace de los hechos investigados, por aplicación de la Ley de Amnistía, contenida en el Decreto Ley 2191,de 1978, actualmente  vigente y por aplicación del artículo 96 N°3  del Código Penal cualquier responsabilidad estaría legalmente extinguida por el ministerio de la ley; se agrega que son inaplicables para impedir la aplicación de la amnistía los Convenios Internacionales, como los de Ginebra, limitados a casos de guerra de carácter internacional, sin que  Chile hubiera estado en esa situación. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas carece de aplicación por haberse incorporado a la legislación nacional con su promulgación el 29 de abril de 1989. El Pacto de San José de Costa Rica se incorporó sólo en 1990.Por último el Código de Derecho Internacional privado fue ratificado por Chile con la reserva del artículo tercero, según el cual prevalecen los preceptos de la legislación chilena en caso de conflictos con otras. En subsidio, pide se le absuelva por cuanto se encuentra prescrita la acción penal, por haber transcurrido el plazo legal, ya que el presunto delito de homicidio habría sido cometido el 24 de febrero de 1976. 

Acerca del delito de secuestro pide la absolución por no encontrarse acreditado que su mandante haya ordenado, sabido o debido saber que los subalternos a su mando hubiesen encerrado o detenido  a la víctima. Su defendido ha manifestado no haber participado en operativos, pero sí saber que se ingresaban detenidos a “Villa Grimaldi”; su labor era prestar apoyo logístico a las diversas agrupaciones.
En seguida, hace presente que no resulta posible aplicar la norma del art.141 del  Código Penal actual por cuanto fue modificado por la ley 18.222.(SIC)
Añade que tampoco resulta aplicable la norma del articulo 141 ya que dada la calidad de funcionario público de su representado sólo es posible aplicar el artículo 148 que establece el delito de detención ilegal.
En subsidio,  pide se acojan las atenuantes que invoca, del artículo 11 N°6 del Código Penal; del artículo 103 del mismo Código y  del artículo 211 del Código de Justicia Militar.
23°) Que, al contestar la acusación de oficio y las adhesiones a ella la defensa de JUAN MANUEL GUILLERMO CONTRERAS SEPULVEDA en el  tercer otrosí de fojas 3334 solicita su rechazo, atendido que:1)Los hechos que se le imputan no son efectivos.2) De serlos no revisten el carácter de delito.3) No se encuentran suficientemente acreditados.4) Tampoco la participación culpable de su representado.
Respecto del punto 1), se afirma que los hechos que se le imputan no han acaecido en la realidad; no se ha efectuado delito alguno; se estima absurdo pensar que “mi representado que ha estado privado los últimos doce años de libertad (SIC), pueda mantener detenido o arrestado al desaparecido. Más absurdo aún resulta, si se piensa que se le imputa la actual mantención de aproximadamente 300 desaparecidos coetáneamente…” Igualmente absurdo, añade, es que se le pretenda responsabilizar por haber sido Director de la DINA, si ésta dejó de existir hace 29 años. Agrega “…preocupante le parece a esta parte, la tendencia tanto de los testigos como de la sentenciadora (SIC) a hacer sinónimos los términos detención y secuestro. Lo que no es así…El desaparecido de autos puede haber estado detenido…y ello no implica que haya estado necesariamente y menos que lo estén secuestrados en la actualidad…Para acreditar el delito de secuestro es menester demostrar que se dan en los hechos todos y cada uno de los elementos generales del  delito (acción, tipicidad, antijuricidad y culpabilidad…”.  En cuanto al primer elemento del delito, la acción, estima que  no se ha señalado cuáles son los actos ilícitos ejecutados por su mandante que den lugar a la participación como autor del delito de secuestro. En cuanto a la relación de causalidad entre la conducta de su poderdante y el delito de secuestro se ve una total ausencia.”…con las testimoniales, lo único que parcialmente ha podido demostrarse...es la presunta detención producida  el mes de febrero de 1976, del fallecido, pero en caso alguno el delito de secuestro en su persona”.
En cuanto  al carácter de delito permanente del delito de secuestro expone (3362) que  hay diversos autores que opinan lo contrario, como el profesor Grisolía en Chile y en España el profesor Rodríguez Devesa. Concluye que el delito de secuestro es un delito instantáneo, basta la detención o el encierro para consumarlo y conculcar el bien jurídico de la libertad, sin perjuicio de que adopte una condición pluriofensiva, si se producen circunstancias calificantes.

Se añade que tampoco  se han acreditado los elementos típicos del delito. El presupuesto básico es que exista una persona viva y el tribunal no lo ha acreditado. Lo único acreditado es que “en junio de 1974 la presunta víctima estaba privada de libertad en el Cuartel de Londres 38,(SIC) o sea, hace más de treinta  tres años atrás…”

 Tampoco concurre el elemento de la antijuridicidad ya que los actos que se imputan de detención del desaparecido y de los cuales se pretende colegir la existencia de un secuestro, tienen la característica de no ser antijurídicos, ya que “los encartados estaban facultados para llevar a cabo arrestos y detenciones”. 

Se continúa que de haber ocurrido una detención ésta se habría realizado como parte de las funciones propias de la DINA ya que “de acuerdo al artículo 10 del Decreto  Ley N°521, que creó la DINA, se encontraba  facultada para ejercer las funciones de allanar y aprehender personas de acuerdo a las necesidades de Seguridad  Nacional”. Hace presente que “…El MIR, del cual era activo militante el desaparecido, había sido disuelto como movimiento político y declarado entre otras facciones como una Asociación Ilícita por el Decreto Ley 77…además, al momento de su detención estaba cometiendo delito flagrante al violar los artículos 1,2 y 3 del Decreto Ley 77…”.

Al analizar el dolo, como elemento del delito, estima que en un proceso penal de no demostrarse la concurrencia del especial ánimo subjetivo doloso debe el sentenciador absolver al acusado.

En otro párrafo VI) reitera no estar acreditada la participación culpable del acusado en el ilícito.

Se añade que el auto acusatorio no acredita la hipótesis de autoría del artículo 15 N° 3 del Código Penal:”Los que concertados para su ejecución, facilitan los medios con que se lleva a efecto el hecho o lo presencian sin tomar parte inmediata en él”.

Se estiman, además, conculcadas las normas procesales sobre acreditación del delito de secuestro y sobre la prueba aportada expresa que se trata de un procedimiento espurio, consistente en hacer declarar testigos falsos, inhábiles. 

Formula a continuación (VIII) un análisis  “de los medios de prueba aportados por la querellante” y concluye que ninguno acredita ni el delito ni la participación culpable de su mandante.

En subsidio, en el 15º otrosí,  invoca las eximentes del artículo 10 Nº 8 y Nº 10 del Código Penal.  

En subsidio, en el 16º otrosí, hace valer las siguientes atenuantes:
1) La incompleta del artículo 10 Nº 10 del Código Penal en relación con el articulo 11 Nº 1 del mismo cuerpo legal.

2)”Atenuante” del artículo 67 inciso 4º, es decir, la rebaja en uno o  más grados de la pena establecida para el delito.

3) Aplicación del artículo 68 bis del mismo Código y estimar alguna atenuante como “muy calificada”.

4) En caso de rechazarse la prescripción pide se aplique, subsidiariamente, el artículo 103 del Código Penal. 

24°)Que, al contestar la acusación de oficio y las adhesiones a ella, la defensa de  José Fuentes Torres en el primer otrosí de fojas 3417  la plantea en forma subsidiaria a la excepción de previo y especialmente pronunciamiento de prescripción opuesta en lo principal y que fuera desechada por resolución de fojas 3461 de  27 de noviembre de 2009. 

En seguida, solicita su absolución por falta de participación criminal en cualquiera de las hipótesis de los artículos 15, 16 y 17 del Código Penal.

Respecto del delito de secuestro estima que no existe participación criminal porque el sujeto activo del delito es un particular y si quien despliega la conducta es un funcionario público, el delito se muta en detención ilegal.
En cuanto al homicidio calificado, cuestiona la supuesta comisión de delitos acaecidos en 1976 que dan origen a una acusación criminal transcurridos 33 años. Se debe reflexionar con mucha seriedad, dice, sobre la factibilidad intelectiva, policial, probatoria y concreta para verificar hechos de tan larga data y la participación culpable de José Fuentes en ellos. Se pregunta en que quedará el derecho de defensa en igualdad de armas si no es exigido al que imputa una demostración más allá de toda duda razonable y después de 33 años supuestos materiales difíciles de reconstituir. Es cierto que su mandante fue agente de la DINA pero ello no lo transforma en un criminal; las menciones referidas a su defendido son vagas, nadie declara reconocerlo de modo directo, en ninguna cita testimonial  se lee con precisión a José Fuentes como parte de una conducta criminal.


En seguida, se invoca la absolución por ausencia de culpabilidad en participación criminal; se cita el artículo 1° del Código Penal para centrar la participación delictiva imputable en el  conocimiento exacto de la conducta tipificada y la voluntad de encaminarse en ella. Se estima que el acusado en su condición de “Suboficial de Ejército y conforme al estricto Reglamento de Disciplina Militar no pudo contrariar órdenes provenientes de Oficiales superiores jerárquicos dentro de un sistema de inteligencia e información compartimentada, en que los integrantes participaban de unidades operativas dispuestas para lo que se entendió, adoctrinó y legitimó por los Altos Mandos, como una tarea histórica de reconstrucción nacional y una guerra irregular contra grupos extremistas que organizaban y llevaban a cabo formas de combate guerrillero sustentados en el apoyo logístico exterior de países  de la órbita socialista…"

En seguida, se asocia la falta de culpabilidad del defendido recogida como voluntariedad en el artículo 1°del Código Penal a la fundamentación legal de eximente de responsabilidad criminal del artículo 10 N°10 del mismo Código. Se estima adecuar la conducta del acusado a la previsión de órdenes inexcusables porque dimanan de lo referido al deber y/o ejercicio legítimo de un cargo: la obediencia debida. Se añade que habría sido imposible que José Fuentes incumpliera órdenes superiores de los Oficiales; no hubo libertad, tampoco intencionalidad ni conciencia de antijuridicidad.


En subsidio, invoca las atenuantes de los numerales 6° y 9° del artículo 11 del Código punitivo y se pide que se aplique el artículo 68 del citado Código en la imposición de la pena y si la sanción es por los dos delitos cabrá deducir la pena más favorable, bien sea la del artículo 74 del Código Penal  o la del artículo 509 del Código de Procedimiento Penal.

25°) Que, en razón que las defensas de  los  acusados han planteado similares excepciones o alegaciones de fondo, con argumentos muy semejantes, y a fin de cumplir con el numeral 3º del artículo 500 del Código de Procedimiento Penal y, al mismo tiempo, evitar repeticiones, se intentará desarrollarlas y resolverlas en forma conjunta, para lo cual se han distribuido aquellas en los siguientes  acápites: 



1)

Falta de participación.
26°)Que, las defensas de Basclay Humberto Zapata Reyes, Miguel Krassnoff Martchenko, Carlos José Leonardo  López Tapia, Manuel Contreras Sepúlveda y de  José Enrique Fuentes Torres han solicitado la  absolución de sus representados por estimar que no se encuentran legalmente acreditadas sus participaciones  en los ilícitos que se les imputa.





A)

Al respecto, resulta procedente rechazar las respectivas peticiones, al   tenor de lo explicitado en los considerandos señalados  con precedencia, en cuanto  se analiza y pondera las probanzas existentes en contra de los acusados, las que han permitido tener por legal y fehacientemente probadas tales participaciones. 

En efecto, respecto de los encartados que se indican se enunciarán los numerales de los fundamentos correspondientes, relativos a la participación de cada uno de ellos:

1)Juan Manuel Guillermo Contreras Sepúlveda, considerando 7°.

2)Carlos José Leonardo López Tapia, considerando 
10°.
3) Miguel Krassnoff Martchenko, considerando  13°.
4) Basclay Humberto Zapata Reyes, considerando 
16° y
5) José Enrique Fuentes Torres, considerando 19°.          





2)




Otros antecedentes invocados.



Por otra parte, procede analizar otros antecedentes con los cuales las defensas pretenden  fundamentar la falta de participación de sus mandantes en los delitos que se les atribuyen:

i)La de Zapata Reyes (3259) expone que “Para acusar a mi representado se tiene única y exclusivamente presente que la víctima el  24 de febrero de 1976 se le vio supuestamente detenida en el Cuartel de “Villa Grimaldi”, donde fallece producto de los disparos ejecutados por agentes que prestaban servicios en dicha unidad. Este solo hecho no es motivo suficiente para sostener que mi representado es la persona que le causó la muerte”.
 
No obstante, del mérito de las probanzas del proceso no resulta acertado estimar que aquel hecho sea el único antecedente inculpatorio en contra de Basclay Zapata pues procede recordar los siguientes testimonios:

1)De Jerónimo del Carmen Neira Méndez (994), funcionario de Carabineros destinado por  la DINA a  “Villa Grimaldi” en cuanto relata:“…Dos detenidos vivos fueron trasladados desde este lugar (Vicuña Mackenna) hasta “Villa Grimaldi”, estos dos detenidos, una mujer y un hombre, ambos estaban heridos y gritaban de dolor…el asunto es que en un momento dado Miguel Krassnoff llamó a todos los agentes…con el objeto de que nos trasladáramos hasta el fondo del patio, cerca de “La Torre”, cosa que hicimos todos ya que era una orden; en el lugar Miguel Krassnoff dice algo como “esto es lo que se hace con estos infelices” y acto seguido comenzaron a dispararles con metralletas a los detenidos, esta labor la realizaron Miguel Krassnoff y Basclay Zapata…”.
2)De Gabriela del Carmen Salazar Rodríguez relativos a que fue detenida el 31 de diciembre de 1975 y trasladada hasta “Villa Grimaldi; en ese lugar vió a Mireya Pérez Vargas, la cual era llevada “en peso” por el equipo del “Troglo”(apodo de Zapata),la cual  usaba anteojos cuadrados con bordes oscuros, le dio la impresión de que la “traían herida”, la torturaron, luego de un rato se oyó un disparo en la zona de “La Torre”, escuchando a uno de los guardias decir “¡la Mireya se fue pata laucha¡”
3)De Silvio Antonio Concha relativos a ser  funcionario de Carabineros destinado a la DINA. En marzo de 1974 se integró a “Villa Grimaldi”. Expone que, en una oportunidad, hubo un enfrentamiento en que murió un Sargento de Carabineros, Tulio Pereira. En este enfrentamiento participó el grupo “Halcón” y recuerda que, en esa ocasión, Basclay Zapata llegó a “Villa Grimaldi”, con una mujer que había sido detenida  en el lugar  del enfrentamiento, era joven, medio gordita y  presentaba una herida a bala en una de sus piernas, la encerraron en una pieza sola. No sabe qué pasó con ella, supone que “la agrupación “Halcón” (integrada, entre otros, por Zapata) “se hizo cargo”.

4)De José Alfonso Ojeda Obando(1074), funcionario de Carabineros, destinado a la DINA y que en diciembre de 1974 fue enviado a “Villa Grimaldi. Añade que conoció a Tulio Pereira, quien trabajaba en el grupo “Halcón”, a cargo de Miguel Krassnoff y  murió en un enfrentamiento con una célula del MIR en la comuna de La Florida. Explica que acudió porque  Miguel Krassnoff pidió refuerzos. Concluye que el operativo estaba a cargo de Krassnoff, por lo tanto,  participó, entre otros, Basclay Zapata Reyes.
ii) La de Krassnoff Martchenko(3281) en cuanto arguye  que su defendido“…no tuvo participación alguna en el homicidio de Mireya Pérez Vargas…Además, se encuentra probado que el Teniente Krassnoff no se encontraba a cargo del recinto de detención denominado Villa Grimaldi…”

 
No obstante lo expuesto, lo cierto es que del mérito probatorio de  las siguientes atestaciones de agentes de la DINA, antes transcritas in extenso, resulta fehacientemente acreditada tal participación:

1)De José Avelino Yévenes Vergara(355 vta.,574, 1039, 1067, 1505, 1553 y  1561).

2)De Silvio Antonio Concha(782 y 788).

3)De Víctor Manuel Espíndola González(1199).

4)De Jerónimo del Carmen Neira Méndez (994).

5)De Marcia Alejandra Merino  Vega (1047 y 1908).
6)De José Alfonso Ojeda Obando(1074).

7)De Juan Ángel Urbina Cáceres(1332 y 1339). 
8)De Luís René Torres Méndez(1320, 1322, 1323 y 1475).

9))De Rodolfo Valentino Concha Rodríguez(1281 1286,1287,1289 y 1482).

10)De Samuel Enrique Fuenzalida Devia  (1865, 1873, 1894, 1900 y 1904).
11)De José Abel Aravena Ruiz(589, 686, 1033, 1288 bis,1456 y  2828) y
12)De Luis René Torres Méndez(1475, 1479 y 1510).
iii) La de Carlos López Tapia(3312) expresa que “La sola circunstancia de encontrarse a cargo de “Villa Grimaldi” no es suficiente para justificar la imposición como autor ejecutor de las conductas de sus subalternos que componían el recinto…se requiere…de otros elementos, como no haber ejercido un control apropiado sobre las fuerzas y haber tenido conocimiento del acto…cometido…las múltiples declaraciones…escasamente lo nombran, solo para decir que a cargo de Villa Grimaldi, entre otros, estaba Carlos López Tapia…”

 
Al respecto, cabe mencionar, lo que expresa su Hoja de vida y de Calificaciones (fojas  3635  a 3642):”15/III/76.Conducta.Manda,conduce y dirige su Unidad con rectitud y honorabilidad; ejerce sus derechos y atribuciones en beneficio institucional. Sus convicciones profesionales lo hacen actuar con mucha lealtad, lo cual es garantía para la seguridad Nacional”.

20/IV/76.Condiciones de mando e iniciativa. Los resultados obtenidos en los trabajos encomendados lo hacen aparecer dirigiendo en forma consciente y razonada. Motiva a sus subalternos y obtiene de ellos el máximo rendimiento. Actúa espontáneamente con acierto y lógica”.

Además de los dichos, transcritos íntegramente en el apartado respectivo del fallo, de quienes lo individualizan como el jefe del citado recinto de detención, con el grado de Coronel de Ejército, por lo tanto, inserto en una reglamentaria  estructura jerárquica, “sustentada en relaciones de supremacía y subordinación e integrada por una pluralidad de ejecutores fungibles”:
1)Declaraciones de Osvaldo Rubén Tapia Álvarez (810 y 1595).

2)Testimonios de Osvaldo Rubén Tapia Álvarez (810 y 1595). 
3)Atestaciones de Juan Ángel Urbina Cáceres(1332 y 1339).
4)Dichos de Carlos Enrique Miranda Meza(135)

5)Deposiciones de Luís René Torres Méndez(1320, 1322, 1323 y 1475).
6)Versión de Rufino Eduardo Jaime Astorga(1609)

7)Relato de María Gabriela Órdenes Montecinos (1646).
8)Asertos de Gustavo Galvarino Carumán Soto(1745, 1747 y 1766). 

9)Aseveraciones de José Jaime Mora Diocares(1775, 1780 y 1785). 
10)Afirmaciones  de  Jorge Claudio Andrade Gómez(1982). 
11)Declaración de Rinoldo Alismer Rodríguez Hernández(2782).

IV)La de Contreras Sepúlveda al solicitar su absolución expresa que debe  determinarse cuáles fueron los actos materiales ejecutados por el General Contreras que configurarían el delito de secuestro, que es un delito de acción, que se configura  al encerrar o detener sin derecho y que es un delito de resultado, en que debe haber relación de causalidad y es delito de lesión, supone un daño efectivo al bien jurídico protegido. En cuanto a la relación de causalidad cree haber una total ausencia en el caso de su mandante. Estima que no es nexo causal el haber sido Director y miembro de la DINA. 
 
Por otra parte, en el numeral 2 del párrafo VI) del tercer otrosí de fojas 3334 la defensa de Juan Contreras expone que no se encuentra acreditada la participación de su mandante  en los términos del numeral 3° del artículo 15 del Código Penal (“Los que, concertados para su ejecución, facilitan los medios con que se lleva a efecto o lo presencian sin tomar parte inmediata en él”).

No obstante, con lo precedentemente analizado, en los fundamentos 6° y 7°, no puede sino concluirse que su conducta resulta comprendida en la descrita en el N° 2 del citado artículo 15 (“Los que fuerzan a inducen directamente a otro a ejecutarlo”), esto es, la de   “autor mediato”, en los ilícitos de que se trata, según los términos de Roxin. 
En efecto, se explica, por la doctrina: “Conforme al alcance del artículo 15 y al pensamiento de la Comisión redactora (del Código Penal chileno), autor mediato es el sujeto que logra que otra persona lleve a la práctica una acción delictiva por haberlo influenciado directamente…En nuestra legislación, en la autoría mediata, el intermediador actúa dolosamente…tiene conocimiento de que comete un delito… inducido y, por ende, si bien es mediador entre el que… induce y el resultado, es mucho más que un medio de ejecución, y por ello es también autor, pero inmediato…”

“El Nº 2 del art.15 consagra legislativamente lo que la doctrina denomina “el autor detrás del autor“, con las siguientes características: a)Coexisten dos acciones, la del autor mediato, constituida por el empleo de la…instigación, y la del autor inmediato, que materialmente realiza el hecho, y b)Tanto el autor mediato como el inmediato actúan dolosamente en el mismo sentido, de modo que este último no es un instrumento del primero, porque sabe lo que hace y la significación de su actuar, que viene a ser el efecto o consecuencia complementaria de la acción del inductor…Se trata de dos acciones complementarias, de cuya concurrencia se requiere para la existencia del delito: sin el comportamiento del autor mediato el…inducido no habría ejecutado el hecho; sin la ejecución del hecho el autor mediato no incurriría en delito…”(“Etapas de ejecución del delito, autoría y participación”. Mario Garrido Montt. Editorial Jurídica de Chile.1984.Páginas 280 y siguientes). 

En los mismos términos, ha razonado la jurisprudencia (fojas 5063 del Rol N° 14.133-2006 y fojas 2117 del Rol N° 14.131-2006.  29 de noviembre de 2006. Corte de Apelaciones de Santiago):”…cabe tener presente la figura de partícipe que Roxin denominó ”Dominio de organización”, cuyo sustrato material lo ha centrado mayoritariamente la doctrina en el hombre de atrás que dirige el aparato de poder organizado jerárquicamente - ya sea estatal o extra estatal- y que ve satisfecha sus pretensiones, con la emisión de órdenes destinadas a los escalones mas bajos de la pirámide y que tendría el dominio del hecho, mediante el curso del suceso y conseguiría controlar el “si” y el “cómo” de la ejecución…este dominio sobre el suceso se obtendría mediante la instrumentalización a la que se somete el ejecutor y que, ajena a todo ejercicio de error o coacción, se satisface gracias al funcionamiento automático del aparato, garantizado por la particular estructura del mismo y la existencia de una amplia red funcional...el hombre de atrás se sirve “de otro” para la ejecución del delito, a partir de su posición de dirigente del aparato, que resulta reflejado en el desempeño de tareas de planificación, control y dirección…la figura del “autor tras el autor” conlleva no sólo el dominio de la organización, sino también el carácter de la responsabilidad que emana en la participación de los diversos actores responsables del ilícito, produciéndose una coautoría, en términos tales que el grado de dominio ejercido por el  llamado hombre de  atrás, es igual a la de los otros coautores o mayor incluso que la de ellos (principio de convergencia) …en relación al dominio de la organización, que permite responsabilizar al hombre de atrás como autor mediato de los delitos cometidos por sus subordinados en el seno de un aparato de poder, si bien no coincide con la formulación originaria de Roxin y utilizada, reiteradamente, por el Tribunal Supremo Alemán, estamos en presencia de un  aparato de poder, que desarrolló proceso reglados y que funcionó de modo casi automático, en el sentido que la organización tuvo una estructura jerárquica, sustentada en relaciones de supremacía y subordinación e integrada por una pluralidad de ejecutores fungibles, que permitieron al hombre de atrás poder confiar en el cumplimiento efectivo de las órdenes emitidas, independiente que el aparato se hubiere encontrado desvinculado o no del ordenamiento jurídico interno vigente en el momento de la comisión de los delitos…del mismo modo, cualquier contribución causal a la comisión de un acto  ilícito,  y en particular, de la responsabilidad de los líderes dentro de  organizaciones jerárquicas está explicitado por la autoría indirecta por medio del dominio del hecho en virtud de un aparato organizado del poder pero, además, en el texto legal vigente permite reconocer el concepto de “autor funcional”, el cual es destinatario de la norma penal que…no sólo debe considerarse autor al que ejecuta materialmente el hecho, sino también, quien ejerce el mando funcional”.

 Asimismo, como las alegaciones de la defensa no controvierten el hecho de que Contreras Sepúlveda era el Director Ejecutivo de la DINA, asumiendo una  calidad de  autor mediato en el ilícito de que se trata, según lo analizado, ello no permite, en caso alguno,  eximirlo de responsabilidad penal en los ilícitos que se le atribuyen.
V) La de Fuentes Torres arguye que “En lo que dice relación con el delito de secuestro…no existe participación criminal porque no hay delito. Así de simple. Siguiendo a Etcheberry debe agregarse que el sujeto activo de aquel delito es un particular y si quien despliega la conducta es un funcionario público que obra como tal, el delito muta en detención ilegal…” 

 
Sobre esta apreciación nos remitimos a lo que más adelante explicitamos(apartado 33°)sobre la tipificación del delito cometido en la persona de Mireya Pérez consistente en un delito de  secuestro y  no en una detención ilegal.


La aludida defensa añade, respecto del delito de homicidio:”…se debe reflexionar con mucha seriedad sobre la factibilidad intelectiva, policial, probatoria y concreta para verificar hechos de tan larga data y la participación culpable de José Fuentes en ellos…en ninguna cita testimonial se lee con precisión a José Fuentes como parte de una conducta criminal…”

  
A este respecto, corresponde recordar los dichos de los once testigos que  se individualizan en el apartado 19°del fallo, en cuanto a la pertenencia de Fuentes Torres al grupo operativo “Halcón”, a su antigüedad en la agrupación, a su calidad de jefe del grupo y a su intervención en la detención de la víctima en su domicilio. 






3)
Principio de  absorción.

27°) Que la defensa de Basclay Zapata pide aplicar en este proceso el principio de la absorción “ya que estamos frente a un acto que constituye el medio para cometer o realizar el otro que es el principal, esto es, lo que la doctrina denomina “actos anteriores o posteriores impunes”. Pide ”recalificar los hechos solo como homicidio calificado, ya que al sacar a la víctima de su domicilio fue con la intención única de darle muerte en un lugar alejado de su domicilio,  con la finalidad de lograr su impunidad, no existiendo jamás el ánimo de  privarla ilegítimamente de su libertad, teniendo en todo  caso claro y categóricamente aceptado que mi representado desconocía el verdadero sentido y alcance de la orden que le correspondió cumplir en su calidad de Cabo”. 
El defensor de Miguel Krassnoff, por su parte,   estima que de existir  una conducta ilícita, esta no sería otra que el delito tipificado en el artículo 391 N°1 del CP., en atención a que el secuestro o detención ilegal se subsume en el homicidio ya que evidentemente el verbo rector del ilícito sería el de matar.
28°) Que, el principio de la consunción o de la absorción implica que  cuando la ley establece la

penalidad de una figura delictiva ya ha tomado en “consideración la gravedad de otras conductas también punibles, que las acompañan ordinariamente, como antecedentes, como medios, como etapas de desarrollo, como consecuencias, etc.(y) debe aplicarse solamente la disposición que contempla la infracción principal y las que sancionarían esas otras conductas accesorias desaparecen, se consumen en la infracción principal, son absorbidas por ella…”(Alfredo Etcheberry. “Derecho Penal”. Tomo II).Editora Nacional Gabriela Mistral, 1976, Página 90). 

29°) Que, tal como quedó explicitado en el fundamento 2° precedente, en este proceso se  ha determinado en forma fehaciente  que, con ocasión del allanamiento del domicilio en que vivía Mireya de Lourdes Pérez Vargas, se produjo un enfrentamiento en que mueren dos de los ocupantes del inmueble y uno de los  agentes de la brigada “Halcón” de la DINA; Mireya de Lourdes Pérez Vargas quedó lesionada, en el intercambio de disparos, uno de los proyectiles le provocó una herida en una pierna y fue llevada al recinto clandestino de detención de “Villa Grimaldi”, en el cual se mantenían recluidos a militantes de las agrupaciones opositoras al gobierno militar, como los individualizados en el considerando 1°de este fallo.   
Ahora bien, no existe antecedente alguno en autos que acredite lo expresado por el abogado defensor de de Basclay Zapata – acusado que, por otra parte,  niega participación en los hechos - en cuanto a que”…al sacar a la víctima de su domicilio fue con la intención única de darle muerte en un lugar alejado de su domicilio  con la finalidad de lograr su impunidad…”,o que “evidentemente el verbo rector del ilícito sería el de matar”, como lo asevera la  defensa de Krassnoff.

En consecuencia, se advierte, en la especie, la ausencia de la situación denominada concurso aparente de leyes penales, en 
que  se trata de un solo delito, regido por una sola disposición penal, que es la que contempla la infracción principal.

30°)Que, tal concurso no puede confundirse con un  concursos de delitos, que no se excluyen entre sí y, por ende, en que hay pluralidad de ilícitos. Por ello, en la ausencia del nexo necesario para estimar que ambos ilícitos sean posibles de ser comprendidos en los principios de la absorción o de la consunción, procede desechar las peticiones antes enunciadas.


No obstante, tal como se ha razonado en el apartado 3°precedente, los hechos investigados constituyen del delito de secuestro calificado, que contempla y sanciona el artículo 141, incisos 1º y 4º del Código Penal, con presidio mayor en su grado medio a máximo, puesto que la víctima fue  privada de libertad, sin derecho, y llevada para mantenerla  encerrada en el recinto clandestino de detención de “Villa Grimaldi”, resultando, finalmente, con un daño grave en su persona, esto es, su homicidio.





4)

Detenciones practicadas acorde con el Derecho.
31°) Que, por otra parte, la defensa de Juan Manuel Contreras expresa que de haber existido detención, ésta se habría realizado como parte de las funciones propias de la DINA. Si su mandante actuó en los ilícitos que se le atribuyen lo hizo, en cuanto al secuestro calificado al tenor del artículo 141 del Código punitivo, ”con Derecho.” Razona que de acuerdo al artículo 10 del Decreto Ley 521”Para el ejercicio de las facultades de traslado y arresto de personas que se conceden por la declaración de Estado de Sitio u otras que puedan otorgarse en las circunstancias de excepción  previstas en la Constitución Política, la Junta de Gobierno podrá disponer que las diligencias de allanamiento y aprehensión, si fueren necesarias, sean cumplidas además por la Dirección de Inteligencia Nacional”.

Por su parte el defensor  de Carlos José Leonardo López Tapia solicita se le absuelva de la acusación de autoría del delito de secuestro, porque los funcionarios militares que habrían detenido a Mireya Pérez Vargas se encontraban en una situación propia del Estado de Sitio, facultados para arrestar, es decir, privar de libertad a las personas y mantenerlas en lugares que no fueran normalmente destinados a la detención o prisión de reos comunes. Ello implica, agrega, que no concurre el elemento del tipo del artículo 141 “sin derecho” o del artículo 148 “ilegal y arbitrariamente”, por lo que no es posible sancionar estas privaciones de libertad ni a título de secuestro ni a título de detención ilegal.
32°)Que, resulta adecuado, sobre este aspecto, recordar las funciones desempeñadas por la Dirección de Inteligencia Nacional, que, por su carácter secreto, jerárquico y compartimentado, permitió cometer los delitos investigados en autos, por cuanto se pretendía exterminar a los militantes de partidos políticos considerados como asociaciones ilícitas, permitiendo su detención sin orden competente alguna de autoridad administrativa o judicial.

Conviene recordar que el Decreto Ley  Nº 521 califica a la DINA como “un organismo militar de
carácter  técnico y profesional...cuya misión será la de reunir toda la información a nivel nacional...con el propósito de producir la inteligencia que se requiera para la formación de políticas, planificación y para la adopción de medidas que procuren el resguardo de la seguridad nacional y el desarrollo del país”.
 No obstante, corresponde precisar que el artículo transitorio del Decreto Ley N°521, respecto de sus artículos 9°,10° y 11° (que facultaban allanamientos y aprehensiones, según se reconoce por el defensor de Contreras) dispuso su “circulación restringida”, lo que obsta a considerar dicho Decreto Ley como integrante de nuestro ordenamiento jurídico. En efecto, según el artículo 6° del Código Civil “La Ley no obliga sino una vez promulgada en conformidad a la Constitución Política del Estado y publicada…La publicación de la ley se hará mediante su inserción en el Diario Oficial y desde la fecha de éste se entenderá conocida de todos y será obligatoria”. En consecuencia, no es posible ampararse en dichas normas, no incorporadas legalmente al ordenamiento jurídico chileno, por no haber sido insertas en el Diario Oficial, para justificar las detenciones ordenadas y efectuadas por miembros de la Dirección de Inteligencia Nacional.

Por otra parte, si bien es efectivo que en determinadas circunstancias de anormalidad se pueden suspender temporalmente algunos derechos garantidos por la Constitución Política, el sistema establece el marco dentro del cual la restricción puede operar, enumerando las circunstancias por  las cuales  puede   decretarse. 








5)

Delito de detención ilegal y no de secuestro.

33°)Que, las defensas de Juan Manuel Contreras, de Miguel Krassnoff, de  Carlos López y de José Fuentes,  estiman que, en el caso de autos, no hubo delito de secuestro de Mireya Pérez Vargas, sino de detención ilegal, por cuanto el primer ilícito sólo pueden cometerlo los particulares y el segundo es delito propio de los funcionarios públicos, en caso de encerrar o detener contra derecho a un tercero. 

34°)Que, tal pretensión debe ser rechazada tanto con el mérito de lo razonado en los apartados segundo y tercero de este  fallo, relativos al hecho punible y  calificación del ilícito, cuanto porque en el delito de secuestro se sanciona a quien, sin derecho, encerrase a otro privándole de su libertad; ahora bien, "sin derecho" involucra una infracción substancial al régimen de detención, importa una absoluta falta de legalidad en la detención o encierro, una ausencia de motivación suficiente; en cambio, la institución de la detención o arresto, contemplada en el artículo 148 del Código punitivo, es de naturaleza jurídica con fines y contenidos precisos y predeterminados, reglamentados   en los artículos 251 a 272, 278 y 280 a 305 del Código de Procedimiento Penal; por ende, la detención inmotivada, “sin derecho”, transforma el delito en un secuestro y aunque  la detención o encierro la realice un sujeto investido de autoridad, pero carente de legitimidad  para llevarlo a cabo, se ejecuta un delito de secuestro. Además, en la especie, se habría restringido la libertad ambulatoria  de una persona, sin justificación jurídica alguna, con fines ajenos a las labores propias de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, por haber sobrevivido, aunque herida, en un enfrentamiento en que resultó muerto un agente de la DINA, al allanar el domicilio de la víctima. 

Es lo que ha señalado, últimamente, en un caso similar, la Excma. Corte Suprema: “Para discernir el tipo donde debe insertarse la conducta del inculpado, es útil precisar que el funcionario  no sólo debe actuar guiado por un interés en la cosa pública, sino que su intervención debe probar también objetivamente un importante grado de congruencia o conexión con el régimen o procedimiento regular de privación de la libertad individual. Lo esencial en este punto ha sido la obstaculización o libre desenvolvimiento de los procedimientos de control judicial o administrativo de la privación de libertad de una persona, lo que trae como consecuencia que el condenado no se encuentre en la situación del artículo 148 de la recopilación sancionatoria sino que en aquella del artículo 141…Así se ha estimado que son parámetros decisivos para determinarse cuál de las dos disposiciones es procedente aplicar, el observar que: a)se detenga en razón de la persecución de un delito; b)que se deje alguna constancia de la detención y c)que se ponga al detenido a disposición de los tribunales de justicia. Faltando estos requisitos debe aplicarse el artículo 141, por lo que corresponde subsumir en dicho tipo la detención ilegal llevada a cabo con grave abuso del cargo por el funcionario”.

(Fundamento 3º de la sentencia de reemplazo, de 24 de enero de 2007, del Rol Nº1.427-05).




6)         

Prescripción de la acción penal.
35°)Que, las defensas de Basclay Zapata Reyes, la de Miguel Krassnoff, la de Contreras Sepúlveda, la de Carlos López y  la de José Fuentes  oponen la excepción contemplada en el numeral  7° del artículo 433 del Código de Procedimiento Penal, fundada en que en atención a que los artículos  93 N° 6° y 94 del Código Penal establecen como periodo máximo de la  prescripción de la acción penal un plazo de 15 años, procedería aplicar este instituto a los hechos investigados en autos; el artículo 95 del Código Penal establece que el término de la prescripción comienza a  correr desde el día en que se hubieren cometido los presuntos delitos y como los sucesos investigados habrían transcurrido hace 32 años, el 24 de febrero de  1976, la acción penal habría prescrito y asimismo la responsabilidad penal por aplicación del artículo 93 N°6 del Código Penal.
36°)Que, en relación con la excepción de prescripción  de la acción penal, procede recordar, en  primer término, el fundamento 38º de la sentencia  de la Excma. Corte Suprema, recaída en el ingreso rol Nº517-2004,en cuanto rechaza los recursos de casación en el fondo  y en la forma interpuestos por los autores del secuestro de Miguel Ángel Sandoval Rodríguez: ”En el caso de estudio, en el evento que los sentenciados expresaren en que lugar se encuentra la víctima, recién ahí comenzaría a contarse la prescripción a su favor, y si esta estuviere muerta, habría que determinar la data del fallecimiento para, en primer término, ver si se encontraba comprendida en el periodo amparado por la amnistía, y en caso de no estarlo, comenzar el cómputo de la prescripción. Pero en modo alguno pueden aplicarse estas instituciones al no haber cesado el estado delictivo en el cual incurrieron los secuestradores, toda vez que el injusto se ha mantenido”.
Por otra parte, procede agregar que la prescripción, como se ha dicho, ha sido establecida más que por razones dogmáticas por criterios políticos, como una forma de alcanzar la paz social y la seguridad jurídica. Pero, en el Derecho Internacional Penal, se ha estimado que esta paz social y esta seguridad jurídica son más fácilmente alcanzables si se prescinde de la prescripción, cuando menos respecto de los crímenes de guerra y los crímenes contra la humanidad. Al respecto, corresponde   remitirnos a los fundamentos señalados en el considerando cuarto precedente en cuanto se razona en el sentido de que el homicidio cometido en la persona de Mireya Pérez Vargas constituyó un crimen de lesa humanidad. 

En efecto, la comunidad internacional ha estimado que crímenes atroces, como éstos, son siempre punibles y por ello la Asamblea General de las Naciones Unidas, en su Resolución N°2.391 del 26 de noviembre de 1968,que entró en vigor el 8 de noviembre de 1970, aprobó la “Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y los Crímenes de Lesa Humanidad”, en cuyo  artículo 1°, letra a), se incluyó, expresamente, entre los crímenes de guerra, los contemplados en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nüremberg del 8 de agosto de 1945 y las “Infracciones Graves” enumeradas en los “Convenios de Ginebra” para la protección de las víctimas de guerra:”Los crímenes de lesa humanidad cometidos tanto en tiempo de guerra como en tiempo de paz, según la definición dada en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nüremberg, de 8 de agosto de 1945, y confirmada por las Resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I) de 13 de febrero de 1946 y 95 (I) de 11 de diciembre de 1946…”
En consecuencia, las normas sobre imprescriptibilidad  de los crímenes de guerra y de lesa humanidad confirman el principio esencial en cuanto a que la imputabilidad, el juzgamiento y la condena por tales delitos son procedentes, cualquiera que sea la época en que se hubieren cometido. 
Por ello, los “Convenios de Ginebra”, que serán  analizados en los siguientes  fundamentos, consagran el deber del Estado de persecución de los crímenes de guerra, sin poder “auto exonerarse” a su respecto.
Se corrobora esta aseveración, por otra parte, en la sentencia de la  Excma. Corte Suprema (Rol N°2664-04), en cuanto expresa:

”DECIMO SEPTIMO.-Que, debe tenerse presente también la llamada Convención sobre la imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad de 1968, que aunque no ha sido ratificada por Chile, surge en la actualidad con categoría de norma de ius cogens o principios generales de Derecho Internacional.

Se ha reconocido la primacía del derecho internacional sobre el derecho interno como sucedió con la incorporación como Tratado de la Convención de Viena sobre los derechos de los Tratados, ratificado por Chile el 9 de abril de 1981, promulgado por Decreto Supremo N°381 de 1981, donde en su artículo 26 de la citada convención, reconociendo dicha primacía, indica que no puede invocarse ninguna razón legitima para atropellar el cumplimiento de buena fe de las obligaciones contraídas, lo que se corrobora en su artículo 27,en que se determina que un Estado Parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado”. 

Asimismo, procede recordar lo expresado por la doctrina, en cuanto a que el delito de secuestro, uno de los ilícitos materia de la acusación de oficio, tiene el carácter de permanente, esto es, se trata de un estado delictuoso que se prolonga en el ámbito temporal mientras subsista la lesión del bien jurídico afectado.

”En cuanto a su consumación, este delito es permanente, y se prolonga mientras dura la privación de libertad. Sólo al cesar ésta comienza a contarse el plazo de prescripción". (Alfredo Etcheberry, "Derecho Penal", Editora Nacional Gabriela Mistral, Tomo III, 1976,página 154).

 "La acción que lo consuma crea un estado delictuoso que se prolonga en el tiempo mientras subsiste la lesión del bien jurídico afectado. Su característica esencial es la persistencia de la acción y del resultado. Gráficamente, el delito instantáneo se representa por un punto y el permanente, por una línea". (Gustavo Labatut, "Derecho Penal", Tomo I, 7ª edición, página 158).
“…el agente encierra a su víctima y su conducta típica queda completa con ello, pero el encierro empieza a durar y puede durar más o menos según la voluntad del hechor. Esta mantención o subsistencia de la conducta típica plena, puede darse solamente en ciertos tipos que emplean un verbo denotativo de una conducta susceptible de duración. Así ocurre con los artículos 135,141,142...224 Nº5, 225 Nº5 y 457, entre otros. Obsérvese como varios de ellos colocan la expresión “continuare” antes de la forma verbal indicativa de la acción típica, la que se usa en gerundio”.

“En suma, la característica diferencial entre los delitos instantáneos y permanentes está en que  los primeros quedan terminados cuando alcanzan la plenitud de los requisitos propios de la consumación, al paso que los segundos inician en ese momento una duración en el tiempo más  o menos prolongada, en la cual la violación jurídica subsiste por la voluntad del sujeto activo…La gran importancia de esta clasificación queda demostrada por diversas particularidades que presentan los delitos permanentes, entre ellos destaca: La prescripción de la acción correspondiente a ellos no empieza a correr sino una vez que ha cesado la duración de su estado consumativo”. (Eduardo Novoa Monreal, ”Curso de Derecho Penal Chileno”. Editorial Jurídica de Chile, 1960, páginas 259 a 261).
“El secuestro es un delito de lesión y además es de aquellos delitos llamados permanentes, debido a que se realiza todo el tiempo mientras perdura la privación de libertad. Esta última característica es importante para las cuestiones relativas a…la prescripción…”(Sergio Politoff, Jean Pierre Matus y María Cecilia Ramírez.”Lecciones de Derecho Penal Chileno”. Editorial Jurídica de Chile.2004.Página 193).
Por lo tanto, mientras se prolongue tal situación no se puede, racionalmente, indicar el momento en que  comienza el cómputo a que se refiere el artículo 95 del Código Penal y las razones para estimar el ilícito como permanente permiten, por otra parte,  desechar las alegaciones en sentido contrario señaladas por las mencionadas defensas.





7)





Amnistía

37°)Que, los mandatarios letrados de Basclay Zapata Reyes, de Miguel Krassnoff, de Carlos López y de Juan Manuel Contreras, oponen, además, la excepción contemplada en el numeral  6° del artículo 433 del Código de Procedimiento Penal. Estiman que es procedente aplicar la amnistía consagrada en el Decreto Ley N°2.191, de 1978, en relación con el artículo 93 N°3 del Código Penal, puesto que su artículo 1° “concede amnistía a todas las personas que en calidad de autores, cómplices o encubridores hayan incurrido en hechos delictuosos durante el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1978”, por lo cual corresponde declarar su procedencia como causal de extinción de la responsabilidad penal, en virtud del artículo 93 N°3° del Código citado. 
Se añade que, por otra parte, en causas similares a ésta, se ha sostenido que los delitos investigados serían imprescriptibles y no amnistiables por disponerlo así la normativa internacional. Sin embargo, arguyen que los Acuerdos que se mencionarán son inaplicables. Así la “Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio” no es aplicable porque en la legislación nacional no se ha establecido la pena que habría debido corresponder, al tenor del artículo 19 N°3, incisos 7° y 8° de la Constitución Política de la República. Los “Convenios de Ginebra” tampoco lo son porque su aplicación se limita específicamente a los “casos de guerra de carácter internacional declarada” y “a los conflictos armados o bélicos o de guerra interna efectivos”. En cuanto a si Chile estaba o no en Estado de Guerra, se agrega, el Decreto Ley N°3 declaró el Estado de Sitio por conmoción interna y reconoció un Estado de Guerra sólo con el objeto de dar aplicación a la normativa penal militar sustantiva, procesal y orgánica, según lo consigna el Decreto Ley N°5. Con posterioridad, la autoridad reglamentó los Estados  de Emergencia en el Decreto Ley N°640 y el 18 de septiembre de 1974 se declaró al país en Estado de Sitio en grado de Defensa Interna, lo cual no importó reconocimiento de un estado o tiempo de guerra. Por lo expuesto, expresan que no es posible sostener que existieran “fuerzas armadas disidentes”, lo que hace inaplicable las “Convenciones de Ginebra”. Se continúa que el “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos” carece de aplicación porque se incorporó a la legislación al promulgarse el 29 de abril de 1989; lo mismo ocurre con el “Pacto de San José de Costa Rica”, incorporado en 1990 y con la “Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas”, suscrita en 1994.Terminan señalando que el Código de Derecho Internacional Privado fue ratificado por Chile con la reserva contenida en su artículo 3°,  cual es que, en caso de conflictos entre la legislación chilena y alguna extranjera, los preceptos de la legislación de Chile prevalecerán sobre dicho Código, si hubiera desacuerdo entre unos y otros. Concluyen que al haber ocurrido los hechos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1978 procede acoger esta excepción y dictarse la correspondiente absolución.
        Que, en  relación con la  amnistía, invocada por  las antes mencionadas defensas, procede consignar, tal como se expresó al desecharla como excepción de previo y especial pronunciamiento, que, atendido el ámbito temporal fijado por el Decreto Ley Nº2.191, de 1978, relativo a hechos delictuosos cometidos por personas determinadas, entre el 11 de septiembre de 1973  y el 10 de marzo de 1978, y habida consideración del carácter permanente del delito de secuestro de Mireya Pérez Vargas, puesto que, como lo expresa la doctrina y, reiteradamente, la jurisprudencia de nuestros Tribunales Superiores de Justicia,  se trata de un “estado delictuoso que se prolonga en el ámbito temporal mientras subsista la lesión del bien jurídico afectado, en él han persistido la acción y el resultado”(fundamento 30º de los autos Rol N°517-2004 de la Excma. Corte Suprema en cuanto se  rechaza los recursos de casación en el fondo  y en la forma interpuestas por quienes secuestraron a Miguel Ángel Sandoval Rodríguez),los ilícitos que hubieren de configurarse exceden el ámbito temporal y sustantivo de aplicación del citado Decreto Ley.
A mayor abundamiento, se advierte que el delito de secuestro que, en la especie, afectó a Mireya Pérez Vargas y que se encuadra en el artículo 141 del Código Penal, corresponde,  además, al delito “descrito en el artículo II, de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, suscrita en Belén de Pará, Brasil, el nueve de junio de mil novecientos noventa y cuatro, actualmente en tramitación en el Congreso Nacional, la que ya entró en vigencia internacional el veintinueve de marzo de mil novecientos noventa y seis, al ser ratificada por varios Estados latinoamericanos”(considerando 32º del Rol recién citado),aludiendo a la Convención acordada en el 24º Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos y suscrita por Chile el seis de octubre de mil novecientos noventa y cuatro. El artículo II de la misma expresa: “Para los efectos de la presente Convención, se considerará desaparición forzada la privación de libertad de una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de recursos legales y de las garantías procesales pertinentes”. 

Por su parte, el artículo III de esta Convención señala la extrema gravedad del delito y su carácter continuado o permanente, mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima. Y, tal como se ha escrito”…al ser Chile Estado suscriptor de la Convención sobre Desaparición Forzada de Personas, está obligado por la Convención de Viena, de 1969, sobre el Derecho de los Tratados, que se encuentra incorporada al derecho interno de nuestro país, a no frustrar, de acuerdo a su artículo 18, el objeto y fin de dicha Convención, antes de su entrada en vigor”. (Rol N°11.821-2003. Corte de Apelaciones de Santiago). 

En consecuencia, debe concluirse que si la situación descrita por el mencionado artículo II de dicha Convención quedara impune en Chile se vulneraría el objeto y el fin de la misma.

Por otra parte, en la doctrina, los tratadistas han expresado:

”En cuanto a su consumación, este delito es permanente y se prolonga mientras dura la privación de libertad”. (Alfredo Etcheberry. ”Derecho Penal”. Editora Nacional Gabriela Mistral.1976. Tomo III, página 154).

 “La acción que lo consuma crea un estado delictuoso que se prolonga en el tiempo mientras subsista la lesión del bien jurídico afectado. Su característica esencial es la persistencia de la acción y del resultado…”(Gustavo Labatut.”Derecho Penal”. Tomo I) 7ª. Edición, página 158).

Y en el mismo sentido razonan, como se ha repetido, Luis Cousiño Mac Iver. (”Derecho Penal Chileno”. Editorial Jurídica de Chile, 1975, Tomo I, páginas 316 a 319); Eduardo Novoa Monreal (“Curso de Derecho Penal Chileno”, Tomo I, Editorial Jurídica de Chile.2005,página 250);Enrique Cury U.(”Derecho Penal. Parte General”, Tomo II, Editorial Jurídica de Chile,1992,página 433); Hugo Ortiz de Filippi (”De la Extinción de la responsabilidad penal”. Ediar Conosur Ltda.,1990,página 92);Gonzalo Yuseff Sotomayor,(”La prescripción penal”. Editorial Jurídica de Chile.2005,página 90) y Manuel de Rivacoba. (”El delito de usurpación y el problema de la prescripción, Gaceta Jurídica N°4,1984.página 3).
En resumen de lo analizado debe, necesariamente,  concluirse  que la amnistía rige para los delitos consumados  entre las datas fijadas por el Decreto Ley N°2.191, de modo que la normativa invocada por las defensas de los acusados no es aplicable al caso de autos, ya que  la ejecución del delito de secuestro que se les atribuye excede los límites temporales fijados, en forma precisa, por dichas  normas.

Con respecto a los crímenes de lesa humanidad, cual es el caso del homicidio calificado cometido en la persona de Mireya Pérez Vargas, debe recordarse que nuestro país vivió bajo “Estado o Tiempo de Guerra” desde el 11 de septiembre de 1973 hasta el 10 de septiembre de 1974, en virtud del Decreto Ley Nº3, en relación con el Decreto Ley Nº5 y desde el 11 de septiembre de 1974 hasta el 10 de septiembre de 1975, de conformidad  con los Decretos Leyes Nº 641 y Nº 922, todo lo cual hace aplicable en materia de la acusación de oficio, los “Convenios de Ginebra”, de 1949, que, como se dijo, contemplan para las Partes Contratantes la prohibición de “auto exonerarse” por las responsabilidades en que puedan haber incurrido en relación con “graves infracciones” a los mismos, entre ellas, el homicidio intencional, la tortura o los tratos inhumanos y la detención ilegítima y esta prohibición de auto exonerarse, reiteramos, alcanza a las causales de extinción de responsabilidad penal, como lo es la  amnistía.
38°) Que, en efecto, respecto de los Convenios Internacionales, que las defensas de los  encausados estiman inaplicables al caso en estudio, existe unanimidad en la doctrina, en cuanto a que la amnistía deberá tener por objeto tan solo  delitos políticos o militares "pero limitados a aquellos que no atenten contra los derechos humanos que le corresponden a cada individuo por el hecho de ser persona".
Conviene precisar, frente a los argumentos esgrimidos por los  letrados, el  alcance de  los “Convenios de Ginebra”, de 1949, aplicables a situaciones de conflictos armados  internos. 

Los cuatro “Convenios de Ginebra” entraron en vigor en nuestro ordenamiento jurídico, haciéndose obligatorias sus normas, en las fechas en que fueron publicados en el Diario Oficial, esto es, entre los días 17 y 20 de abril de 1951.

 
El artículo 3°, común a los cuatro Convenios, prescribe:“en caso de conflicto armado sin carácter internacional y que surja en el territorio de una de las Altas Partes contratantes, cada una de las Partes contendientes tendrá la obligación de aplicar por lo menos las disposiciones siguientes:

1. Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluso los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas que hayan quedado fuera de combate por enfermedad, herida, detención o cualquiera otra causa, serán en toda circunstancia tratadas con humanidad…Al efecto, están y quedan prohibidas en cualquier tiempo y lugar, respecto de las personas arriba mencionadas: a)los atentados a la vida y a la integridad corporal, especialmente el homicidio  en toda sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, las torturas y suplicios”.

Por su parte, tanto el artículo 147 del Convenio IV) (sobre “Protección de personas civiles en tiempos de guerra”) como  el artículo 130 del Convenio III), (relativo al “Trato debido a los prisioneros de guerra”), prescriben que deben considerarse como infracciones graves a los mismos los siguientes actos contra las personas: homicidio intencional, tortura o tratos inhumanos, incluso experiencias biológicas, causar intencionalmente grandes sufrimientos o atentar gravemente a la integridad física o a la salud, las deportaciones o traslados ilegales y la detención ilegítima.  

Finalmente, el artículo 148 del Convenio IV) - norma similar a la del artículo 131 del Convenio III) – expresa:“Ninguna Parte contratante podrá exonerarse a sí misma, ni exonerar a otra Parte contratante de las responsabilidades en que haya incurrido ella misma, u otra Parte contratante, respecto de las infracciones previstas en el artículo anterior”. 

Por ende, ha existido para nuestro  país  una expresa prohibición de “exonerarse”(según el Diccionario de la Lengua Española “exonerar” es “aliviar, descargar, liberar de peso, carga u obligación”), esto es, de “amparar la impunidad”, como se ha escrito, y consecuencia de ello es que el artículo 146 del Convenio IV) impone para las Partes Contratantes “la obligación de buscar a las personas acusadas de haber cometido, u ordenado cometer, cualquiera de las infracciones graves”, debiendo “hacerlas comparecer ante los propios tribunales.
Por otra parte, en sentencia de la Excma.Corte Suprema, de dieciocho de enero de dos mil siete, (Rol N°2.666-04) se expresa:

”DECIMO CUARTO.-Que actualmente la aplicabilidad de estos Convenios ha sido permanentemente respetada en diversos fallos que se han dictado por esta Excma. Corte, entre otras, en la sentencia de fecha nueve de septiembre de 1998 (Rol N°469,considerando 10°) y en el pronunciamiento de 17 de noviembre de 2004 (Rol N°517-2004).

“DECIMO QUINTO:-Que esta Corte, respecto de los Convenios de Ginebra ha señalado que “La omisión de aplicar las disposiciones de los Convenios importa un error de derecho que debe ser corregido por la vía de este recurso, en especial si se tiene presente que de acuerdo a los principios de Derecho Internacional, los tratados internacionales deben interpretarse y cumplirse de buena fe por los Estados, de lo que se colige que el derecho interno debe adecuarse a ellos y el legislador conciliar  las nuevas normas que dicte a dichos instrumentos internacionales, evitando transgredir sus principios, sin la previa denuncia de los Convenios respectivos”. (S.C.S. de 09.09.1998, Rol N°469, consid.10°)”

Por consiguiente, los referidos Convenios impiden la aplicación de la amnistía respecto de delitos cometidos en caso de conflictos armados sin carácter internacional, situación que, jurídicamente, existió en Chile a partir del 11 de septiembre de 1973, como lo ha estimado  la doctrina: “Informe en Derecho “ de Hernán Quezada Cabrera y “Definición y persecución del Crimen de Tortura en el Derecho Internacional”, de Karim Bonneau,(publicación de CODEPU, Enero 2004) y la reiterada jurisprudencia de  la Excma. Corte Suprema, a saber:

I) (Acápite  34º del rol N°517-2004 del Excmo. Tribunal antes citado):”…a la data de los acontecimientos en análisis, indudablemente se encontraban vigentes, como hoy, los Convenios de Ginebra de mil novecientos cuarenta y nueve, ratificados por Chile…que, en su articulo 3º…obliga a los Estados contratantes, en caso de conflicto armado sin carácter internacional ocurrido en su territorio, que es justamente la situación de Chile durante el periodo comprendido entre el doce de septiembre de mil novecientos setenta y tres y el once de marzo de mil novecientos setenta y cinco, el trato humanitario incluso de contendientes que hayan abandonado sus armas…prohibiéndose para cualquier tiempo y lugar, entre otros…los atentados a la vida y a la integridad corporal…”.
II) Y más recientemente (sentencia de 18 de enero de 2007):”Octavo.- Que, es lo cierto que la finalidad del gobierno de facto consistió en deponer al gobierno de aquel entonces, a través de un golpe de Estado ejecutado el 11 de septiembre de 1973,para así obtener el poder y mando del País. Las razones se encuentran también plasmadas en los catorce numerales que contiene el Bando N°5 pronunciado por la Junta de Gobierno de aquella época.

“El Golpe de Estado fue un acto de guerra y desde aquel, en nuestro país, se vivió una situación de conmoción interna, como lo confirma el Decreto Ley N°3 de la misma fecha del citado Golpe, cuando considerando tal circunstancia y lo dispuesto en el artículo 72 N°17 de la Constitución Política del Estado, la Junta de Gobierno declaró el denominado “Estado de Sitio” en todo el territorio de la República”. (Rol N°2.666-04).
En efecto, el Decreto Ley N°3 ( D. O. de 18 de septiembre de 1973) declaró el Estado de Sitio en todo el territorio de la República, en virtud de lo establecido en el artículo 72 N°17 de la Constitución Política de 1925, por la causal de “conmoción interior”; pues bien el carácter de esa ”conmoción interior” fue fijado por el Decreto Ley N°5 (D. O. de 22 de septiembre de 1973), dentro de  cuyos fundamentos se consideró “la necesidad de reprimir en la forma más drástica posible las acciones que se están cometiendo contra la integridad física del personal de las Fuerzas Armadas, de Carabineros y de la población en general”, al declarar que el Estado de Sitio decretado por conmoción interior debía entenderse “Estado o Tiempo de Guerra”, no sólo para los efectos de la penalidad de ese tiempo, establecida en el Código de Justicia Militar y demás leyes penales, sino “para todos los demás efectos de dicha legislación”. En efecto, en el artículo 1°, interpretando el artículo 418 del Código de Justicia Militar, se declaró:”el estado de sitio decretado por conmoción interna, en las circunstancias que vive el país, debe entenderse “estado o tiempo de guerra” para los efectos de la aplicación de la penalidad de ese tiempo que establece el Código de Justicia Militar y demás leyes penales y, en general, para todos los efectos de dicha legislación”. Esta frase se ha interpretado, uniformemente, en el sentido que dichos efectos abarcan las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal, las causales de extinción de la misma y, además, las normas jurídicas penales de carácter internacional aplicables a dicha situación.  Fue por eso que, como se sabe, tal criterio  se tradujo en la existencia de “prisioneros de guerra”, en la convocatoria a “Consejos de Guerra”, en la aplicación de la penalidad de “tiempos de guerra” y, según las Actas de Visitas de  Delegados de la Cruz Roja Internacional a los Campamentos de Detenidos de “Tres Álamos” y “Cuatro Álamos”, durante 1975, de público conocimiento, ellas se practicaron “en conformidad con las disposiciones de los Convenios de Ginebra”.
Por otra parte, en virtud del Decreto Ley Nº641 (D.O. de 11 de septiembre de 1974), por estimarse innecesario mantener la “declaración de guerra interna”, se dispuso que “todo el territorio de la República se encuentra en Estado de Sitio, en grado de Defensa Interna”, por un lapso de seis meses. Plazo renovado, por otros seis meses, por el Decreto Ley Nº922 (D. O. de 11 de marzo  de 1975), que fue, a su vez,  derogado por el Decreto Ley Nº1.181(D. O. de 11 de septiembre de 1975), que declaró que todo el territorio se encontraba en “Estado de sitio, en grado de Seguridad Interior”. 

        Ahora bien,  según la sistematización  del Decreto Ley Nº640 (D. O. de 10 de septiembre de 1974), la declaración de Estado de Sitio  en grado de Defensa Interna procederá cuando la conmoción sea provocada “por fuerzas rebeldes o sediciosas que  se encuentren organizadas o por organizarse, ya sea en forma abierta o en la clandestinidad”.

En síntesis, nuestro país vivió bajo “Estado o Tiempo de Guerra” desde el 11 de septiembre de 1973 hasta el 10 de septiembre de 1974, en virtud del Decreto Ley Nº3, en relación con el Decreto Ley Nº5 y desde el 11 de septiembre de 1974 hasta el 10 de septiembre de 1975, de conformidad  con los Decretos Leyes Nº 641 y Nº 922, todo lo cual hace aplicable en materia de la acusación de oficio de fojas 1369, los “Convenios de Ginebra”, de 1949 que, como se dijo, contemplan para las Partes Contratantes la prohibición de “auto exonerarse” y esta prohibición, repetimos, alcanza a las causales de extinción de responsabilidad penal, como la  amnistía.


Además, se reafirma ese criterio según se ha escrito, al comentarse un fallo de la Corte Interamericana  de Derechos Humanos:“Con fecha 26 de septiembre de 2006, la Corte…emitió sentencia en el caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile…constituye el paso más reciente en la evolución de la doctrina del sistema interamericano de protección de derechos humanos sobre la ilegitimidad, ilegalidad e inaplicabilidad de medidas legales que impiden la investigación, procesamiento y eventual sanción por violaciones a los derechos humanos consideradas particularmente graves por el derecho internacional. Dichas medidas son conocidas comúnmente como leyes de amnistías, de autoamnistías o de impunidad…La conclusión principal a que la Corte arriba en este caso…es, en síntesis, que existen ciertos crímenes de suprema gravedad, respecto de los cuales (el Derecho Internacional) establece obligaciones imperativas de investigación, persecución, juzgamiento y eventual sanción; que tales crímenes no prescriben ni pueden ser objeto de amnistías… “.
El principio de inamnistiabilidad de crímenes de guerra y de crímenes contra la humanidad…brota…de normas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, del Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Penal Internacional…han ido ganando aceptación ciertas nociones  fundamentales, entre ellas, las siguientes…IV)…no existe margen de discreción  en lo que toca impartir justicia  en materia de crímenes…contra la humanidad, dado que constituyen  obligaciones perentorias de las que los Estados no pueden eximirse invocando leyes de amnistía o de autoamnistía…”(José
Zalaquett Daher. “El caso Almonacid. La noción de una Obligación Imperativa de Derecho Internacional de Enjuiciar Ciertos Crímenes y la Jurisprudencia Interamericana sobre Leyes de Impunidad”. Anuario de Derechos Humanos 2007.Facultad de Derecho. Universidad de Chile).
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Eximente  contemplada en el artículo 10 N°10 del Código Penal.
39°) Que, las defensas de los acusados Basclay Zapata, Miguel Krassnoff, Juan Manuel Contreras y José Fuentes invocan la causal eximente de responsabilidad criminal contemplada en el artículo 10 N°10 del Código Penal, por estimar que sus mandantes  obraron en el cumplimiento de un deber ordenado por sus superiores, refiriéndose, además, la primera de aquellas al articulo 214 del Código de Justicia Militar.

 
Por su parte la de Miguel Krassnoff, la invoca, como minorante, en relación al numeral 1°del artículo 11 del Código punitivo.

Cabe destacar, en primer término,  que ninguno de los acusados, cuyo defensores ahora invocan el artículo 10 Nº 10 del Código Penal, en sus declaraciones indagatorias, han reconocido participación  alguna en los delitos  que se les atribuye, por lo cual resulta difícil ponderar, racionalmente, su conducta  con las exigencias de la eximente; a ello procede agregar,  que, por igual motivo, tampoco  han insinuado el nombre del superior quien les  habría ordenado cometer las acciones que se les atribuyen, salvo la alusión genérica, de la defensa de Contreras, a que el General Pinochet “era informado” de todo lo que ejecutaba la DINA; tampoco han intentado probar, en la etapa del plenario del proceso, que dicha supuesta orden, de privar ilegítimamente de libertad a las personas para apremiarlas, con las torturas descritas en autos por otros detenidos y reconocidas por los propios agentes de la misma, a fin de que revelaren el nombre de otros militantes del grupo de que se tratare con el propósito de ser aprehendidos a su vez, fuera un "acto de servicio", entendiendo por tal, al tenor del artículo 421 del Estatuto Militar, aquel que “se refiera o tenga relación con las funciones que a cada militar corresponden por el hecho de pertenecer a las Instituciones Armadas", o sea, estimando como tales las que se relacionaren con una función del cuerpo armado o que tiendan a servir a dicho cuerpo.
40°) Que, por otra parte, como la  eximente alude al "cumplimiento de un deber", conviene precisar que, según la doctrina, ello  requiere:

A) Una norma legal que imponga un deber, sin que se haya probado, en este proceso,  que existiera,  en la época en que acaecieron los hechos, una normativa, que no pudo ser secreta,  que autorizara, sin orden administrativa o judicial alguna, la privación ilegítima de libertad de una persona con determinada militancia política, por el hecho de que en un allanamiento de su morada, se causare la muerte por otros, y no por ella, a un agente de la DINA y

 B) Que la acción de que se trate, fuera lícita, lo que el mérito de los antecedentes, desde luego, ha desvirtuado. 

Por su parte, el profesor Alfredo Etcheberry expone que el sistema seguido en Chile es el de la obediencia reflexiva, tanto en el orden administrativo, como en el judicial y en el militar y cita, al efecto, los artículos 159, 226 y 252 del Código Penal y el 335 del Código de Justicia Militar que dispone “que el inferior puede suspender o modificar el cumplimiento de una orden en caso de que ella tienda notoriamente a la perpetración de un delito…dando inmediata cuenta al superior. Si éste insiste, la orden debe cumplirse y en tal caso, según el artículo 214,sólo el superior es responsable. No obstante que la representación es facultativa y no obligatoria, en caso que la orden tienda, efectivamente, a la perpetración de un delito, y el inferior no haga uso de su facultad de representar la ilegalidad de la orden, éste queda responsable penalmente como cómplice del delito”(“Derecho Penal, Tomo I, Editora Nacional Gabriela Mistral,1976,p´pagina 240).
Por lo expuesto, procede desechar la concurrencia de la eximente invocada por las defensas de los acusados antes individualizados.
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|
Artículo 214 del Código de Justicia              Militar.

41°)Que, el artículo 214 del Estatuto Militar se refiere a la causal eximente de responsabilidad penal, denominada “de la obediencia debida” y, según Renato Astroza Herrera ("Código de Justicia Militar Comentado”.3.a edición, Editorial Jurídica, página   344 y siguientes), todo grupo humano, por motivos de supervivencia y de justificación de sus fines, requiere cierto acatamiento a un orden jerárquico, es decir, se necesita la subordinación de sus miembros a determinados jefes. En relación con el deber de obediencia del subalterno, explica, existen las teorías de la obediencia absoluta, de la obediencia relativa y  de la obediencia reflexiva. En lo que respecta a los militares se distingue: si se trata del cuerpo armado en su conjunto, en sus relaciones con los Poderes Públicos, se acoge la teoría de la obediencia absoluta, pero si se trata de los miembros de un grupo armado entre sí, en los artículos 214, 334 y 335 del cuerpo de leyes citado, en concordancia con los artículos 20º y 21º del Reglamento de Disciplina de las Fuerzas Armadas, contenido en el  Decreto Supremo Nº 1445, de 1951, se acepta la doctrina de la obediencia reflexiva, esto es, cuando la orden tienda, notoriamente, a la perpetración de un delito, el inferior tiene el deber de representarla y sólo la cumplirá cuando el superior insistiere en ella, lo que resulta del texto del artículo 214 que pena al subalterno cuando no ha representado la orden que tienda notoriamente a la comisión de un ilícito. 
Pues bien, en materia militar las normas antes citadas, exigen: a) que se trate de la orden de un superior; b) que sea relativa al servicio y c) que, si la orden tiende notoriamente a la perpetración de un delito, sea representada por el subalterno e insistida por el superior. 
Dicho texto permite a analizar el tercer requisito antes mencionado. Los defensores de los acusados  al invocar esta eximente, no han ofrecido  rendir prueba alguna, en el plenario,  para probar la existencia del infaltable juicio de valoración de la orden del respectivo mandante, como subalterno, juicio que los acusados estaban en condiciones de dar por tratarse de  militares con experiencia; por ende, la falta de prueba de este  requisito de la representación por parte del subalterno cuando la orden tendía, notoriamente, a la perpetración de un ilícito - un secuestro calificado - permite concluir  que debe hacérseles responsables a los inferiores como partícipes del  respectivo ilícito.
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Eximente del artículo 10 N°8 del Código Penal.
42°)Que, el defensor de Contreras Sepúlveda, abogado Javier Gómez González en el 15°otrosí de su escrito de fojas 3334, hace valer la “eximente legal del artículo 10 N°8 Código Penal:”El que con ocasión de ejecutar un acto lícito, con la debida diligencia, causa un mal por mero accidente”.

Sin embargo, como el letrado no da fundamento alguno para justificar su petición y los hechos de la causa tampoco proporcionan base para ese aserto, será desechado.
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Circunstancias atenuantes de responsabilidad criminal.

 

43°)Que, en razón de lo antes resuelto, procede, en seguida, analizar las peticiones subsidiarias que invocan los defensores de los acusados relativas a las circunstancias modificatorias de sus respectivas responsabilidades.





11.1)

44°)Que, en primer término,  por parte de los acusados Juan Manuel Contreras y  Miguel Krassnoff, se  ha invocado la atenuante del artículo 11 Nº1 del Código punitivo en relación con el numeral 10 del artículo 10 del Estatuto Penal.
45°)Que, corresponde desechar la existencia de la minorante del numeral 1° del artículo 11 citado, en relación con la eximente del N° 10 del artículo 10 del mismo texto punitivo, en razón de que no se trata de una eximente constituida por varios requisitos, cuya pluralidad es la que valida,  si concurre la mayoría de las condiciones prescritas, para originar la eximente; ello sin perjuicio de lo antes razonado en los apartados 39° y 40°precedentes sobre la eximente invocada.





11.2)

46°)Que, las defensas de los encartados  Basclay Zapata, Miguel Krassnoff, Carlos López y Juan Manuel Contreras, han invocado como atenuante de responsabilidad criminal para cada uno de ellos la contemplada en el artículo 103 del Código Penal, en cuya virtud ”Si el inculpado se presentare o fuere habido antes de completar el tiempo de la prescripción de la acción penal…pero habiendo transcurrido la mitad del que se exige…deberá el tribunal considerar el hecho  como revestido de dos o más circunstancias atenuantes muy calificadas y de ninguna agravante y aplicar las reglas de los artículos 65,66,67 y 68…en la imposición de la pena…” 

Que, en este aspecto conviene recordar lo expresado  y resuelto en el motivo 36° precedente  de este fallo, en cuanto a que “La prescripción de la acción correspondiente a…(delitos de secuestro) no empieza a correr sino una vez que ha cesado la duración de su estado consumativo”. Por lo tanto, mientras se prolongue tal situación no se puede, racionalmente, indicar el momento en que  comienza el cómputo a que se refiere el artículo 95 del Código Penal y, por ende, agregamos ahora, la situación regulada por el artículo 103 del mismo Estatuto, porque no hay fecha desde la cual pueda determinarse el cómputo de la mitad del tiempo que corresponde a la prescripción, cuya determinación requeriría tener pruebas del término del secuestro o de la fecha de la muerte de la víctima. Por ello, falta el presupuesto básico para la aplicación del artículo 103 mencionado, “cual es que haya transcurrido la mitad de un plazo que ha de tener un momento fijo en el tiempo, de inicio, de comienzo, objetivamente establecido, para su cómputo”.
47°) Que, lo precedente debe considerarse  sin perjuicio de lo antes expuesto, en el apartado  respectivo, sobre la normativa internacional de derechos humanos, en cuya virtud  los  “Convenios de Ginebra” impiden la aplicación de la prescripción, total o gradual, respecto de delitos cometidos en caso de conflictos armados sin carácter internacional; de igual modo, que obstan a ello las normas de la “Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas” y de la “Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y los Crímenes de Lesa Humanidad”.  

Ahora bien, las críticas a la utilización de esta institución pueden ser apreciadas desde una multiplicidad de perspectivas (X):
I. Transcurso del tiempo.

Los delitos de esta naturaleza, en razón de su gravedad, son imprescriptibles, como lo consagra la “Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenesde Guerra y de Lesa Humanidad”, en cuanto reconoce que la imprescriptibilidad de estos crímenes es un principio universal y añade, en su (X)“La aplicación de la prescripción gradual en casos de violaciones de Derechos Humanos”. Karinna Fernández Neira. PietroSferrazzaTaibi.http:www.pensamientopenal.com.ar/16102008/ doctrina 03.pdf” Preámbulo, que su función es reconocer una regla de Derecho Internacional ya existente que forma parte de aquellas normas imperativas que la comunidad internacional reconoce como no susceptibles de acuerdo en contrario, de conformidad con lo establecido por la “Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados”. En este aspecto procede recordar que la Excma.Corte Suprema ha declarado que las disposiciones de esta Convención tienen rango de norma de “ius cogens o principios generales de Derecho Internacional”, a pesar de no haber sido ratificada por Chile. Al respecto, cabe mencionar las sentencias de la Excma. Corte Suprema de 18 de enero de 2007,rol N°2666-04, considerando 17° y de 13 de marzo de 2007, rol N°3125-04, cuyo considerando 13° expresa: “Que no obstante que la citada Convención(“Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad”) no se encuentra incorporada a  nuestro ordenamiento jurídico como tal, en realidad aquella se limitó a afirmar la imprescriptibilidad de tales deplorables hechos…lo 
que importa el reconocimiento de una norma ya vigente(ius cogens) en función del derecho internacional público de origen consuetudinario, confirmando un principio instalado por  
la costumbre internacional que ya tenía vigencia al tiempo de realización de los sucesos, pues su naturaleza preexiste al momento de su positivización.  Desde esta perspectiva, es posible afirmar que la costumbre internacional ya consideraba imprescriptibles los crímenes contra la humanidad con anterioridad a la mentada convención y que ésta también era materia común del derecho internacional”.

Este carácter, como sabemos, ha sido reconocido en otros fallos de la Excma.Corte Suprema, en cuanto aseveran que el tiempo transcurrido no produce efecto alguno respecto de su persecución o castigo, lo que ha permitido concluir que tampoco debiera tener efecto en cuanto a la envergadura de la sanción.

II. Naturaleza jurídica de la prescripción gradual.
Corresponde a la misma naturaleza jurídica que la prescripción y se distingue de ella en los efectos jurídicos que produce, además de ser de carácter facultativo respecto a su aplicación, ya que se remite literalmente a las normas de determinación de penas de los artículos 65,66, 67 y 68 del Código punitivo.

Es así como este beneficio procede cuando “el inculpado se presentare o fuere habido antes de completar el tiempo de la prescripción de la acción penal o de la pena, pero habiendo transcurrido la mitad del que se exige, en sus respectivos casos, para tales prescripciones…”,debiendo el Tribunal “considerar el hecho como revestido de dos o más circunstancias atenuantes muy calificadas y de ninguna agravante”.

La doctrina ha expresado que sus fundamentos se encuentran en las mismas consideraciones de estabilidad social y certeza jurídica que dieron origen al artículo 93 del referido Estatuto Penal pero que está destinada a producir sus efectos en aquellos casos en que la realización de los fines previstos para la prescripción no concurren en forma natural sino al cabo de un proceso gradual;  esto es, que el lapso necesario para prescribir está por cumplirse, lo que justifica la atenuación de la pena, siendo evidente que se trata de aquellos casos que no  presentan las características de los delitos de lesa humanidad, por su carácter imprescriptible. En consecuencia, el fundamento para dicha atenuación es que se trate de un delito en vías de prescribir.

III.-Tratados  Internacionales.

 El Estado de Chile ha contraído obligaciones que emanan de los Tratados Internacionales que ha suscrito; en efecto, el ordenamiento jurídico chileno ha reconocido la primacía del Derecho Internacional sobre el Derecho interno al ratificar la “Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados”, por lo cual, en casos de conflictos  entre uno y otro, Chile está obligado a hacer prevalecer las normas de este último. 

Los Tratados Internacionales mantienen esa preeminencia en razón de lo preceptuado  por el artículo 5° inciso segundo de la Constitución Política de la República en cuanto expresa:”El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos de los Estados respetar y promover tales derechos garantizados por esta Constitución, así como por los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”. 

Por ende, los “Convenios de Ginebra” tienen aplicación preeminente y, en igual sentido, el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, cuyo artículo 15 N°2  prescribe:”Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de una persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, fueren delictivos según los principios generales del Derecho Internacional reconocidos por la comunidad internacional”.

De tales principios emana la obligación de perseguir y sancionar a los responsables de crímenes contra la humanidad, por sobre las instituciones extintivas de la responsabilidad.

“El objeto de que la comunidad de las naciones declarara que los crímenes de lesa humanidad son imprescriptibles, tiene su fundamento en evitar que la sola prolongación en el tiempo de un régimen de terror termine por favorecer con la justicia de una garantía a quienes fueron pródigos en injusticia y violaciones de las garantías más preciadas de los pueblos bajo su dominio” (Politoff L.Sergio. “Texto y Comentario del Código Penal Chileno”. Tomo I. Editorial Jurídica de Chile. 2002.Pág,464).
 Estas fundamentaciones de carácter internacional evidentemente son aplicables a la “media prescripción”, ya que se trata de conceder beneficios previstos por el legislador para delitos comunes diferentes a los crímenes contra la humanidad, donde el transcurso del tiempo no produce efecto alguno, en que el reproche social de la humanidad no disminuye por el paso de aquel, el cual se mantiene con carácter permanente, a diferencia de lo que acontece con los delitos comunes y el reproche social de ellos, en la medida en que tales delitos son susceptibles de prescripción y la variable tiempo es un elemento que debe considerarse, rigiendo las instituciones de la prescripción y la media prescripción.(“Informe en Derecho”.Humberto Nogueira Alcalá.Doctor en Derecho Constitucional.Profesor titular de Derecho Constitucional).


Ahora bien, respecto de este aspecto conviene analizar los requisitos que debe cumplir una sanción para cumplir con esta obligación internacional.

IV. Fines de la pena. 

En relación con la protección de los derechos humanos que recae sobre los Estados miembros de la comunidad internacional, la pena debe cumplir con los fines que le son propios y que fueron enunciados por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 2583(XXIV) de 15 de diciembre de 1969: ”La sanción de los responsables por tales delitos es un elemento importante para prevenir esos crímenes y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales y para fomentar la confianza, estimular la cooperación entre pueblos y contribuir a la paz y la seguridad internacionales”.


Por otra parte, la obligación de los Estados de sancionar a los responsables de crímenes de lesa humanidad se encuentra consagrada en el artículo 1.1 de la Convención Americana y en cuanto a que la sanción aplicable sea proporcional al crimen cometido, es un principio que se ha consagrado en diversas normativas de carácter internacional. 

En efecto, en la “Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, inhumanos o Degradantes”, se dispone ”Todo Estado Parte castigará esos delitos con penas adecuadas en las que se tenga en cuenta su gravedad” (Artículo 4 N°2).


En el “Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño”, se señala “Todo Estado Parte castigará estos delitos con penas adecuadas a su gravedad”. (Artículo 3  N°3).


En la “Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente protegidas”, se expone ”Cada Estado Parte hará que estos delitos sean castigados con penas adecuadas que tengan en cuenta el carácter grave de los mismos”. (Artículo 2  N° 2).

 
 En la “Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas”, se consigna:”Los Estados Parte se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales, las medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su extrema gravedad…”(Artículo 3°).


En este mismo sentido, la Corte Interamericana ha expresado:”En cuanto al referido principio de proporcionalidad de la pena, la Corte estima oportuno resaltar que la respuesta que el Estado atribuye a la conducta ilícita del autor de la trasgresión debe ser proporcional al bien jurídico afectado y a la culpabilidad con la que actuó el autor, por lo que se debe establecer en función de la diversa naturaleza y gravedad de los hechos”.(Caso del Tribunal Constitucional. Sentencia de 31 de enero de 2001, párrafo 105, letra a).


Por su parte, la doctrina señala que para determinar la proporcionalidad de la pena debe observarse la magnitud del delito. El profesor Manuel de Rivacoba y Rivacoba expuso:”Lo fundamental para estimar dicha gravedad es el mayor o menor injusto del caso en cuestión y su mayor o menor reprochabilidad; lo primero, siempre que su antijuridicidad consista, por la índole del correspondiente bien jurídico y también del ataque contra él, en su lesión o menoscabo”.(“Las circunstancias modificadoras de la responsabilidad criminal en la teoría general del delito”. Revista “Doctrina Penal”, N°43, año 11, página 476).


En iguales términos razona el Doctor en Derecho Internacional Humberto Nogueira Alcalá(“Informe en Derecho”):”Mediante la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad la comunidad mundial civilizada busca que tales crímenes no sean olvidados y que el transcurso del tiempo no afecte sus posibilidades de efectiva sanción como ocurre en todas partes del planeta, respecto de los cuales no puede aplicarse la prescripción que es el transcurso del tiempo que lleva al olvido de la responsabilidad en al concreción del delito, ni tampoco la media prescripción que es una especie de prescripción, que corresponde a la misma naturaleza de la primera y que implicas aplicar la dimensión temporal a un delito que por definición no se le puede aplicar dicha variable de tiempo y que tiene los mismos objetivos de seguridad objetiva, que el ius cogens niega a los crímenes de lesa humanidad…Un tribunal al aplicar la media prescripción a un crimen de lesa humanidad está desconociendo la obligación de sancionar proporcionalmente dicho crimen de lesa humanidad y afecta el principio imperativo de derecho internacional de la imprescriptibilidad…La afirmación anterior implica la imposibilidad de aplicar la medida prescripción, la que implica el utilizar el transcurso del tiempo desde que se cometió el delito para favorecer con una pena menor al criminal contra la humanidad…La aplicación de la media prescripción a crímenes contra la humanidad y contra los derechos humanos que son por naturaleza imprescriptibles implica a su vez, la aplicación de una pena no proporcionada al crimen cometido y la sanción constituye sólo una apariencia de justicia, que deja a los autores de tales crímenes el cumplimiento de sanciones en ciertos casos irrisorias y absolutamente desproporcionadas que en algunos casos son cumplidas en libertad. 
Por otra parte, la media prescripción como institución de derecho interno sólo es aplicable a los delitos comunes respecto de los cuales los procesados (en el contexto del proceso penal antiguo) se presenten o sean habidos durante el proceso y no en el caso de que ellos estén presentes durante todo el proceso penal, como ocurre con los criminales a quienes se les ha aplicado dicho instituto…”  
 
En igual sentido, la Excma. Corte Suprema en su sentencia de 30 de mayo de 1995,Rol N°30.174-94, por el homicidio calificado de Orlando Letelier, razonó, estimando el caso como un delito de lesa humanidad, que   el artículo 103 del Código Penal busca privilegiar al responsable, pero que su alcance y aplicación es facultativo, en cuanto el Tribunal puede o no usar dicha reducción, observando las características de la comisión del delito:”el tribunal estima prudente y de justicia mantener las sanciones que determina el fallo de primera instancia, considerando el ámbito, magnitud y proyecciones del crimen y la condición de las personas que en él intervinieron”.(Considerando  24°).

Por otra parte, el mismo Excmo. Tribunal ha afirmado que de los Convenios de Ginebra surge para Chile la obligación de tomar todas las medidas legislativas necesarias en orden a fijar las adecuadas sanciones penales que hayan de aplicarse a las personas que cometen o dan orden de cometer cualquiera de las contravenciones graves definidas en el Convenio. Es así como en sentencia de diez  de mayo de dos mil siete, Rol N°3452-06, se expresa:“…la prohibición de la auto exoneración no dice relación sólo con las consecuencias civiles de las transgresiones verificadas, sino también y de manera primordial, a las sanciones penales contempladas para ellos, pues es claro que, respecto de hechos de esta clase, cobra una importancia fundamental la función  de prevención general de las reacciones punitivas, la cual exige que las amenazas contenidas en las normas correspondientes se hagan efectivas en cualquier momento en que la persecución de los responsables se haga posible y aunque la de prevención especial parezca ya satisfecha porque el transcurso del tiempo haya convertidos a los infractores en ciudadanos inofensivos. La sociedad, en efecto, no toleraría que violaciones de tal magnitud queden definitivamente impunes, con el pretexto de que el castigo ya no puede resocializar al que no está más en condiciones de reincidir pues, no obstante ello, se puede actuar reforzando para el futuro en los ciudadanos el respeto por los valores elementales sobre los que descansa la posibilidad de una convivencia pacífica (prevención general positiva) y disuadiendo a quienes se sientan inclinados a incurrir en hechos semejantes (prevención general negativa.”) (Considerando cuadragésimo segundo).
Finalmente, conviene recordar en este aspecto normas de nuestra legislación nacional. En efecto, como se  ha escrito:

“… la imprescriptibilidad en Derecho Internacional es una norma. Asimismo, en los Derechos Internos este principio goza de reconocimiento…e incorporado en varios ordenamientos jurídicos internos como en el caso belga…en Australia…en Alemania…En el derecho chileno, el artículo 250 del Código Procesal Penal, que trata del sobreseimiento definitivo, reconoce la existencia de crímenes internacionales donde la prescripción y la amnistía son improcedentes, al señalar en su inciso segundo que “el juez no podrá dictar sobreseimiento definitivo respecto de los delitos que, conforme a los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, sean imprescriptibles o no puedan ser amnistiados…”, salvo los casos de extinción de la responsabilidad penal por muerte del responsable o por cumplimiento de la condena”.(Gonzalo  Aguilar Cavallo.”Crímenes Internacionales y la imprescriptibilidad de la acción penal y civil. Referencia al caso chileno”. ”Ius et Praxis”. Universidad de Talca.2008,página 171.

En resumen de lo analizado, en el momento de establecerse, jurisdiccionalmente, la sanción por el ilícito referido, por su especial connotación, debe ponderarse dicho carácter de permanencia, la extensión del mal causado y la gravedad de sus consecuencias, lo que permite exigir un castigo actual y permanente, por todo lo cual corresponde desechar la aplicación en autos de la institución denominada de la "media prescripción".

48°) Que, además, los mandatarios de Basclay Zapata, Miguel Krassnoff, Carlos López y José Fuentes han invocado la minorante contemplada en el artículo 11 N°6 del Código punitivo. Al respecto, según consta de los respectivos extractos de filiación y antecedentes, de fojas 3000 a 3004 de Basclay Humberto Zapata Reyes, de fojas 2992 a 2998 de Miguel Krassnoff, de fojas  2990 a 2991  de Carlos José Leonardo López Tapia y de fojas 2938 de José Enrique Fuentes Torres y de las certificaciones enroladas a fojas 3577, 3579, 3581, 3584, 3586, 3588, 3590,3592,3594, 3596, 3599, 3602, 3604, 3607, 3609, 3611, 3614 y 3615 a 3621,  al tenor del artículo 350 bis del Código de Procedimiento Penal,  si bien todos se encuentran sometidos a procesos en múltiples episodios de este rol N°2.182-98, en ninguno de ellos  ha recaído  sentencia condenatoria relativa a delitos cometidos con anterioridad a la época de  los investigados en este expediente, por lo cual procede acoger dicha atenuante.

49°)Que, las defensas  de Basclay Zapata, de Miguel Krassnoff y  de Carlos López han  invocado la existencia de la circunstancia minorante de responsabilidad criminal contemplada en el artículo 211 del Código de Justicia Militar, por cuanto aquellos  se habrían encontrado “a la época de los hechos en comisión de servicio en la DINA bajo el mando directo de un Oficial de Ejército, de quien debían cumplir las órdenes impartidas…no susceptibles de ser discutidas o cuestionadas… “y, además, si se acoge,  piden se les estime como muy calificada.
50°) Que, la norma citada expresa: “Fuera de los casos previstos en el inciso segundo del artículo 214, será circunstancia atenuante tanto en los delitos militares como en los comunes, el haber cometido el hecho en cumplimiento de órdenes recibidas de un superior jerárquico…”
Esta atenuante, denominada de “obediencia indebida”, siguiendo a Renato Astroza (“Código de Justicia Militar Comentado”. Editorial Jurídica de Chile. Tercera Edición, página  340) tiene lugar,  “fuera de los casos previstos en el inciso segundo del artículo 214”, cuando el inferior comete un delito militar o un delito común por dar cumplimiento  a una orden de un superior jerárquico y siempre que  ese cumplimiento no constituya un caso de obediencia debida de acuerdo con lo prescrito en el articulo 334. Acorde con este precepto las órdenes imponen la obligación de ser obedecidas por los inferiores cuando se reúnen los siguientes requisitos: 1. Orden de un superior; 2. Que la orden sea relativa al servicio y,  según el articulo 421 del mismo Estatuto, se entiende por “acto de servicio” todo “el que se refiera o tenga relación con las funciones que a cada militar corresponden por el hecho de pertenecer a las Instituciones Armadas”; 
3. Que sea dada en uso de atribuciones legítimas y

4. Si la orden tiende notoriamente a la perpetración de un delito se la ha representado por el inferior e insistida por el superior. 

Si bien podría pensarse que  si se comete delito por cumplir la orden de un superior faltando cualquiera de los cuatro requisitos señalados operaría la atenuante del articulo 211”…Ello no es así, en razón de que no puede faltar el requisito en que descansa la circunstancia: la existencia de la orden del superior jerárquico” (Astroza, ob.cit., página 340).

En la especie, si bien Basclay Zapata alude, en términos generales, al cumplimiento de órdenes de parte de Miguel Krassnoff, no reconoce participación en los delitos materia de esta investigación, y, finalmente, la defensa de este último expone que a esa época era un “modesto Teniente, oficial subalterno”. En consecuencia, sólo procede rechazar la minorante invocada, por faltar los antecedentes básicos para considerarla.

51°) Que, por otra parte, los defensores de  Basclay Zapata y de José Fuentes invocan la circunstancia atenuante de responsabilidad contemplada en el artículo 9°número 9° del Código punitivo, esto es, ”Si se ha colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos”. No obstante, ambos encausados niegan toda participación en la perpetración del delito por el cual se les acusa, de manera que  no han aportado antecedente alguno que haya servido a la investigación de los hechos materia del proceso, de modo  que no procede sino rechazar la existencia de la citada minorante.
52°) Que, las defensas de  Basclay Zapata, de Miguel Krassnoff, de Juan Manuel Contreras, luego de invocar la existencia de las circunstancias atenuantes de responsabilidad que estiman favorecen a sus mandantes, solicitan que, de ser acogidas, se les tenga como “muy calificadas,” en los términos del artículo 68 bis del Código Penal, petición que se desecha puesto que como ha razonado la Excma.Corte Suprema en fallos recientes al aludir a esta minorante, en otros casos penales:“…los antecedentes que le dan sustento resultan insuficientes para estimarla muy calificada, pues si su sola configuración como simple atenuante se refiere al desenvolvimiento en la conducta de un individuo en el plano social, familiar e individual en forma recta, honrada, exenta de reproches, apreciar dicho comportamiento como muy calificado importa de suyo un juicio de valor aún más estricto, el cual de estimarse procedente debe sustentarse en antecedentes relevantes y extraordinarios, de cierto grado de continuidad en el tiempo...” .





13)
           


Penalidad.
53°) Que, procede considerar que la sanción a la época del comienzo de la ocurrencia de los hechos  investigados el artículo 141 de Código Penal disponía:

“Art.141. El que, sin derecho encerrare o detuviere a otro privándolo de su libertad, será castigado con la pena de presidio o reclusión menores en cualquiera de sus grados.


En la misma pena incurrirá quien proporcionare lugar para la ejecución del delito.


Si el encierro o la detención se prolongare por más de noventa días, o si de ellos resultare un daño grave en la persona o intereses del encerrado o detenido, la pena será de presidio mayor en cualquiera de sus grados”.

54°)Que, en la imposición de las penas que corresponden a los acusados   Miguel Krassnoff Martchenko, Basclay Humberto Zapata Reyes, Carlos López Tapia y José Fuentes Torres  por concurrir respecto de cada uno de ellos  una circunstancia atenuante de responsabilidad criminal (fundamento  51°precedente), sin que les afecten agravantes, se considerará la norma del artículo 68 inciso 2° del Código Penal, no aplicándoseles el grado máximo de la pena que contemplaba, a la fecha de comienzo de los ilícitos que, respectivamente, se les atribuyen, contemplados en el artículo 141  del Estatuto punitivo. 

55°)Que, por no concurrir respecto de Juan Manuel   Contreras Sepúlveda  ni atenuantes ni agravantes, en la imposición de las penas correspondientes se considerará la norma del artículo 68 inciso 1° del Código sancionatorio.

14)



Demanda civil.
56°) Que, en el primer otrosí de fojas 3175, don Alberto Espinoza Pino por la querellante María Otilia Vargas Vargas dedujo demanda civil de indemnización de perjuicios en contra del Fisco de Chile, representado por don Carlos Mackenney Urzúa, Presidente del Consejo de Defensa del Estado, ambos con domicilio en Agustinas 1687. Expone los hechos materia de este proceso, constitutivos de un delito de secuestro tipificado en el artículo 141 del Código Penal y el delito de homicidio calificado tipificado en el artículo 391 N°1 del mismo cuerpo legal, siendo sus responsables Manuel Contreras Sepúlveda, Miguel Krassnoff Martchenko, Carlos José Leonardo López Tapia, Basclay Humberto Zapata Reyes y José Enrique Fuentes Torres, todos formaban parte de de la Dirección de Inteligencia Nacional y tenían la calidad de funcionarios públicos o agentes del Estado en cuanto eran miembros de las Fuerzas Armadas. Se añade que en virtud  de esta condición cabe responsabilidad civil al Estado de Chile. Existe responsabilidad extracontractual que tiene origen en un hecho ilícito cometido por un sujeto imputable, a raíz del cual se ha originado un daño, existiendo relación de causalidad entre la acción del funcionario público y el daño producido. La Ley de Bases Generales de la Administración señala que el Estado será responsable por los daños que causaren los órganos de la administración en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al funcionario que las hubiere ocasionado. Se agrega que se ejerce esta acción indemnizatoria en el marco del proceso penal conforme a las normas del Código de Procedimiento Penal, específicamente con su artículo 428 en concordancia con lo dispuesto en el artículo 10 del mismo Código. Se añade que el “daño demandado asciende a la suma de quinientos millones de pesos y corresponde al daño moral que se representa  por el dolor o aflicción sufrido por la querellante en su calidad de madre de la víctima, la joven Mireya Pérez Vargas, que debió soportar por más de treinta años el dolor por la detención y posterior homicidio de sui hija, cometido por agentes del Estado pertenecientes a la Dirección de Inteligencia Nacional, la DINA, órgano represivo creado por la Dictadura Militar…"

Se continúa que el derecho a indemnización surge de los artículos 1°, 6°, 7° y 38 de la Constitución Política de la República y de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado y de los artículos 10 y 428 del Código de Procedimiento Penal, sin perjuicio de las normas del derecho internacional de los derechos humanos, establecidas en diversos tratados internacionales que consagran el deber del Estado de reparar a las víctimas de violación a los derechos humanos.

57°) Que, al contestar la demanda civil, en lo principal de fojas 3247, doña María Teresa Muñoz Ortúzar, Abogado Procurador Fiscal de Santiago, del Consejo de Defensa del Estado, por el Fisco de Chile, solicita su rechazo oponiendo la excepción de cosa juzgada por transacción. Se expresa que la actora, patrocinada por el abogado señor Nelson Caucoto, dedujo demanda civil en contra del Fisco de Chile el 17 de noviembre de 1997 ante el 18°Juzgado Civil de Santiago, en autos rol N°4397-1997. En dicho libelo  se puede apreciar que  concurren las mismas partes, causa de pedir y objeto pedido, ya que la señora Vargas Vargas demandó al Fisco de Chile por la supuesta responsabilidad extracontractual imprescriptible y objetiva de éste por los delitos de secuestro y/o homicidio calificados ejecutados por agentes del Estado en contra de cinco de sus seis hijos, entre ellos, la misma víctima a que se refiere la demanda actual, doña Mireya de Lourdes Pérez Vargas. Dicha demanda era de indemnización por concepto de daño moral por la suma de un millón y medio de  dólares de EE.UU., incluyendo el daño moral sufrido por el secuestro y homicidio calificado de su hija    Mireya de Lourdes Pérez Vargas, por quien nuevamente, otro abogado en su representación, demanda civilmente al Fisco. Se agrega ”Encontrándose aquella causa con recurso de casación en el fondo pendiente, Ingreso 2598-2005 de la Excma.Corte Suprema, se citó a las partes a comparendo de conciliación, producto de lo cual…el Fisco de Chile transigió el juicio con la Sra. María Otilia Vargas Vargas, acordando un pago total de $60.000.000 al  contado…más una pensión vitalicia a favor de su única hija sobreviviente, Patricia Pérez Vargas, equivalente a 21,80 UF mensuales. Dicha transacción fue tenida por aprobada por la Excma.Corte Suprema mediante resolución de 25 de enero de 2007…”.

Se añade que conforme al artículo 1567 N°3 del Código Civil la transacción es un modo de extinguir obligaciones; a su vez, el artículo 2446 señala “La transacción es un contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un litigio eventual…”. El artículo 2460 del mismo Código dispone:”La transacción produce el efecto de la cosa juzgada en última instancia…” A su turno los artículos 175 y 177 del Código de Procedimiento Civil, aplicables en la especie por remisión del artículo 43 del Código de Procedimiento Penal, señalan:

”Art.175(198). Las sentencias definitivas o interlocutorias firmes producen la acción o la excepción de cosa juzgada. Art.177(200).La excepción de cosa juzgada puede alegarse por el litigante que haya obtenido en el juicio y por todos aquellos a quienes según la ley aprovecha el fallo, siempre que entre la nueva demanda y la anteriormente resuelta haya: 1° Identidad legal de personas.2° Identidad de cosa pedida y 3° Identidad de la causa de pedir…”.


Se añade que en virtud de las normas citadas la transacción celebrada entre el Fisco de Chile y la demandante Sra. María Otilia Vargas Vargas en los autos del 18° Juzgado Civil antes referidos, constituye un equivalente jurisdiccional, con fuerza de acción y excepción de cosa juzgada, siendo este último efecto del cual se sirve el Fisco de Chile para oponer a la demanda de autos la excepción de cosa juzgada por transacción. 

A continuación se opone la excepción de pago de la indemnización cobrada en autos, en virtud de los argumentos que indica.  Bajo el epígrafe “Marco general sobre la reparación ya otorgada” se expone que el derecho ha buscado respuestas a las violaciones de  ciertos derechos humanos en lo que se llama “Justicia Transicional”, las que van desde la inacción, leyes de punto final, hasta juicios generales, pasando por otras intermedias, entre las que destacan las llamadas Comisiones de Verdad. En el caso de Chile los esfuerzos del Estado han sido numerosos; desde el primer gobierno post-militar, existen políticas públicas prioritarias en tal sentido, manifestadas en el establecimiento de la Comisión de Verdad y Reconciliación, de la Corporación de Reparación y Reconciliación y de la Comisión Nacional de Prisión Política y Tortura, las que han llegado a constituir al país en un paradigma para las comisiones a cargo de investigaciones de violaciones masivas a los derechos humanos. Debe considerarse que el Estado de Chile  ha desplegado un conjunto de acciones y medidas tendientes a reparar los daños morales y materiales causados por las infracciones a los derechos humanos acaecidas con posterioridad al golpe militar de 1973.Ilustrativamente se señala que el último informe emitido por el Instituto de Previsión Social, organismo encargado de la administración y pago de los beneficios para las víctimas de violaciones a los derechos humanos expresa que el conjunto de pensiones de reparación pagados hasta diciembre de 2008 asciende a las siguientes sumas: a)Pensiones Ley 19.123(Rettig):75 mil millones de pesos; b)Pensiones Ley 19.992(Valech):104 mil millones de pesos; c)Pensiones Ley 19.980:39 mil millones de pesos.


Se agrega que,  además de la satisfacción y reparación general que deba o pueda reconocerse como se ha esgrimido específicamente en el caso de autos, se sostiene que  la  demandante fue favorecida con los beneficios de la Ley 19.123 y recibió  un pago al contado de seis millones de pesos y por concepto de pensión, al 31 de julio de 2004, la suma de $126.000.000. Concluye que es un principio general de derecho, el que un daño que ha sido ya reparado, no da lugar a indemnización. Acompaña documentos que se enrolan de fojas 2999 a 3246

 58°)Que,  según consta de los antecedentes relativos al proceso civil rol N°C 4397 – 97 del 18°Juzgado Civil de Santiago, caratulado “Vargas Vargas con Fisco”, fotocopiados de fojas  3665 a 3692, que  por sentencia de primera instancia, de 22 de octubre de 1999,se  acogió la demanda de indemnización de perjuicios deducida por  doña María Otilia Vargas Vargas, la cual fue revocada por una Sala de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago; se interpuso un recurso de casación en el fondo ( 3552 a 3557), rol N°2596-2005 ante la Excma. Corte Suprema y  llamadas las partes a comparendo de conciliación, ésta se produce (fojas 3672)  y consiste en que se pagará a doña María Otilia Vargas Vargas la suma de sesenta millones de pesos, al contado, y se concede una renta vitalicia mensual a la hija de la actora, doña Patricia Pérez Vargas, de cargo fiscal, ascendente a UF 21,80;el avenimiento aparece aprobado con fecha 25 de enero de 2007(fojas 3675) y en su virtud, el Ministerio de Hacienda por Resolución N°831 de 13 de julio de 2007(fojas 3768) aprueba el referido acuerdo y ordena pagar las sumas mencionadas y el Ministerio de Justicia, por Resolución 2679 de 12 de octubre de 2007, (fojas 3691) dispone dichos pagos  a la Tesorería Regional de Santiago.

59°)Que, en consecuencias, consta de los antecedentes mencionados que hubo entre las partes una transacción, la cual acorde con el artículo  1567 N°3 del Código Civil, es un modo de extinguir obligaciones; por su parte, el artículo 2446 del mismo Estatuto señala “La transacción es un contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un litigio eventual…”. Y el artículo 2460 del mismo Código dispone:”La transacción produce el efecto de la cosa juzgada en última instancia…” 

Ahora bien,  el artículo 175 del Código de Procedimiento Civil, aplicable en la especie por remisión del artículo 43 del Código de Procedimiento Penal, señala“ Las sentencias definitivas o interlocutorias firmes producen la acción o la excepción de cosa juzgada.”
En consecuencia, procede acoger la excepción de cosa juzgada opuesta por la defensa del Fisco de Chile  y, con su mérito, rechazar la demanda de indemnización de perjuicios entablada  a fojas 3175, sin costas, por haber existido motivos plausibles para litigar ya  que la actora, por intermedio de otro abogado, dedujo una acción similar a la que  varios años antes había deducido en la sede civil.

60°)Que, en razón de lo resuelto resulta improcedente ponderar la otra excepción opuesta por el Fisco de Chile ni el mérito de las declaraciones prestadas en el plenario por los testigos de la demandante Erika  Minerva Díaz Muñoz (3502), Deyanira Inés Corvalán Robert (3505) y  Sara Yolanda Carrasco Baeza(3507) ni de los documentos enrolados de fojas 3643 a 3649. 
             Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en los artículos 1º, 11 Nº 6, 14,15, 24, 28,30,  50, 68 incisos 1º y 2º, y  141 del Código Penal;43,  108, 109, 110, 111, 434, 450 bis, 457, 459, 473, 477, 478, 481, 488, 499, 500, 501, 502, 503, 504, 505, y 533 del de Procedimiento Penal, 175 del Código de Procedimiento Civil, artículo  1567 N°3, 2446 y 2460 , 2317 del Código Civil; artículo 1º del Decreto Ley Nº2.191 y artículos 211, 214 y 334 del Código de Justicia Militar, SE DECLARA:
I) Se condena a Juan Manuel Guillermo Contreras Sepúlveda en su calidad de autor del delito de secuestro cometido el 24 de febrero de 1976 en la persona de  Mireya de Lourdes Pérez Vargas a sufrir la pena de tres años de presidio menor en su grado medio, a las accesorias de  suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa.
II) Se condena a Carlos López Tapia en su calidad de autor del delito de secuestro cometido el 24 de febrero de 1976 en la persona de  Mireya de Lourdes Pérez Vargas a sufrir al pena de la pena de tres años de presidio menor en su grado medio, a las accesorias de  suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa.
III)Se condena a José Fuentes Torres en su calidad de autor del delito de secuestro cometido el 24 de febrero de 1976 en la persona de  Mireya de Lourdes Pérez Vargas a sufrir al pena de la pena de tres años de presidio menor en su grado medio, a las accesorias de  suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa.
IV)Se condena a Miguel Krassnoff Martchenko en su calidad de autor del delito de secuestro calificado cometido el 24 de febrero de 1976 en la persona de  Mireya de Lourdes Pérez Vargas a sufrir la pena de quince años de presidio mayor en su grado medio, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena y al pago de las costas de la causa.
V)Se condena a Basclay Humberto Zapata Reyes en su calidad de autor del delito de secuestro calificado cometido el 24 de febrero de 1976 en la persona de  Mireya de Lourdes Pérez Vargas a sufrir la pena de quince años de presidio mayor en su grado medio, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena y al pago de las costas de la causa.

VI) Por reunir los sentenciados Carlos López Tapia y José Fuentes Torres los requisitos establecidos en el artículo 4° Ley N 18.216, se les concederá el beneficio de la remisión condicional de las penas impuestas a cada uno de ellos, debiendo ambos cumplir con las exigencias del artículo 5° de la Ley mencionada.

          Si tal beneficio les fuere revocado les servirá de abono respectivamente los días que permanecieron privados de libertad, esto es, respecto de Carlos López Tapia el lapso transcurrido desde el 20 de mayo de 2008 a la fecha según certificado de fs. 2891 y a Fuentes Torres el que va desde el 20 de mayo 2008 al 26 de junio 2008, según consta del Parte que rola a fs. 2897 y la certificación rolante de fs. 2955.

VII) Se desecha la demanda civil interpuesta en el primer otrosí de fojas 3175,  por la querellante María Otilia Vargas Vargas  en contra del Fisco de Chile, sin costas. 
Para los efectos contemplados en el artículo 503 del Código de Procedimiento Penal se declara que no existen abonos respecto de Contreras Sepúlveda, Krassnoff Martchenko y Zapata Reyes ya que al ser procesados en este episodio se encontraban cumpliendo condena en el Centro de Cumplimiento Penitenciario “Cordillera” y “ Punta de Peuco”.
Las penas impuestas a estos condenados, que no  serán  objeto de las medidas alternativas de la Ley Nº18.216, atendidas sus respectivas cuantías, se les comenzarán a contar, a:

         Juan Manuel Guillermo Contreras Sepúlveda y Miguel Krassnoff Martchenko desde que cumplan las penas  impuestas, en la causa rol N°2.182-98, episodio “Miguel Ángel Sandoval”, en que ingresaron, como “rematados”, a contar del 28 de enero de 2005; en la causa rol N°2.182-98, episodio “Diana Arón”; en la causa del mismo rol, episodio “Manuel Cortés Joo” y, en la causa de dicho rol, episodio “Luis Dagoberto San  Martin Vergara”. Respecto de Basclay Zapata cuando cumpla las penas impuestas por los secuestros de los hermanos Hernán Galo y María Elena González Inostroza y otros y en la causa rol n° 2182.-1998 episodio “Villa Grimaldi” cuaderno Cortez Joo.
            Notifíquese personalmente a los sentenciados y para ello:

            Exhórtese al Juzgado del Crimen de Angol a objeto de que cite, bajo apercibimiento de rebeldía y notifique a José Fuentes Torres. 
             Desígnase como secretario ad hoc a don Iván Pavez Flores a fin de que notifique a Juan Manuel Guillermo Contreras Sepúlveda, Carlos López Tapia y Miguel Krassnoff Martchenko en el  lugar de reclusión en que  cumple condenas, en el  “Penal Cordillera” y Basclay Zapata Reyes en el centro de Cumplimiento Penitenciario “Punta de Peuco”.


Notifíquesele por cédula, por medio del señor  Receptor de turno del presente mes de marzo al abogado de la parte querellante Alberto Espinoza Pino, domiciliado en Manuel Rodríguez N° 33, Santiago y a doña María Teresa Muñoz Ortúzar, Abogado Procurador Fiscal de Santiago, del Consejo de Defensa del Estado, domiciliada en Agustinas N°1687. 

       Consúltese si no se apelare, conjuntamente con el sobreseimiento parcial y temporal de fojas 3123 respecto de los delitos de secuestro y homicidio de Iván Pérez Vargas y Amador del Fierro Santibáñez, en virtud del numeral 1º del artículo 409 del Código de Procedimiento Penal.
Rol 2182-1998
“Villa Grimaldi”

      (Mireya  Vargas Pérez)

Dictada por don Alejandro Solís Muñoz, Ministro de Fuero.  
En Santiago a diecinueve de marzo de dos mil diez, notifiqué por el estado diario la resolución que antecede.
